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La tesis parte de la constatación de serios problemas en el proceso contencioso 
tributario y plantea algunas soluciones al respecto. El objetivo de la tesis es  
determinar si la plena jurisdicción es aplicable en el planteamiento, tramitación y 
solución de las controversias tributarias. Lejos de enfrascarse en un análisis abstracto 
o puramente dogmático, el estudio aborda el tema desde una perspectiva teórico-
práctica, desarrollando una investigación aplicada, que en base a los aportes del 
enfoque de plena jurisdicción, plantea soluciones concretas a los problemas reales 
que experimenta el proceso tributario. La tesis propone entender el proceso tributario 
como un proceso de plena jurisdicción, en el que se formule correctamente las 
pretensiones, analice integralmente el caso, identifique la controversia sustantiva, 
organice adecuadamente el proceso y se resuelva el conflicto de fondo entre el 
deudor tributario y la Administración Tributaria. Asimismo, la investigación pone en 
evidencia que la plena jurisdicción no es simplemente un tipo de pretensión, sino, 
todo un enfoque que incide de manera determinante en los diversos tópicos del 
proceso tributario: Formulación de pretensiones, agotamiento de la vía 
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La tesis se ocupa del estudio de la problemática que experimenta en la actualidad el 
proceso contencioso tributario y plantea algunas soluciones al respecto. 
 
El objeto de investigación es la plena jurisdicción en el proceso contencioso 
tributario. La tesis se propone determinar si la plena jurisdicción es aplicable en el 
planteamiento, tramitación y solución de las controversias de carácter tributario. 
 
El tema está íntimamente vinculado con la justicia tributaria y, específicamente, 
pertenece al Derecho Procesal Tributario. 
 
Hoy, gran parte de los procesos tributarios son planteados, tramitados y resueltos 
teniendo como elemento central las resoluciones expedidas por el Tribunal Fiscal. 
 
Las demandas son interpuestas con el propósito que se declare la nulidad de las 
resoluciones del Tribunal Fiscal. Los procesos son tramitados en función a dicho 
propósito y las sentencias se concretan a declarar la nulidad de las respectivas 
resoluciones del Tribunal Fiscal y ordenar al Colegiado que emita nueva resolución 
sobre la controversia. 
 
Como puede observarse, las sentencias no se pronuncian sobre los derechos 
materiales involucrados en la contienda, soslayando de este modo el enfoque de 
plena jurisdicción que, precisamente, propone la solución de la  controversia de 
fondo. 
 
Esta forma de entender el proceso y llevarlo adelante, está generando una serie de 
problemas concretos que impiden la solución oportuna y efectiva de los conflictos de 
carácter tributario. Entre estos problemas se pueden mencionar a los siguientes: 
a. Los pronunciamientos de nulidad no analizan los derechos e intereses 
sustantivos en disputa. 
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b. No logran resolver el conflicto real y verdadero entre el deudor tributario y la 
Administración Tributaria. 
c. Se produce un retorno innecesario de la controversia al Tribunal Fiscal para 
que vuelva a emitir pronunciamiento. 
d. Se extiende excesiva e injustificadamente la solución del conflicto de fondo 
entre el deudor tributario y la Administración Tributaria. 
 
La problemática que enfrenta el proceso tributario, no solo es consecuencia del 
enfoque procesal que manejan los usuarios y operadores del servicio de justicia, sino, 
del inadecuado régimen normativo que regula el referido proceso. 
 
Estos serios problemas y la necesidad de plantear algunas alternativas de solución, 
motivan la presente investigación. Aspiramos contribuir a la solución de la 
problemática descrita y a la prestación de un servicio de justicia eficiente y oportuno, 
que garantice convivencia pacífica, desarrollo y bienestar. 
 
Respecto a la problemática de los procesos tributarios y la aplicación de la plena 
jurisdicción en dichos procesos, no se verifica en la doctrina nacional un estudio 
orgánico. De manera aislada, el tema ha sido referido en algunos artículos, sin 
expresar los fundamentos de la plena jurisdicción, ni determinar  la manera en que 
incide en el procesamiento y solución de las controversias de índole fiscal. 
 
En el Derecho Comparado se evidencia cierto desarrollo de la doctrina de la plena 
jurisdicción, sin embargo, dicho desarrollo está vinculado a la tramitación y solución 
de controversias propias del Derecho Administrativo. Al respecto pueden consultarse 
los trabajos de los profesores Ramón Parada (2010), Eduardo García de Enterría 
(2000), Juan Ramón Fernández Torres (1998), etc. 
 
Como puede observarse, no se dispone de un estudio que analice, fundamente y 
explique de manera integral la aplicación de la plena jurisdicción en el 
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planteamiento, tramitación y solución de las controversias tributarias. Esta 
insuficiencia o vacío pretende ser menguado por la presente investigación. 
 
El trabajo aborda la problemática concreta que cotidianamente enfrentan los 
partícipes del proceso tributario y, en base a los contenidos del enfoque de plena 
jurisdicción, plantea algunas alternativas de solución. En ello, precisamente, reside 
su importancia y utilidad práctica. 
 
En la investigación se advierte que los serios problemas que experimenta el proceso 
tributario son ocasionados por el enfoque revisor con que se concibe y tramita dicho 
proceso. Alternativamente, y con el propósito de resolver los referidos problemas, la 
tesis plantea entender el proceso tributario como un proceso de plena jurisdicción y, 
en base a dicho enfoque, llevarlo adelante de manera que sirva como un medio 
idóneo para la solución oportuna y efectiva de las controversias relativas al tributo. 
 
Por lo general, la doctrina considera a la plena jurisdicción como un tipo de 
pretensión; por ello, unánimemente se refieren a la “pretensión de plena 
jurisdicción”. En el curso de la investigación, se ha constatado que la plena 
jurisdicción no solo es un tipo de pretensión, sino, es todo un enfoque, una 
perspectiva, que incide determinante y positivamente en todo el desarrollo del 
proceso tributario. 
 
El enfoque de plena jurisdicción plantea estudiar integralmente el caso, identificar el 
conflicto de fondo, organizar adecuadamente el proceso y resolver la disputa real 
entre el deudor tributario y la Administración Tributaria. 
 
Entender el proceso tributario como un proceso de plena jurisdicción, posibilita que 
los órganos jurisdiccionales analicen con profundidad todo el contenido de la 
demanda, identifiquen el conflicto sustantivo, reconozcan las verdaderas 
pretensiones de las partes más allá de lo que se consigne en el petitorio de la 
demanda, establezcan de manera correcta los puntos controvertidos, desplieguen 
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todas las potestades y deberes del juez, organicen el proceso con el propósito de 
resolver la controversia de fondo, realicen la actividad probatoria y todas las 
actuaciones procesales en función a ese propósito central, emitan pronunciamiento 
respecto a los puntos controvertidos y al conflicto de fondo que se pretende resolver, 
adopten todas las medidas que sean necesarias para materializar lo decidido en la 
sentencia y, de este modo, lograr la satisfacción efectiva del derecho conculcado, etc. 
 
En el desarrollo del trabajo también se ha advertido la incidencia de la plena 
jurisdicción en diversos tópicos del proceso. Así, se ha identificado y explicado la 
incidencia de la plena jurisdicción en: a) El planteamiento de las pretensiones, b) El 
agotamiento de la vía administrativa, c) La actividad probatoria y d) La sentencia. 
 
Un asunto de particular importancia del que se ocupa la tesis, es de los fundamentos 
de la plena jurisdicción. Al respecto, el estudio revela que los fundamentos de la 
plena jurisdicción se hallan en: a) Los fines del proceso, b) La tutela jurisdiccional 
efectiva y c) La noción misma de justicia. 
 
Para tener una idea del curso que sigue la investigación y hacia dónde quiere llegar, 
es necesario  conocer el objetivo de la tesis. El objetivo que se plantea la tesis es: 
Determinar si la plena jurisdicción es aplicable en el proceso contencioso tributario y 
establecer como incide en su desarrollo y en la solución de las controversias de 
carácter fiscal. 
 
El desarrollo de la investigación y lo plasmado en el texto, ponen en evidencia que el 
objetivo de la tesis se ha logrado, llegando a determinar y sustentar que el enfoque de 
plena jurisdicción es aplicable en el proceso contencioso tributario y que incide de 
manera trascendental en diversos tópicos del mismo y en la solución efectiva de las 
controversias tributarias de fondo. 
 
En relación a los aspectos metodológicos, cabe señalar, en principio, que se realiza 
una investigación jurídica aplicada, que lejos de enfrascarse en un análisis abstracto 
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o puramente dogmático, aborda el objeto de la investigación desde un enfoque 
teórico-práctico y, en base a los aportes de la plena jurisdicción, propone soluciones 
concretas a los problemas reales que enfrenta el proceso tributario. El estudio se 
realiza desde una perspectiva crítico prescriptiva, pues parte del planteamiento de un 
problema jurídico de la realidad, al cual se da respuesta a partir de un análisis crítico 
de los hechos, del ordenamiento y las instituciones. Finalmente, se propone 
modificaciones e incorporaciones normativas que coadyuvan al adecuado 
planteamiento, tratamiento procesal y solución de las controversias fiscales. 
 
El proceso de investigación y la redacción de la tesis, implican: Recopilación de 
información, procesamiento, análisis, construcción de argumentos y formulación de 
conclusiones. Se realizan exploraciones, constataciones, descripciones, 
comparaciones, razonamientos y explicaciones.  
 
Asimismo, se examinan numerosas demandas, sentencias, expedientes y documentos 
en general. Se recibe aportes de la doctrina. Se evalúa el marco normativo relativo al 
proceso tributario y a la plena jurisdicción en particular. En base a todo ello, se 
determina el modo como incide el enfoque de plena jurisdicción en el proceso 
tributario y, finalmente, se propone modificaciones e incorporaciones normativas. 
 
Con el propósito de lograr los objetivos de la investigación, la tesis se estructura en 
cuatro capítulos. 
 
El Capítulo 1, titulado Conceptos previos y fundamentos de la plena jurisdicción, 
consta de dos partes. En la primera, se identifican las categorías vinculadas a la plena 
jurisdicción y se construyen los conceptos que sirven de marco teórico y se utilizan 
en el curso de la investigación. En la segunda parte, se plantea lo que a nuestro 
entender constituyen los fundamentos de la plena jurisdicción: Los fines del proceso, 




En el Capítulo 2, denominado Problemática del proceso contencioso tributario, se 
analiza los problemas que en la actualidad experimenta el proceso contencioso 
tributario. Específicamente, se abordan problemas referidos al enfoque revisor, al 
planteamiento de las pretensiones, al contenido de las sentencias, a la exigencia de 
agotamiento de la vía administrativa y a la actividad probatoria. 
 
El Capítulo 3 se titula, La plena jurisdicción en el proceso contencioso tributario. 
Propuestas de solución a la problemática. En base al análisis de los problemas del 
proceso y los aportes del enfoque de plena jurisdicción, se plantean soluciones 
concretas respecto a la perspectiva revisora, al planteamiento de las pretensiones, al 
contenido de las sentencias, a la exigencia de agotamiento de la vía administrativa y 
a la actividad probatoria. 
 
En el Capítulo 4, intitulado Propuestas de reforma normativa. Un régimen sistémico 
y claro de plena jurisdicción, se identifican y analizan las deficiencias de las 
disposiciones que regulan la plena jurisdicción en el proceso contencioso tributario y 
se formulan propuestas concretas de reforma normativa. En base a lo estudiado y 
desarrollado en el curso de la tesis, se plantean modificaciones e incorporaciones 
específicas en el artículo 148° de la Constitución Política, el Código Tributario y la 
Ley que Regula el Proceso Contencioso Administrativo; todo ello con el propósito de 
establecer un régimen sistémico y claro de plena jurisdicción. 
 
En la parte final del documento se formulan las conclusiones a las que la 
investigación nos ha conducido. 
 
El estudio realizado, los resultados alcanzados y las propuestas sugeridas, no aspiran, 
de ningún modo, ser considerados planteamientos acabados. Nuestro, propósito es 
promover la investigación, la reflexión, el debate y la formulación de medidas 
concretas para superar los serios problemas que afectan al proceso tributario e 
impiden la solución expeditiva y efectiva de las controversias fiscales; solución tan 
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íntimamente vinculada al financiamiento de los fines del Estado, la institucionalidad, 
la estabilidad, el desarrollo económico y el bienestar de la colectividad. 
 
Evidentemente, recopilar, indagar, procesar, analizar y, en general,  llevar adelante 
una investigación, presenta dificultades. Sin embargo, gracias a las conversaciones 
sostenidas, los comentarios y aportes recibidos de personas vinculadas al objeto de la 
investigación, se ha podido superar tales dificultades. En particular, expreso mi 
profundo agradecimiento al profesor Luis Durán Rojo por sus valiosas orientaciones 
y haber leído minuciosa y críticamente los avances de la tesis. Igualmente, expreso 
mi gratitud a las personas que han tenido el interés y la gentileza de leer los 
borradores de los capítulos y conclusiones. 
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I. CATEGORÍAS Y CONCEPTOS VINCULADOS A LA PLENA 
JURISDICCIÓN   
 
1. La jurisdicción 
 
Reconociendo que la interacción humana puede generar conflictos, la jurisdicción se 
entiende como la función que el Estado cumple con el propósito de resolver los 
conflictos que se presentan entre los integrantes de la colectividad (personas, 
instituciones, empresas, asociaciones y sujetos de derecho en general).  
 
Para resolver tales controversias, la autoridad jurisdiccional aplica el ordenamiento 
jurídico a los hechos concretos puestos a su consideración. La finalidad ulterior que 
la función jurisdiccional persigue a través de la composición de conflictos es lograr 
la convivencia pacífica, la seguridad y el bien común.  
 
En relación a la función jurisdiccional, el Tribunal Constitucional en los 
fundamentos 11, 12 y 13 de la sentencia recaída en el expediente N° 0023-2003-
AI/TC, señala:   
 
“11.  […] la función jurisdiccional debe entenderse como aquel fin primario del 
Estado consistente en dirimir los conflictos interindividuales. En efecto, ante el 
impedimento de hacerse justicia por propia mano (salvo en los casos de 
legítima defensa o de derecho de retención), es el Estado el encargado de 
resolver las controversias legales que surgen entre los hombres. En dicho 
contexto, el justiciable tiene la facultad de recurrir ante el órgano 
jurisdiccional del Estado para ejecutar una acción, a lo que corresponde como 
correlato la jurisdicción, que es, además, un poder-deber.  
 
12.  Es evidente que la jurisdicción corresponde a la soberanía del Estado, y que se 
ejerce a través del órgano jurisdiccional, el cual será el competente para 
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resolver los conflictos que se susciten entre los particulares, mediante la 
aplicación de la ley. 
 
13.  El ejercicio de la jurisdicción implica cuatro requisitos, a saber: 
       a)  Conflicto entre las partes. 
       b)  Interés social en la composición del conflicto. 
c) Intervención del Estado mediante el órgano judicial, como tercero  
imparcial. 
       d)  Aplicación de la ley o integración del derecho”.  
    
Por su lado, el profesor Juan Monroy Gálvez define la jurisdicción como “[…] el 
poder-deber del Estado previsto para solucionar conflictos de intereses 
intersubjetivos y controlar […] la constitucionalidad normativa, en forma exclusiva 
y definitiva, a través de órganos especializados que aplican el derecho que 
corresponde al caso concreto, utilizando su imperio para que sus decisiones se 
cumplan de manera ineludible, y promoviendo a través de ellas una sociedad con 
paz social en justicia” (2009: 401). 
 
Teniendo en cuenta su naturaleza y sus finalidades, la función jurisdiccional se 
ejercita tanto en el interés general de la sociedad como en el interés particular de los 
individuos o sujetos de derecho (Couture 2001: 128). En interés general, la actividad 
jurisdiccional se realiza con el objetivo de garantizar la observancia plena del 
ordenamiento y la convivencia pacífica, mientras que en el interés particular, la 
función jurisdiccional se cumple con el propósito de atender y, eventualmente, 
satisfacer los requerimientos concretos y específicos que los sujetos formulan en 
relación al conflicto en el que se encuentran involucrados. 
 
Hay consenso en la doctrina respecto a considerar a la jurisdicción como un poder, 
como una potestad reconocida a los órganos jurisdiccionales para conocer y resolver 
definitivamente los conflictos intersubjetivos de intereses. Sin embargo, es necesario 
advertir que la jurisdicción también es un deber que entraña la obligación concreta 
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del Estado de prestar el servicio de justicia. En relación a ello, Eduardo Couture 
puntualiza que “El derecho de Jurisdicción del Estado, frente al Ciudadano, se 
presenta no solo como un derecho, sino también […] como una obligación jurídica, 
es decir, como la obligación que compete al Estado de ejercer la jurisdicción […]” 
(2001: 133).  
 
Ello, significa que ante la presencia de un conflicto, la consecuente presentación de 
una demanda y la postulación de una específica pretensión, los órganos 
jurisdiccionales tienen la obligación de tramitar debidamente el proceso, 
pronunciarse sobre la referida demanda, sobre la pretensión deducida y, 
consecuentemente, resolver el conflicto planteado. Por su lado, los usuarios de la 
justicia tienen el derecho de exigir una adecuada y plena prestación del servicio, que 
se examine apropiadamente sus pretensiones y que haya pronunciamiento debido 
sobre ellas. 
 
Como puede advertirse fácilmente, en condiciones normales, las personas, las 
entidades, las empresas y los sujetos de derecho en general, gozan y ejercitan sus 
derechos. Sin embargo, estos derechos pueden resultar o considerarse afectados por 
la actuación de otros sujetos. Como consecuencia de tales actuaciones surgen los 
conflictos, para cuya solución los individuos y entidades recurren a los órganos 
jurisdiccionales. 
 
Teniendo en cuenta ello, los sujetos que entienden afectados sus derechos o intereses 
recurren al Poder Judicial para lograr la declaración o el restablecimiento efectivo del 
derecho o interés eventualmente conculcado. Es decir, invocan tutela para lograr la 
satisfacción de lo efectivamente solicitado y de este modo cese la causa real del 
conflicto. Los sujetos no recurren al Poder Judicial para que el órgano jurisdiccional 





En ese sentido, teniendo en cuenta que la jurisdicción es también un deber, los 
órganos jurisdiccionales tienen la obligación de examinar integralmente la demanda, 
fijar los puntos controvertidos, analizar y enjuiciar las pretensiones  formuladas, 
resolver el conflicto real entre los contendientes y restablecer efectivamente el 
derecho conculcado o restringido. 
 
 
2. Controversia sustantiva 
 
Para entender cabalmente lo que es una controversia sustantiva, es necesario, 
previamente, referirnos al concepto de controversia. Ésta categoría está  asociada a la 
idea de conflicto, litis, disputa, que es lo que, precisamente, se presenta cuando dos o 
más sujetos tienen intereses contrapuestos y como consecuencia de ello contienden 
en el curso de un procedimiento administrativo o un proceso judicial. 
 
En palabras del profesor Francesco Carnelutti, el conflicto de intereses “[…] consiste 
en su incompatibilidad, en el sentido de que la satisfacción de la necesidad que 
corresponde a uno de los intereses, excluye o por lo menos limita la satisfacción del 
otro” (1956: 25). 
 
Específicamente en relación a la litis, el célebre procesalista italiano señala: “La litis 
[…] puede definirse como un conflicto (intersubjetivo) de intereses calificado por 
una pretensión resistida (discutida)” (1956: 28). 
 
Como puede observarse, la controversia es un conflicto de intereses, una disputa 
jurídica, que se presenta entre dos o más sujetos que entienden que sus derechos 
materiales o intereses han sido vulnerados o limitados por la actuación de su 
contendiente. 
 
Ello es, precisamente, lo que se presenta en materia tributaria cuando un deudor 
tributario entiende que la Administración Tributaria se ha excedido en sus facultades 
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y con su actuación lesiona o restringe alguno de sus derechos; o cuando la 
Administración Tributaria considera que un contribuyente  no ha cumplido con sus 
obligaciones o su deber de contribuir. 
 
Pero, específicamente, ¿Cuál es la controversia sustantiva que se presenta entre el 
deudor tributario y la Administración Tributaria? La controversia sustantiva que se 
presenta ente estos dos sujetos es el conflicto real, la disputa de fondo, relativa al 
tributo. La controversia sustantiva, en estricto, no es la discusión que se presenta 
respecto a la resolución del Tribunal Fiscal, sino, el conflicto verdadero, la disputa 
material, la contraposición de intereses, que se suscita ente el contribuyente y la 
Administración Tributaria, como consecuencia de su actuación. En su actuación, la 
Administración puede vulnerar derechos del contribuyente y éste las facultades de  
aquella o los intereses del fisco. Precisamente, estas vulneraciones o restricciones 
generan la controversia sustantiva entre las partes de la relación tributaria. 
 
Teniendo en cuenta tales ideas y, considerando que los procesos tributarios entrañan 
una controversia sustantiva referida al tributo, lo que en el curso de tales procesos 
debe resolverse es precisamente esa controversia de fondo  entre el deudor tributario 
y la Administración Tributaria. 
 
 
3. Derecho subjetivo 
 
El derecho subjetivo es un poder, un dominio,  reconocido a una determinada 
persona por el ordenamiento, respecto a un “bien”. Se denomina “subjetivo” porque 
tal poder o facultad le es atribuido a un sujeto determinado y, como tal, goza de plena 
protección, de tal manera que aquel puede exigir actuaciones u omisiones de terceros 




El profesor Eduardo García Máynez, afirma que “El derecho subjetivo es una 
posibilidad de acción de acuerdo con un precepto o, en otras palabras una 
autorización concedida a una persona” (2004: 194).       
 
Tratando de identificar sus elementos constituidos, el jurista Ugo Rocco, define al 
derecho subjetivo como “[…] la facultad o el poder, reconocido y concedido por 
una norma jurídica a un sujeto individualmente determinado, de querer y de obrar 
para satisfacer un interés suyo, tutelado por la norma, y de imponer su voluntad y su 
acción a la voluntad y a la acción de otros sujetos distintos” (2001: 17). 
 
Como puede advertirse, el derecho subjetivo es una facultad, una prerrogativa, que el 
ordenamiento jurídico le reconoce a un sujeto determinado respecto a una “entidad” 
valiosa o útil para satisfacer una necesidad. Tal facultad implica la existencia de 
deberes correlativos y, por lo tanto, la potestad de ejercitar acciones y de exigir 
conductas a terceros respecto al interés protegido. 
 
De lo señalado anteriormente se puede deducir que los derechos subjetivos de los 
sujetos pueden ser afectados por actuaciones de terceros. Como consecuencia de 
tales vulneraciones o limitaciones se produce un conflicto de intereses, el mismo que 
debe ser resuelto por la autoridad jurisdiccional competente. 
 
En el ámbito tributario, los deudores tributarios o administrados son titulares de 
derechos subjetivos. Entre tales derechos podemos mencionar a los siguientes: El 
derecho a que se le exijan tributos aprobados mediante normas con rango de ley, el 
derecho a la determinación correcta de la obligación tributaria, el derecho al respeto 
del ordenamiento en los procedimientos de fiscalización, el derecho a que la 
cobranza del tributo se realice cumpliendo los procedimientos y disposiciones 
establecidos por el ordenamiento, el derecho a solicitar un aplazamiento y/o un 
fraccionamiento de sus deudas tributarias, el derecho a exigir la devolución de lo 
pagado indebidamente o en exceso, el derecho a que se le reconozcan como reales las 
operaciones debidamente sustentadas, el derecho a que se reconozca la prescripción 
23 
 
en los casos que corresponda, el derecho a sustituir o rectificar sus declaraciones 
juradas conforme a las disposiciones sobre la materia, el derecho a la 
confidencialidad de la información proporcionada a la Administración Tributaria, 
etc. 
 
Por su parte, la Administración Tributaria está investida de facultades. Entre las 
facultades atribuidas a la Administración Tributaria por el ordenamiento, tenemos: 
La facultad de recaudación, la facultad de determinación de la obligación tributaria, 
la facultad de fiscalización, la facultad de acumular o suspender la emisión de 
resoluciones u órdenes de pago, la facultad reglamentaria, la facultad sancionadora. 
Todas estas facultades que se presentan como enunciados generales se materializan 
en una serie de actuaciones concretas (actos administrativos, procedimientos, 
requerimientos, diligencias, intervenciones, decisiones, medidas, etc.) encaminadas 
al cumplimiento de las obligaciones tributarias a favor del acreedor tributario.                 
 
Como se ha señalado líneas arriba, la vulneración de alguno de los derechos de los 
deudores tributarios o la obstaculización de las facultades de la Administración 
Tributaria, puede dar lugar a controversias entre éstos. Controversias en las cuales el 
órgano jurisdiccional competente tiene el deber de identificar los derechos lesionados 
y las facultades restringidas y, finalmente, resolver la disputa de fondo.  
 
 
4. Jurisdicción revisora o anulatoria 
 
Se refiere a una tradicional caracterización del proceso administrativo (Morell 1998: 
454 - 455). La jurisdicción revisora se originó en Francia y tuvo como antecedente al 
denominado “recurso por exceso de poder” (García de Enterría 2000: 46).  
 
Según la concepción revisora lo que hace la autoridad jurisdiccional es examinar una 
decisión administrativa previa para establecer su legalidad. La revisión del acto 
administrativo previo se realiza para determinar su conformidad con el ordenamiento 
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y declarar, si corresponde, su nulidad. Nótese que el juez examina la regularidad del 
acto con fines anulatorios sin la menor intención de emitir un pronunciamiento sobre 
los derechos o intereses del demandante que, eventualmente, pudieran haber sido 
vulnerados. 
 
En efecto, tal como lo pone en evidencia Eduardo García de Enterría, la concepción 
revisora entiende que “[…] a diferencia de lo que ocurre en la justicia ordinaria, en 
la justicia administrativa […] se ejerce una jurisdicción supuestamente objetiva, en 
la cual no habrá partes en el sentido procesal del término y de cuya decisión o 
sentencia no sale ningún reconocimiento de derechos ni ninguna protección o tutela 
a favor de éstos, sino sólo la eventual anulación de un acto administrativo como 
técnica de puro restablecimiento de la legalidad” (2005: 592). 
 
En base a las ideas expuestas, en la doctrina se ha distinguido entre proceso 
contencioso administrativo subjetivo y proceso contencioso administrativo objetivo. 
 
El proceso contencioso administrativo subjetivo se caracteriza fundamentalmente 
porque el juez establece si la administración con su actuación ha vulnerado los 
derechos subjetivos del demandante. 
 
Por su parte, el proceso contencioso administrativo objetivo se caracteriza porque en 
él, el juez tiene como objeto de su análisis un acto administrativo previo. Se dice que 
el contencioso es objetivo porque no se pronuncia sobre algún derecho del 
demandante eventualmente lesionado, sino, sobre algo objetivo que es el acto 
administrativo previo que estaría afectado de nulidad por no haber cumplido los 
requisitos establecidos por el ordenamiento.   
 
En ese sentido, “[…] lo tutelado por la justicia administrativa [...]  no son los 
derechos de los particulares sino la legalidad misma - o el respeto al ordenamiento 
jurídico en su conjunto, en términos más institucionales -, no siendo exigible la 
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presencia necesaria de aquellos para el ejercicio de la actividad judicial” (Ferrada 
2012: 108). 
 
Como puede observarse, para la concepción revisora, el objeto del proceso 
contencioso administrativo no son las pretensiones de las partes, sino, el acto 
administrativo previo cuya conformidad con el ordenamiento corresponde determinar 
en la sentencia. 
 
En relación a ello, el profesor Juan Ramón Fernández Torres, en base al estudio de la 
jurisprudencia de los tribunales españoles, señala que se ha sustantivado el acto 
administrativo recurrido y en torno a él gira todo el debate procesal. En ese sentido, 
sostiene que “El acto administrativo no desempeña ya la función de un simple 
presupuesto del proceso, tal y como lo define la LJCA. El deber que pesa sobre los 
administrados de dirigirse de forma previa a la Administración para ejercitar ante 
ella sus pretensiones como reverso del principio del acto previo convierte a éste, a 
partir de esta construcción jurisprudencial, en algo más que una condición de 
admisibilidad de la demanda, aunque pueda catalogarse como una condición de 
acceso especialmente cualificada. 
De ella depende que se trabe la relación jurídico–procesal, pero no sólo eso, que ya 
de por sí es mucho. Va más allá. En torno al mismo gira todo debate procesal. En él 
se discute, en su integridad, acerca de la adecuación o inadecuación a derecho de la 
resolución administrativa originaria que lesiona la esfera jurídica del ciudadano, 
circunscribiéndose el fallo a un pronunciamiento en el que se declara su validez, 
bien su anulación. El acto o disposición de la Administración es ascendido a la 
categoría de objeto del proceso, de tal forma que éste se orienta, no tanto hacia la 
satisfacción de los derechos e intereses de los ciudadanos injustamente hollados por 
la actuación de aquella, cuanto hacia la tutela prevalente de la legalidad 
objetivamente considerada. El proceso administrativo se vislumbra así como un 
instrumento [a]vocado de modo fundamental hacia la depuración del ordenamiento 
jurídico[…], tendente pues a erradicar aquellas decisiones de la Administración 




Teniendo en cuenta lo expuesto, se puede concluir que el proceso contencioso 
tramitado desde el enfoque revisor u objetivo, no declara ni restablece derechos a 
favor del demandante. Lo que hace es examinar la regularidad formal del acto 
administrativo impugnado y declarar, si corresponde, su nulidad. 
 
A esta altura del análisis, resulta necesario referirnos a cómo opera la jurisdicción 
revisora en materia tributaria. Como se sabe, ante una actuación de la administración 
tributaria que el deudor considera afecta sus intereses, éste puede interponer un 
recurso de reclamación. Resuelto negativamente este recurso, el deudor tributario 
puede apelar la decisión ante el Tribunal Fiscal, el mismo que resuelve la apelación 
con una resolución denominada Resolución del Tribunal Fiscal - RTF, que agota la 
vía administrativa. 
 
En ejercicio de su derecho a la tutela jurisdiccional, el contribuyente que considera 
que la actuación de la Administración Tributaria ha lesionado sus intereses, recurre 
ante el Poder Judicial para que, vía una demanda contencioso administrativa, se 
declare o restablezca el derecho comprometido. 
 
Ante esta situación, lo que aconseja el enfoque revisor u objetivo es que se desarrolle 
un proceso contencioso administrativo que tenga como objeto de análisis la 
resolución final emitida por el Tribunal Fiscal, más no las pretensiones del 
contribuyente formuladas en relación a los intereses o derechos vulnerados. El 
enfoque anulatorio impone realizar en el proceso un análisis formal o de legalidad de 
la resolución emitida por el Tribunal Fiscal, con el propósito de declarar, si 
corresponde, su nulidad. La sentencia del proceso contencioso revisor no analiza si 
los derechos o intereses del contribuyente fueron lesionados, ni declara o restablece 
derecho alguno. Lo que analiza la sentencia del proceso contencioso objetivo o 
revisor, es la legalidad de la resolución respectiva del Tribunal Fiscal y, si concluye 
que no es conforme al ordenamiento, declara su nulidad y ordena que el referido 





5. Plena jurisdicción 
 
El referente histórico de la plena jurisdicción en el proceso contencioso 
administrativo fue el denominado “recurso de plena jurisdicción” francés (Ferrada 
2012: 106). 
 
Lo que, en principio, cabe señalar es que la plena jurisdicción se entiende como la 
potestad y el deber que el ordenamiento reconoce al juez para que sin restricciones 
conozca y resuelva un conflicto de intereses puesto a su consideración. 
 
En base a la plena jurisdicción el juez ejercita todos los poderes y cumple todos los 
deberes que le establece el ordenamiento para resolver el conflicto sustantivo o de 
fondo que se presenta entre las partes de un proceso. 
 
El adjetivo “pleno” hace referencia a que el ejercicio del poder-deber jurisdiccional 
debe ser íntegro, completo, de manera que el juez examine profundamente el caso y 
se pronuncie debidamente sobre la controversia real o sustantiva, es decir, sobre las 
pretensiones y/o derechos subjetivos comprometidos. 
 
La esencia de la plena jurisdicción radica en el ejercicio irrestricto de la jurisdicción 
y en la solución del conflicto real o verdadero entre el afectado y el afectante. 
 
La plena jurisdicción conduce a identificar los derechos o los intereses en conflicto y, 
examinando los hechos, valorando el material probatorio y aplicando el marco 
normativo correspondiente, procede a resolver la disputa, declarando o 




El enfoque de plena jurisdicción da lugar a que el juez se pronuncie sobre los 
derechos materiales involucrados o los intereses en conflicto y con ello respecto a lo 
que sustantivamente pretenden las partes. 
 
Al respecto, el profesor Ramón Parada, al analizar comparativamente los “Recursos” 
de anulación y plena jurisdicción en el ordenamiento español, señala que el recurso 
de anulación no tiene más efecto que la anulación del acto impugnado, mientras que 
el de plena jurisdicción exige una legitimación por lesión de derechos subjetivos, y 
permite al tribunal no solo anular un acto administrativo, sino, reconocer a favor del 
accionante una pretensión sustantiva (2010: 634). 
 
Por su lado, García de Enterría, tratando de explicar que la ley española contencioso 
administrativa de 1956 contenía rasgos básicos de la plena jurisdicción, señala que, si 
bien en el contencioso administrativo tenía que demostrarse la ilegalidad de un acto 
administrativo, en relación a esa ilegalidad podía pedirse bastante más que la simple 
anulación del acto: Podía pedirse toda pretensión que, en conexión con esa 
anulación, derivase de una titularidad subjetiva. En ese sentido, podía solicitarse el 
reconocimiento de una situación jurídica individualizada y cuantas medidas sean 
adecuadas para el pleno restablecimiento de la misma y para el cumplimiento de lo 
mandado (2005: 597). 
 
Juan Ramón Fernández Torres, reivindicando los aportes de la doctrina 
constitucional española en relación a cómo debe entenderse la jurisdicción 
contencioso administrativa, señala: “A tenor de la doctrina constitucional más 
conforme con los postulados de la Norma Fundamental, ‘la jurisdicción contencioso 
administrativa no es pues una jurisdicción reducida o menor, que, por ejemplo, 
tenga que limitarse a “revisar” actos previos y a anular o no anular éstos, sin que 
quepan ante ella otras pretensiones u otros fallos; es una jurisdicción plenaria, que 
puede y debe dictar decisiones de condena y no sólo de anulación’[…], de suerte que 
cuando sus órganos judiciales proceden a condenar a la Administración a hacer 
algo o bien a sustituir el criterio de ésta formulado de manera indebida por el suyo 
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propio, simple y llanamente ‘están ejercitando sus propios poderes constitucionales 
de control en Derecho del actuar administrativo’[…]” (Fernández Torres 1998: 
314).       
 
El Profesor Juan Carlos Ferrada, en base a los estudios de González-Varas sobre la 
jurisdicción Contencioso Administrativa en Alemania, escribe: “La vertiente 
subjetiva del contencioso administrativo consiste en que el acceso a la jurisdicción, 
el objeto del proceso y el contenido de la sentencia del tribunal llamado a 
pronunciarse sobre la controversia se centran en averiguar si ha existido una lesión 
jurídica en los derechos de los sujetos, entendiendo por lesión jurídica el perjuicio 
en los derechos del individuo por una medida administrativa ilegal” (2012: 106). 
 
En el ámbito nacional, el doctor Ramón Huapaya Tapia, sostiene que el contencioso 
administrativo, exclusivamente, no es un contencioso de revisión de la legalidad, no 
es un contencioso de nulidad solamente, sino, que se va a transformar en un 
contencioso dirigido al reconocimiento de derechos. Afirma, que  el contencioso no 
solo tiene una finalidad de limpieza o de nulidad, sino,  que en el ámbito de la 
pretensión de plena jurisdicción se exige que el juez analice si es que la persona tiene 
o no un derecho a ser reconocido por la vía judicial. El debate del contencioso 
administrativo de plena jurisdicción va ha ser, si es que al particular se le debe o no 
reconocer o restablecer un derecho que ha sido afectado por la administración 
pública; ese es el objeto. (Huapaya 2017 s/p – conferencia –).   
 
Como queda demostrado de lo expuesto en los párrafos anteriores, el enfoque de 
plena jurisdicción conduce a resolver la controversia real o sustantiva entre los 
administrados y la administración, pronunciándose sobre los derechos o intereses 
subjetivos. 
 
Precisamente, porque el propósito es pronunciarse sobre los derechos de los 
contendientes, la doctrina ha denominado a este tipo de procesos, procesos 
contencioso administrativos subjetivos que se diferencian claramente de los procesos 
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contencioso administrativo objetivos en los cuales se realiza solo un juicio sobre la 
legalidad de un acto administrativo previo. 
 
No obstante, ésta distinción clásica, en una controversia administrativa se denuncian 
vicios de legalidad de la actuación administrativa, así como vulneraciones de los 
derechos o intereses de los administrados. En ese sentido, un proceso contencioso 
administrativo en el que se pretenda resolver el conflicto sustancial entre las partes, 
debe comprender tanto el análisis de la pretensión de nulidad como de la pretensión 
sustancial referida a la vulneración de un derecho material  o interés. 
 
Teniendo en cuenta ello, se puede afirmar que la plena jurisdicción es el poder-deber 
reconocido por el ordenamiento a los órganos jurisdiccionales para emitir 
pronunciamiento respecto a los derechos o intereses de las partes de un proceso, 
como respecto a la legalidad y nulidad de la actuación previa de la administración. 
 
En ese sentido, una sentencia de plena jurisdicción debe contener pronunciamiento 
respecto a los derechos materiales o intereses comprometidos,  como respecto a la 
nulidad de la actuación administrativa previa. 
  
Habiéndonos ocupado de las ideas fundantes de la plena jurisdicción, corresponde 
describir como se aplica la plena jurisdicción en relación a las controversias 
tributarias.  
 
Como se ha reseñado anteriormente, entre el deudor tributario y la Administración 
Tributaria se producen conflictos específicos que pueden vulnerar los derechos de 
aquel y afectar los intereses y facultades de ésta. Por ejemplo, la administración 
tributaria podría incurrir en arbitrariedad en un procedimiento de fiscalización y 
determinar sobre base presunta una obligación tributaria que no corresponde, 
atentando con ello contra el debido procedimiento y el patrimonio del contribuyente. 
Ante tal actuación, que considera contraria al ordenamiento, el contribuyente puede 
interponer un recurso de reclamación y ulterior apelación ante el Tribunal Fiscal. 
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Este Colegiado, en ejercicio de sus facultades, se pronuncia sobre el conflicto a 
través de una Resolución de Tribunal Fiscal – RTF –  que agota la vía administrativa. 
 
Considerando que la referida RTF no protege sus derechos, el deudor tributario 
puede interponer una demanda contencioso administrativa ante el Poder Judicial para 
que se declare o restablezca su derecho. 
 
Ante ello, lo que propone el enfoque de plena jurisdicción es que la demanda se 
tramite y se resuelva considerando la controversia real o sustantiva entre las partes, 
es decir, se desarrolle el proceso teniendo en cuenta las pretensiones de las partes, los 
derechos materiales y los intereses  comprometidos en la controversia. 
 
Como puede observarse, en el enfoque de plena jurisdicción el proceso tributario no 
se concreta a examinar la regularidad formal y a declarar la nulidad de la resolución 
emitida por el Tribunal Fiscal, sino, se propone evaluar si la actuación de la 
Administración Tributaria vulneró los derechos del contribuyente, o por el contrario, 
actuó conforme a sus facultades. 
 
En el ejemplo de la fiscalización al que nos hemos referido, el juez que ha enfocado 
el proceso desde la perspectiva de la plena jurisdicción, tendrá que tramitar el mismo 
teniendo en cuenta las pretensiones específicas y pronunciarse expresamente 
respecto a si el derecho al debido procedimiento de fiscalización y el derecho a la no 
afectación indebida del patrimonio han sido vulnerados o no por la actuación de la 
Administración Tributaria. Ello, en esta perspectiva, lógicamente supone un examen 
de conformidad con el ordenamiento de la actuación previa de la Administración 
Tributaria, así como del pronunciamiento del Tribunal Fiscal. 
 
Como puede observarse, la sentencia del proceso contencioso de plena jurisdicción 
analiza y emite pronunciamiento sobre las pretensiones formuladas y, sobre todo, 
respecto a los derechos o intereses  comprometidos. Ello supone examinar la 
conformidad con el ordenamiento de la actuación administrativa denunciada, así 
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como también del pronunciamiento del Tribunal Fiscal, que de corresponder, puede 
declararse su nulidad. 
 
En síntesis, cuando demanda el deudor tributario, la sentencia de plena jurisdicción 
declara si corresponde el reconocimiento y/o restablecimiento de sus derechos o 
intereses, así como la nulidad de los pronunciamientos del Tribunal Fiscal y la 
nulidad de las actuaciones de la Administración Tributaria. Si la sentencia es 
favorable, adicionalmente, dispone la adopción de todas las medidas necesarias para 
la plena satisfacción o la tutela efectiva de los derechos reconocidos al deudor 
tributario. De otro lado, cuando demanda la Administración Tributaria, la plena 
jurisdicción implica el examen de la controversia sustantiva que esta tiene con el 
obligado tributario y, como consecuencia de ello, la determinación de la nulidad o 





La pretensión es el pedido concreto que formula un sujeto a la autoridad 
jurisdiccional con el propósito que se tutele un interés que considera afectado. 
 
La pretensión es una institución fundamental del proceso que consiste en la petición 
concreta que realiza un sujeto ante un órgano jurisdiccional para que éste ampare su 
postura, sus exigencias, en relación a una controversia o un asunto de su interés 
(Salas 2012: 218). 
 
El Profesor Jaime Guasp Delgado conceptúa a la pretensión como “[…] una 
declaración de voluntad por la que se solicita una actuación de un órgano 
jurisdiccional frente a una persona determinada y distinta del autor de la 
declaración”. Añade, que la pretensión contiene el derecho reclamado y a través de 




Desde la perspectiva del procesalista Hernando Devis Echandía, la pretensión es 
“[…] el fin concreto que el demandante persigue, es decir, las declaraciones que 
pretende se hagan en la sentencia”. Puntualiza que se trata de una “[…] declaración 
de voluntad del demandante para que se sujete o vincule al demandado en 
determinado sentido y para ciertos efectos jurídicos concretos mediante una 
sentencia” (1966: 216). 
 
Como puede observarse, en la generalidad de casos la pretensión supone la existencia 
de un conflicto y, en el marco de tal contraposición de intereses, el demandante 
adopta una postura, pide, reclama, exige, algo de su interés ante la autoridad 
jurisdiccional. A esa declaración petitoria formulada a la autoridad jurisdiccional en 
el contexto de un conflicto de intereses, se denomina pretensión. La pretensión es 
una petición fundamentada. El petitum es el pedido específico, y la causa petendi lo 
que fundamenta dicho pedido. Ambos elementos están contenidos en la demanda.        
 
Específicamente, los procesos tributarios que por su naturaleza son contenciosos, 
tienen su origen en las discrepancias que se suscitan entre los deudores tributarios y 
la Administración Tributaria. Y, como no puede ser de otro modo, también en este 
tipo de procesos las pretensiones serán formuladas como peticiones concretas 
referidas al conflicto de intereses que se presenta. 
 
Las pretensiones tributarias expresan lo que le interesa se declare al proponente y 
ponen en evidencia la forma en que éste quiere que se resuelva el conflicto que tiene 
en relación al tributo. Teniendo en cuenta ello, se puede afirmar que el deudor 
tributario como la Administración Tributaria pueden formular cualquier tipo de 








7. Medios de prueba 
 
En esencia, probar significa acreditar o demostrar que ha ocurrido un hecho. En 
palabras del profesor Michelle Taruffo “La prueba es el instrumento que utilizan las 
partes desde hace siglos para demostrar la veracidad de sus afirmaciones, y de la 
cual se sirve el juez para decidir respecto a la verdad o falsedad de los enunciados 
fácticos” (citado en Figueroa 2016: 10).     
 
Para probar se despliega todo un conjunto de actos que se conoce como actividad 
probatoria, en el que intervienen las partes, terceros y el juez. Los elementos 
fundamentales para realizar la actividad probatoria y demostrar los hechos son los 
medios de prueba. Desde esa perspectiva, Claudio Meneses Pacheco entiende que 
“[…] los medios de prueba son los elementos que sirven para cumplir los fines 
procesales de la prueba judicial en el marco de un debido proceso legal; son las 
personas y cosas que poseen información útil sobre hechos, y que la ley considera 
idóneas para el desarrollo de la actividad de prueba y la producción del resultado 
probatorio en un juicio; son los datos empíricos que sirven para probar la hipótesis 
fáctica planteada por las partes en una causa […]” (2008: 15 y 16). 
 
En ese sentido, los medios de prueba son elementos incorporados en un proceso que 
sirven para realizar la actividad probatoria y con la información que contienen 
demostrar el acaecimiento de determinados hechos. Como medios de prueba pueden 
identificarse a los documentos, instrumentos, declaraciones, pericias, 
confrontaciones, actas, imágenes, audios, etc. 
 
Los medios de prueba se ofrecen y actúan con el propósito de “[…] crear el 
convencimiento del juez con respecto a la existencia o no existencia de hechos de 
importancia en el proceso” (Chiovenda 2008: 501). 
 
En efecto, todo lo que se incorpore en el proceso como medio de prueba tiene como 
objetivo formar convicción en el juez respecto a determinados hechos, quien luego 
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de realizar un análisis y valoración conjunta de su contenido a la luz del 
ordenamiento jurídico, podrá decidir sobre la controversia. 
 
En esa línea de análisis, para el profesor Jaime Guasp, medio de prueba “[…] es todo 
aquel elemento que sirve, de una u otra manera, para convencer al juez de la 
existencia o inexistencia de un dato procesal determinado” (1998: 317). 
 
Como puede observarse, el medio de prueba tiene como propósito formar convicción 
en el juez respecto a un hecho, una conducta, una afirmación, una versión, una 
alegación, una manifestación, un suceso, un acto, etc., para que en base a ella pueda 
decidir correctamente una disputa de intereses. 
 
Siendo los medios de prueba instrumentos que contienen información importante 
para que el juez decida debidamente una controversia, la autoridad jurisdiccional 
debe tener pleno acceso a ellos, sin admitirse limitaciones que desnaturalicen su 
propósito. En ese sentido, se examina, juzga y resuelve adecuadamente un conflicto 




8. Agotamiento de la vía administrativa  
 
El agotamiento de la vía administrativa significa haber transitado y concluido  todo el 
procedimiento administrativo previsto para resolver los conflictos que se presenten 
entre los administrados y la administración. Técnicamente el agotamiento de la vía 
administrativa consiste en que el afectado por la actuación de la administración, 
inicie, participe en el procedimiento establecido, ejercite todos los medios 





Al respecto, el profesor Roberto Dromi señala, “[…] como recaudo formal previo a 
la interposición de la acción, se exige el agotamiento de la vía administrativa que se 
produce cuando en la pretensión del administrado recae una decisión administrativa 
definitiva que causa estado. Tal agotamiento de la vía administrativa se puede 
obtener, según la legislación de que se trate, por medio de la reclamación 
administrativa previa, del recurso de reconsideración o de revocatoria, o de la 
verificación previa del control de legitimidad” (2005: 565). 
 
En nuestro ordenamiento, el agotamiento de la vía administrativa se exige como un 
requisito de procedencia de la demanda contencioso administrativo; ello ocurre 
respecto a los procesos contenciosos administrativos “generales” como en los 
procesos contenciosos tributarios. 
 
Los procedimientos administrativos presuponen una actuación o también una 
inactividad  de la Administración, y se han establecido para resolver la disputa de 
intereses entre el administrado y aquella. Mayoritariamente la doctrina sostiene que 
los procedimientos administrativos y los recursos que lo conforman, constituyen una 
garantía para el administrado que puede verse afectado por la actuación u omisión de 
la Administración. 
 
Específicamente en materia tributaria, para resolver los conflictos que se presentan 
entre el deudor y la Administración Tributaria, se ha establecido el denominado 
Procedimiento Contencioso Tributario que como se sabe tiene dos etapas: La de 
reclamación y la de apelación. 
 
Cuando el deudor tributario considera, por ejemplo, que la Administración Tributaria 
ha formulado reparos de manera indebida y, como consecuencia de ello, ha emitido 
resoluciones de determinación exigiendo tributos impagos, tiene habilitado el recurso 




Si la Administración Tributaria no ampara su reclamo, el deudor tributario  puede 
interponer recurso de apelación ante el Tribunal Fiscal. El pronunciamiento del 
Tribunal concluye el procedimiento contencioso tributario y constituye resolución 
final que agota la vía administrativa. 
 
Al respecto, cabe anotar que el procedimiento contencioso tributario se ha 
instaurado, además, con el propósito que en sede administrativa el contribuyente 
pueda defender y hacer valer los derechos o intereses que considera afectados por el 
comportamiento de la Administración Tributaria.  Específicamente, se señala que los 
tribunales fiscales aseguran a los contribuyentes que la determinación del gravamen 
se ajuste a la ley tributaria, otorgando la posibilidad de discutir tributos, sus 
accesorios e imposición de multas, a través de un proceso de conocimiento, ante un 
órgano independiente y especializado (Cogliati y Landoni s/a: 179). 
 
No obstante, es importante advertir que se trata de un íter procedimental instaurado 
en sede administrativa, donde las decisiones no son jurisdiccionales ni definitivas. 
Precisamente por ello, los afectados por los pronunciamientos administrativos del 
Tribunal Fiscal tienen garantizado el acceso a la jurisdicción a través de la 
interposición de una demanda contencioso administrativa ante el Poder Judicial. 
 
Finalmente, cabe anotar que, no en todos los casos los contribuyentes alcanzan 
protección de sus intereses en la Administración Tributaria o en el Tribunal Fiscal a 
través de la interposición de los recursos de reclamación y/o  apelación, 
respectivamente. Existen algunos supuestos o controversias respecto a los cuales 
tanto la Administración Tributaria como el Tribunal Fiscal mantienen criterios o 
posturas definidas. Teniendo en cuenta ello, desde la perspectiva de la tutela 
jurisdiccional efectiva y la plena jurisdicción podría pensarse en flexibilizar la 
exigencia formal del agotamiento de la vía administrativa en relación a las 







La sentencia es el acto jurisdiccional que resuelve la controversia entre las partes de 
un proceso. Es el acto más importante del proceso pues materializa los propósitos 
para las cuales se inicia y desarrolla éste. Como señaló el profesor Piero 
Calamandrei, la sentencia es: “[…] el corazón del organismo procesal” (1961: 370). 
 
La sentencia es el acto procesal a través del cual se expresa la potestad y el deber 
jurisdiccional, es un acto de autoridad que luego de recoger las posturas de las partes, 
establecer los puntos controvertidos, actuar las pruebas, analizar los hechos, 
identificar el marco normativo, realizar un juicio, decide una disputa de intereses 
entre los contendientes y restablece el orden que debe reinar en las relaciones entre 
los individuos y las entidades en una colectividad. La sentencia es un 
pronunciamiento debidamente fundamentado respecto a los puntos controvertidos 
identificados en un proceso, como consecuencia de la confrontación de las 
pretensiones de las partes. 
 
El reconocido procesalista italiano Ugo Rocco formuló el siguiente concepto: “La 
sentencia es el acto con el que el Estado por medio del órgano de la jurisdicción a 
ello destinado (juez de la decisión), aplicando la norma al caso concreto, declara 
qué tutela jurídica concede el derecho objetivo a determinado interés”. Añade, que 
en la sentencia “desemboca aquella declaración de certeza de derecho (y 
eventualmente aquel acto que se denomina condena) que constituye el fin y el objeto 
del proceso de cognición” (2001: 369). 
 
Desde su perspectiva, el profesor Jaime Guasp Delgado señala que la sentencia es 
“[…] aquel acto del órgano jurisdiccional en que este emite su juicio sobre la 
conformidad o disconformidad de la pretensión de la parte con el derecho objetivo, 
y, en consecuencia, actúa o se niega a actuar dicha pretensión, satisfaciéndola en 




En el ámbito nacional, Giovanni Priori Posada entiende que “La sentencia es el acto 
jurídico procesal a través del cual el juez cumple con el deber  jurisdicción que le 
impone el ejercicio del derecho de acción del demandante de resolver respecto de la 
pretensión que le ha sido planteada en la demanda. La sentencia debe encontrarse 
debidamente fundada en derecho y debe pronunciarse respecto de todos los puntos 
controvertidos” (2009: 269). 
 
La primera constatación que puede realizarse de las ideas expuestas, es que, en 
esencia, la sentencia es un acto procesal decisorio que resuelve una controversia. En 
segundo lugar, se aprecia que en relación a la sentencia se presentan una serie de 
aspectos que, finalmente, terminan constituyendo su identidad. Así, la sentencia 
analiza hechos, conflictos, identifica los puntos controvertidos en base a las 
alegaciones de las partes, valora medios probatorios, contiene interpretaciones, aplica 
el marco normativo que regula el caso, implica un profundo razonamiento y la 
construcción de argumentos y, finalmente, constituye un acto resolutorio de 
conflictos.  
 
En ese sentido, la sentencia, fundamentalmente implica un juicio, es decir, la 
realización de complejas actividades mentales (Calamandrei 1961: 373) relacionadas 
con  hechos, argumentos de los intervinientes, puntos controvertidos, medios 
probatorios, el marco normativo aplicable al caso, etc. Dichas actividades mentales 
se realizan con el propósito de conocer los diversos aspectos del conflicto y construir 
argumentos jurídicos que sirvan de fundamento a la decisión que se adopta para 
resolver la controversia sometida a conocimiento del juez. 
 
Finalmente, se puede concluir que  la sentencia es un acto de autoridad que 
materializa el poder-deber jurisdiccional y tiene como propósito resolver una disputa 
de intereses. 
 
En materia tributaria la sentencia no pierde su identidad. En ese sentido, en este 
ámbito, la sentencia puede ser conceptuada como el acto jurisdiccional decisorio que 
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luego del análisis de los hechos, pruebas y el marco normativo aplicable, resuelve un 
conflicto de intereses entre el deudor tributario y la Administración Tributaria. La 
sentencia tributaria supone la existencia de una controversia de naturaleza fiscal, es 
decir, un conflicto vinculado al tributo, al deber de contribuir a los fines del Estado, a 
las potestades tributarias, a las facultades de la Administración Tributaria, etc. 
 
Teniendo en cuenta todo lo señalado líneas arriba y, considerando su naturaleza, la 
sentencia debe pronunciarse sobre el conflicto sustantivo, sobre el conflicto real entre 
el deudor tributario y la Administración Tributaria, de manera que efectivamente 
cautele los derechos o intereses del que corresponda. Para lograr ello el juez debe 
ejercitar sin restricciones todas sus potestades y deberes jurisdiccionales.  
 
 
II. FUNDAMENTOS DE LA PLENA JURISDICCIÒN 
 
Cuando hablamos de fundamentos, nos estamos refiriendo a las razones que explican 
la existencia y aplicación de la plena jurisdicción en la resolución de controversias. 
Como consecuencia de las consultas bibliográficas y las reflexiones efectuadas, 
consideramos que los fundamentos de la plena jurisdicción se hallan en: 
1. Los fines del proceso. 
2. La tutela jurisdiccional efectiva. 
3. La noción objetiva de justicia. 
 
 
1. Los fines del proceso como fundamento de la plena jurisdicción 
 
Uno de los fundamentos centrales de la plena jurisdicción se encuentra en los fines 
del proceso. El proceso entendido como una sucesión sistemática de actuaciones en 
el que se ejerce la jurisdicción, persigue determinados fines concretos que terminan 




Los fines más importantes que persigue el proceso son los siguientes: 
 
Como efecto natural de la interacción humana, de la vida en sociedad, surgen 
conflictos entre los sujetos que integran una colectividad (personas, entidades 
públicas, asociaciones, empresas, sujetos de derecho en general). Precisamente, para 
lograr la solución racional de tales conflictos en base a lo prescrito por el 
ordenamiento, se ha instaurado el proceso judicial. En ese sentido, uno de los fines 
esenciales del proceso es lograr la solución de los conflictos que se presentan entre 
los miembros del grupo social, en base a lo que el ordenamiento jurídico ha 
establecido. 
 
Otro de los fines que persigue el proceso es garantizar la vigencia del orden jurídico 
y la convivencia pacífica entre los individuos y las entidades que interactúan en 
comunidad. 
 
En relación a los fines que persigue el proceso, la doctrina se ha pronunciado 
ampliamente. Así, el jurista James Goldschmidt señala, “[…] al buscar la finalidad 
del proceso, hay que partir de su concepto empírico e investigar el fin que en cada 
proceso se alcanza. Esa finalidad es la terminación del conflicto, la misma que se 
logra por la fuerza vinculatoria de la cosa Juzgada” (2001: 10). 
 
Por su lado, el profesor uruguayo Enrique Véscovi sostiene que, “el proceso, pues, 
es el conjunto de actos dirigidos a un fin […]: La solución del conflicto (o la 
satisfacción de la pretensión) mediante la imposición de la regla jurídica, el derecho 
(o más mediatamente, la implantación de la paz y la justicia en el medio social)”  
(2001: 1). 
 
Al respecto, el procesalista Niceto Alcalá – Zamora afirma que “el proceso sirve a 
un tiempo, a un interés individual y específico, que se circunscribe a cada uno de los 
litigios que resuelve, y un interés social y genérico, que se extiende a cuantos litigios 




En nuestro medio, el profesor Juan Monroy Gálvez concluye: “[…] La dialéctica a 
la que se ha venido haciendo referencia, alcanza su punto culminante cuando se 
advierte que a pesar de los intereses contradictorios y personales que cada 
interviniente ha propuesto, todos de una u otra manera, han coadyuvado para que se 
logren dos fines a través del proceso, uno privado: que se ponga fin al conflicto de 
intereses, y otro público: que a través del proceso se postule una sociedad con paz 
social en justicia” (2009: 231). 
 
Si, como señalan los procesalistas citados, los fines del proceso son la solución de los 
conflictos concretos de los sujetos y la convivencia pacífica en justicia, la forma más 
adecuada de lograr esos fines es garantizando que el juez conozca en su integridad y 
en su profundidad tales conflictos y ejercite sin restricciones las potestades propias 
de la función jurisdiccional. 
 
Ese conocimiento integral del conflicto y el ejercicio cabal de las potestades del juez 
en el proceso, es lo que en concreto propone la plena jurisdicción. 
 
En ese sentido, si la plena jurisdicción implica conocer el conflicto de fondo y el 
ejercicio de todas las potestades y deberes del juez para resolverlo adecuadamente, 
queda absolutamente evidenciado que la plena jurisdicción encuentra su razón de ser, 
su fundamento, en la realización de los fines del proceso, es decir, en la solución 
cabal del conflicto y la convivencia pacífica en justicia. 
 
Como no puede ser de otro modo, para lograr la solución cabal de un conflicto el 
juez no puede limitarse a examinar los aspectos formales del mismo (como por 
ejemplo controlar la legalidad de la última resolución expedida en sede 
administrativa), sino, debe identificar y examinar el conflicto de fondo, es decir, la 




En el caso específico de las controversias tributarias, el juez no puede restringirse a 
revisar y examinar la regularidad formal del pronunciamiento del Tribunal Fiscal, 
sino, debe analizar rigurosamente la demanda e identificar el conflicto sustantivo, la 
controversia subyacente, de manera que cuando concluya el proceso logre resolver la 
disputa auténtica entre el deudor tributario y la Administración Tributaria. De este 
modo, podrá recomponer el orden roto y realizar una contribución efectiva al ideal de 
paz en justicia. 
 
Del mismo modo, para lograr la solución de las controversias y la pacífica relación 
que debe reinar entre los contribuyentes y la Administración Tributaria, el juez no 
puede verse limitado en el ejercicio de sus poderes y deberes. Por el contrario, para 
lograr los fines del proceso el juez tiene que ejercitar de manera plena, en el curso del 
mismo, todas las facultades y deberes propios de su función. En ese sentido, debe 
exigir la aclaración de la demanda, emplazar a la parte demandada, identificar la 
controversia de fondo, fijar correctamente los puntos controvertidos, solicitar, actuar 
y valorar sin restricción los elementos probatorios, abordar el fondo y los diversos 
aspectos del conflicto, garantizar el derecho de defensa, expedir sentencias 
completas, debidamente fundamentadas y claras en sus mandatos y alcances, 
efectivizar las decisiones, etc.   
 
Como ha quedado demostrado de lo hasta acá analizado, uno de los fundamentos de 
la plena jurisdicción radica en los fines del proceso. En ese sentido, la plena 
jurisdicción encuentra su explicación, su razón de ser, en los fines que el proceso 
pretende alcanzar: Solución cabal del conflicto y consolidación de la paz en justicia. 
 
Teniendo en cuenta ello, la única forma de lograr la solución de las disputas entre el 
deudor tributario y la Administración Tributaria y, garantizar una pacífica relación 
entre ellos, es promoviendo y consolidando la aplicación de la plena jurisdicción en 
los procesos tributarios. Ello, en la medida que la plena jurisdicción implica el 
conocimiento y el análisis del conflicto de fondo y el ejercicio, sin restricciones, de 
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todas las facultades y deberes del juez en el proceso; precisamente, con el objeto de 
lograr sus propósitos: Solución del conflicto e interacción pacífica. 
 
 
2.  La tutela jurisdiccional efectiva como fundamento de la plena jurisdicción 
 
Otro de los fundamentos de la plena jurisdicción se encuentra en uno de los derechos 
más importantes que consagra el ordenamiento: El derecho a la tutela jurisdiccional 
efectiva. 
 
La tutela jurisdiccional efectiva es un derecho complejo que tiene múltiples aspectos 
y se manifiesta en diversos momentos.  Consiste, en esencia, en la protección o 
asistencia real que debe recibir todo sujeto respecto a un interés o derecho material 
que considera lesionado o amenazado. Está constituido, fundamentalmente, por el 
derecho de acceso a la autoridad  jurisdiccional, el derecho a un proceso con 
adecuadas garantías, el derecho a que se decida el fondo de la controversia mediante 
sentencia debidamente motivada y el derecho a la efectividad de lo reconocido o 
tutelado. 
 
El profesor Giovanni Priori ha formulado el siguiente concepto: “El derecho a la 
tutela jurisdiccional efectiva es el derecho que tiene todo sujeto de derecho de 
acceder a un órgano jurisdiccional para solicitar la protección de una situación 
jurídica que se alega que está siendo vulnerada o amenazada a través de un proceso 
dotado de las mínimas garantías, luego del cual se expedirá una resolución fundada 
en Derecho con posibilidad de ejecución” (2003: 280). 
 
Por su lado, el Tribunal Constitucional peruano en la sentencia recaída en el 
Expediente N° 615-1991-AA/TC ha afirmado: “[…] el derecho constitucional a la 
tutela jurisdiccional reconocida en el Inciso 3 del artículo 139 de la Constitución, no 
solamente consiste en el derecho a acceder a un tribunal de justicia en forma libre, 
sin que medien obstáculos que impidan o disuadan irrazonablemente su acceso, que 
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sea independiente y se encuentre previamente determinado por la ley [sic], sino 
también que las resoluciones que los tribunales puedan expedir resolviendo la 
controversia o incertidumbre jurídica sometida a su conocimiento sean cumplidas y 
ejecutadas en todos y cada uno de sus extremos, sin que so pretexto de cumplirlas, se 
propicie en realidad una burla a la majestad de la administración de justicia en 
general y, en forma particular, a la que corresponde a la justicia constitucional”. 
 
Como puede observarse, tanto la doctrina como el Tribunal Constitucional confirman 
que la tutela jurisdiccional es un derecho pluridimensional que comprende el acceso 
a la jurisdicción, el debido proceso, el derecho a resolver el fondo de la controversia 
y la efectividad del derecho material reconocido. 
 
En relación al derecho de acceso, cabe señalar que, básicamente, consiste en la 
posibilidad que tiene todo sujeto de acudir ante un órgano jurisdiccional de manera 
libre, sin restricciones, para recibir asistencia a través de un proceso. 
 
Respecto a este derecho, el modelo de la plena jurisdicción, que propugna el 
conocimiento íntegro de las controversias, no establece limitación alguna a los 
usuarios del servicio de justicia. Particularmente, en materia tributaria, garantiza el 
libre y pleno acceso a la jurisdicción, tanto de los deudores tributarios como de la 
Administración Tributaria, cuando consideren que algún derecho o interés se haya 
vulnerado o se intente afectarlo. Así, por ejemplo, la plena jurisdicción garantiza la 
admisión de pretensiones que plantean el examen y la solución de la controversia de 
fondo, aunque el Tribunal Fiscal no se haya pronunciado al respecto.  
 
En esa misma línea de libre acceso a la justicia, la plena jurisdicción no exige 
inexorablemente el agotamiento de la vía administrativa como requisito para poder 
interponer válidamente una demanda contencioso administrativa. En efecto, la plena 
jurisdicción propone centralmente el acceso sin restricciones a los órganos 
jurisdiccionales para que se resuelva la disputa real entre el deudor tributario y la 
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Administración Tributaria, independientemente de haber cumplido con la formalidad 
de agotar la vía administrativa mediante resolución final del Tribunal Fiscal. 
 
Como puede observarse, el enfoque de plena jurisdicción garantiza el acceso libre, 
sin restricciones formales, a la protección jurisdiccional. En ese sentido, habiendo 
hecho el análisis del derecho al acceso, queda demostrado que la plena jurisdicción 
encuentra uno de sus fundamentos en la tutela jurisdiccional efectiva. 
 
Hemos señalado que otro de los aspectos de la tutela jurisdiccional efectiva es el 
derecho a que la controversia se tramite con las garantías propias de un debido 
proceso. 
 
Al respecto, el profesor Jesús González Pérez afirma que, “La tutela solo será 
efectiva si el órgano jurisdiccional reúne ciertas condiciones y antes de dictar la 
sentencia sigue un proceso investido de las garantías que hagan posible la defensa 
de las partes” (2001: 163). 
 
Entre las garantías que componen el debido proceso pueden identificarse: El juez 
imparcial, independiente y predeterminado por ley, el derecho a la asistencia de 
letrado, el derecho a la defensa, el derecho a la prueba, el derecho al uso del propio 
idioma, el derecho a ser oído, el derecho a obtener una decisión debidamente 
motivada, el derecho a la contradicción y el recurso, el derecho de acceso al 
expediente, el derecho a la tramitación expeditiva, el derecho a la duración razonable 
del proceso (Cfr. Gonzales Pérez 2001: 163-335 y Monroy 2009: 458 y 459). 
 
En relación al debido proceso, la plena jurisdicción propone un modelo que 
comprende todas las garantías necesarias para el apropiado planteamiento de las 
pretensiones, el adecuado desarrollo del proceso y la solución de la controversia. 
 
Inspirado en la solución del conflicto de fondo, la plena jurisdicción estructura el 
proceso y sus actuaciones, no desde una perspectiva formal, sino, precisamente con 
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el propósito de resolver el problema real entre contribuyente y Administración 
Tributaria, observando de manera escrupulosa las garantías mínimas 
correspondientes. En ese sentido, la plena jurisdicción: 
 
- Garantiza una adecuada interposición de la demanda. En la perspectiva de la 
plena jurisdicción el juez dispone de las atribuciones para advertir cualquier 
error o deficiencia en la demanda y pueda otorgar un plazo prudencial para que 
el demandante los corrija. 
 
Específicamente en materia de pretensiones, el juez debe estar atento a la 
adecuada formulación de las mismas de manera que se aborde el problema de 
base. 
 
- Del mismo modo, el juez dispone de las facultades para velar por la adecuada 
contestación de la demanda, efectuar aclaraciones, requerir documentos, 
información, etc. 
 
- En relación a los puntos controvertidos cabe recordar que, conforme lo 
establece el artículo 468° del Código Procesal Civil y el artículo 28° del TUO 
de la Ley 27584, es deber del juez fijarlos. Al respecto, cabe puntualizar que 
como en esencia la plena jurisdicción plantea el conocimiento íntegro del 
problema y la solución de la controversia real, lo que debe hacer el juez 
partiendo de las pretensiones planteadas y del análisis de todo el contenido de 
la demanda, es establecer  adecuadamente los puntos controvertidos, de manera 
que el proceso se desarrolle en función a ellos y, finalmente, se resuelva sobre 
la disputa real y verdadera entre el obligado a la prestación y la Administración 
Tributaria. 
 
- Sin duda, la plena jurisdicción garantiza el derecho de defensa de las partes en 
el proceso y todo lo que este macro derecho implica. Teniendo en cuenta su 
propósito de conocimiento íntegro y solución cabal del conflicto, la plena 
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jurisdicción no establece limitación alguna al derecho de defensa de las partes; 
por el contrario, admite todas las alegaciones vinculadas a la controversia, 
todos los medios de defensa sin restricción alguna, garantiza el acceso libre al 
expediente y el ejercicio de los recursos establecidos por el ordenamiento. En 
relación a la asistencia de letrado, uso del propio idioma y jurisdicción 
predeterminada, la plena jurisdicción no representa riesgo alguno. 
 
Particularmente, respecto al derecho de ser oído, la plena jurisdicción propone 
la realización intensiva de audiencias y estructura las mismas con el propósito 
de conocer la problemática real, la controversia de fondo, entre las partes y, de 
este modo, resolverlas como corresponde. 
 
- Desde nuestro punto de vista, alguno de los aportes más importantes de la 
plena jurisdicción en el proceso contencioso tributario se manifiestan en 
relación a la prueba. A diferencia de lo que ordinariamente se entiende, en el 
sentido que la prueba se restringe a lo actuado en el procedimiento 
administrativo previo, la plena jurisdicción plantea el ofrecimiento y la 
actuación de todos los medios probatorios que coadyuven al conocimiento 
completo del conflicto de fondo y a la solución real del mismo. En esa 
perspectiva, además de lo actuado en el procedimiento previo, las partes 
pueden ofrecer y actuar medios adicionales, incluso aquellos no presentados en 
sede administrativa. Sin que ello sea suficiente, si las particularidades del caso 
lo requieren, la plena jurisdicción autoriza, sin limitación alguna, que el juez 
pueda requerir de oficio los medios probatorios que considere idóneos para 
conocer los hechos, enjuiciar los argumentos de las partes y resolver el 
conflicto de fondo sometido a su autoridad. 
 
- Finalmente, la plena jurisdicción garantiza al juez el uso de todas sus 
facultades y la adopción de todas las medidas necesarias para lograr la célere 




Como puede observarse, la plena jurisdicción organiza el proceso de tal manera que 
se desarrolle en el absoluto respecto de las garantías mínimas para las partes y para 
alcanzar la composición adecuada del conflicto entre los contribuyentes y la 
Administración Tributaria. En ese sentido, teniendo en cuenta que la plena 
jurisdicción supone un proceso en el que se respeten y actúen las garantías 
necesarias, queda demostrado que ella encuentra su fundamento en los contenidos de 
la tutela jurisdiccional efectiva. 
 
Como se ha señalado, otro de los derechos que integra el contenido de la tutela 
jurisdiccional efectiva es el derecho a obtener una decisión debidamente 
fundamentada que se pronuncie sobre la controversia de fondo. 
 
Tratando de explicar el contenido de la tutela jurisdiccional efectiva y la 
responsabilidad de los jueces en relación a ella, el profesor Francisco Chamorro 
Bernal expresa: “Ese deber constitucional de los jueces y tribunales de velar por la 
efectividad de la tutela, no se limita, por otra parte, solo al aspecto procesal, sino 
que también existe en el aspecto material o de fondo, en el sentido de resolver el 
problema planteado” (1994: 281). Afirma, en base al análisis de la jurisprudencia 
del Tribunal Constitucional español, que, “el contenido normal del derecho a la 
tutela judicial efectiva es obtener una resolución sobre el fondo de la cuestión 
planteada sea o no favorable al interesado y por ello, los jueces y tribunales deben 
interpretar toda la legislación en el sentido más favorable a esa posibilidad de 
entrar en el fondo del asunto y a su vez, deben hacerlo restrictivamente en cuanto a 
las normas que permitan la inadmisión o la no entrada en él” (1994:182). Precisa, 
“[…] si, incluso cumpliendo las normas ordinarias, no se materializa la tutela 
constitucional (no se obtiene una resolución sobre el fondo o la resolución no decide 
la cuestión material sometida) ello querrá decir que la tutela no ha sido efectiva, que 
es como decir que no se ha otorgado” (1994: 277). Concluye señalando, “[…] que 
efectividad se opone a formalismo en tanto que este hurta al ciudadano la solución 
del problema de fondo planteado, por cuestiones secundarias a la finalidad de la 




Por su lado, el Tribunal Constitucional español en una sentencia que sintetiza su 
reiterada postura en relación al contenido de la tutela jurisdiccional efectiva, sostiene 
lo siguiente: “La tutela judicial efectiva que garantiza este precepto se satisface 
primordialmente, como declara reiteradamente la jurisprudencia de este tribunal 
(por todas, STC 55/1987, de 13 de Mayo), mediante una resolución de fondo que, 
jurídicamente fundada, decida las pretensiones controvertidas” (STC 184/1988 de 
13 de octubre, FJ2, BOE 7/11/88, JCXXII, Pág. 271).  
 
Como puede observarse, uno de los contenidos fundamentales de la tutela 
jurisdiccional efectiva es el pronunciamiento motivado sobre el problema de fondo 
planteado; si no hay pronunciamiento sobre la controversia sustantiva no hay tutela 
jurisdiccional efectiva. 
 
En relación a ello, cabe señalar que uno de los aportes centrales del enfoque de plena 
jurisdicción es distanciarse de las discusiones formales y abordar de lleno el 
problema de fondo que motiva el proceso. El enfoque de plena jurisdicción es 
contrario a “sustraer” a las partes la solución del conflicto de fondo. Lo que en 
esencia propone es, que el juez resuelva el conflicto verdadero, la disputa material 
entre deudor tributario y Administración Tributaria. De lo que se trata en esta 
perspectiva, es de dejar de privilegiar las cuestiones formales, para conocer, estudiar 
y enjuiciar los intereses en conflicto y, finalmente, resolver la controversia de fondo. 
 
Si la plena jurisdicción persigue la solución del conflicto de fondo, del pleito real 
entre las partes de un proceso, no nos queda más que concluir, a la luz del desarrollo 
que hemos hecho del contenido de la tutela jurisdiccional, que el enfoque de plena 
jurisdicción, precisamente, encuentra su fundamento en el derecho a la tutela 
jurisdiccional efectiva, específicamente, en el derecho de las partes de un proceso de 




Se ha sostenido que la tutela jurisdiccional efectiva es un derecho complejo que 
implica múltiples aspectos y que se manifiesta en diversos momentos. Pero en 
esencia, la tutela jurisdiccional efectiva significa la satisfacción real, verdadera, 
auténtica, del interés material perseguido por quien ha sido favorecido en un proceso. 
Es verdad que antes del proceso y en el curso de él se manifiesta la necesidad de 
tutela efectiva, pero la idea básica de protección jurisdiccional efectiva exige que 
como consecuencia del proceso se reconozca, restituya, satisfaga y verifique el pleno 
disfrute del derecho material del sujeto beneficiado por una decisión jurisdiccional. 
 
En relación a la efectividad de la tutela jurisdiccional y la inescindible vinculación 
entre el proceso y el derecho material sujeto a juicio, el profesor Marco Sica señala 
lo siguiente: “[E]s indispensable que la tutela jurisdiccional de los derechos e 
intereses sea efectiva. No toda forma de tutela satisface el precepto constitucional; 
su actuación exige que el juez disponga de los instrumentos y de los poderes para 
hacer conseguir al interesado del bien de la vida (la utilidad) que el ordenamiento 
reconoce y garantiza. El principio de efectividad se vincula, entonces, a una 
concepción entre el derecho sustancial y procesal, porque, la tutela jurisdiccional es 
indispensable para la actuación del derecho sustancial. El simple reconocimiento de 
una posición jurídica no es suficiente: la tutela jurisdiccional debe garantizarle su 
actuación” (citado en Priori 2003: 281).  
 
Al respecto, Jesús González Pérez afirma, “La justa paz de la comunidad 
únicamente es posible en la medida que el Estado es capaz de crear instrumentos 
adecuados y eficaces para satisfacer las pretensiones que ante el mismo se 
formulan” (2001: 23).      
 
Priori Posada concluye: “[E]l derecho a la tutela jurisdiccional efectiva no se agota 
en el acceso de los ciudadanos al proceso, ni en que el proceso sea llevado con todas 
y las más absolutas garantías previstas para su desarrollo; sino que el derecho a la 
tutela jurisdiccional efectiva va más allá de ello, y alcanza hasta la satisfacción 
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plena de la situación jurídica material lesionada o amenazada en todos aquellos 
casos, claro está, en que se ampare la pretensión del demandante” (2003: 281). 
 
Como puede observarse, este enfoque de la tutela jurisdiccional efectiva nos conduce 
a entender que el proceso debe estructurarse de tal modo que, finalmente, sirva para 
satisfacer real y auténticamente el interés material reconocido por una sentencia. 
 
Una forma de estructurar al proceso para los propósitos de efectividad es, como 
sostiene Marco Sica, dotando al juez de los instrumentos y poderes para hacer 
conseguir al sujeto el interés por el que ha acudido en tutela jurisdiccional. 
 
Sobre ello, cabe señalar que el modelo procesal de plena jurisdicción le reconoce al 
juez las facultades y deberes (y le provee de los instrumentos necesarios) para lograr 
la materialización del derecho amparado en una decisión judicial, de manera que se 
satisfaga efectivamente el interés material perseguido por un sujeto o entidad que ha 
demando amparo jurisdiccional. En efecto, la plena jurisdicción implica, 
fundamentalmente, el reconocimiento al juez de plenas facultades para lograr la 
efectividad del derecho declarado en una sentencia. En ese sentido, dispone que el 
juez adopte todas las medidas y acciones necesarias para la satisfacción efectiva del 
derecho reconocido, para restablecimiento integral de la situación jurídica del 
ciudadano. 
 
En relación a la vinculación entre plena jurisdicción y tutela jurisdiccional efectiva 
Juan Ramón Fernández Torres, escribe: “El otorgamiento de una tutela judicial que 
ha de ser por imperativo constitucional necesariamente efectiva quedaría 
comprometido si el juicio contencioso-administrativo no permitiera el 
restablecimiento integral de la situación jurídica del ciudadano que ha sido afectada 




En ese sentido, se puede advertir que la plena jurisdicción, como modelo que 
reconoce al juez plenas facultades para materializar el derecho reconocido en una 
sentencia, encuentra su fundamento en la tutela jurisdiccional efectiva. 
 
Considerando todo lo hasta acá desarrollado, se puede concluir que el fundamento 
constitucional de la plena jurisdicción y de todo el proceso contencioso 
administrativo que se estructura y desarrolla en base a este enfoque, se encuentra en 
el artículo 139°, inciso 3, de la Constitución Política que consagra como derecho 
fundamental y piedra angular de la justicia, al derecho a la tutela jurisdiccional 
efectiva.       
 
En otras palabras, se puede afirmar, que la plena jurisdicción, que es una forma de 
entender el proceso y de llevarlo adelante en toda su dimensión, garantiza el derecho 
de acceso, el debido proceso, el derecho a una decisión motivada sobre el fondo y la 
efectividad de la situación material reconocida. En tal virtud, queda demostrado que 




3. La justicia como fundamento de la plena jurisdicción 
 
Otra de las entidades en la que encuentra su fundamento la plena jurisdicción, es la 
justicia. Para demostrar ello es necesario partir de las nociones de justicia que a lo 
largo de la historia del pensamiento iusfilosófico se han ido consolidando. Asimismo, 
es indispensable identificar la noción de justicia vinculada con la actividad 
jurisdiccional. 
 
Se sostiene, en general, que “La justicia es el valor jurídico supremo y central […] y 
como tal se ha tenido desde antiguo” (Aftaleón y Vilanova 1988: 794). En ese 
sentido, es el ideal fundante del derecho a cuya materialización se orienta el 
ordenamiento y se avoca inexorablemente la labor jurisdiccional. A partir de los 
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estudios de Platón (La República) y Aristóteles (Ética Nicomanea y otros) la justica 
se ha entendido como virtud. Teniendo en cuenta ello, se sostiene que “Entre las 
virtudes morales que se dirigen a perfeccionar los actos humanos ocupa la justicia 
un lugar descollante” (Mouchet y Zorraquin 1987: 49). Du Pasquier, refiriéndose a 
la concepción absoluta de justicia, señala que “es un ideal grabado en el alma 
humana a titulo indeleble, un valor espiritual” (1994: 265). 
 
Pero, además de valor y virtud ¿En qué consiste la justicia? Todavía en el ámbito de 
lo abstracto, se ha ido consolidando en el tiempo las siguientes nociones de justicia: 
 
El romano Ulpiano en el Digesto, señala que “La justicia es la voluntad constante y 
perpetua de dar a cada uno lo suyo” (Disgesto, Lib. 1, tit. I, ley 10; Instituta, 1, I. 
citado en Hubner 1958: 106). 
 
Confucio, en uno de sus discursos alude a “La justicia que da a cada individuo lo 
que es debido” (citado en Hubner 1958: 106). 
 
Santo Tomas, siguiendo los aporte de Aristóteles y Ulpiano, consagra la siguiente 
idea: “La justicia es el hábito por el cual, con perpetua y constante voluntad, es 
dado a cada persona su derecho” (citado en Torres 2001: 627). 
 
Recaséns Siches, propone “la idea de justicia como pauta de armonía […]; un 
medio armónico de cambio y distribución en las relaciones interhumanas, sea entre 
individuos, o sea entre individuos y la colectividad” (1977: 311). 
 
Finalmente, Stammler sostiene que “la justicia es una idea de armonía permanente y 
absoluta de la conducta social” (citado por Torres 2001:627). 
 
De lo desarrollado precedentemente, lo primero  que se puede afirmar es que la 
justicia es un valor que debe regir las relaciones intersubjetivas de los miembros de 
una colectividad, reconociendo, atribuyendo y haciendo efectivo lo que le 
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corresponde a cada uno, lo que le es debido, lo que es su derecho, de modo tal que se 
alcance la armonía, la convivencia pacífica, el bien común.   
 
Siendo nuestro propósito encontrar la relación entre plena jurisdicción y justicia, 
corresponde hacer referencia a una acepción más específica de la justicia que los 
teóricos denominan justicia objetiva. 
 
La justicia objetiva “se aparta de la intimidad del hombre justo para considerar sus 
actos en relación a los demás; y como esos actos están determinados por el derecho, 
se identifica con éste en cuanto alcanza efectivamente a realizar la justicia en el 
campo de la vida social” (Mouchet y Zorraquín 1987: 48 y 49). 
 
“El acto justo, en efecto, surge de una relación existente entre 2 o más sujetos. No es 
un acto puramente individual, sino de orden social. Si su cumplimiento dependiera, 
exclusivamente de la voluntad individual, el acto justo sería solo un acto de virtud. 
Pero como aparece impuesto por una voluntad superior – la de la ley – el acto justo 
consiste además en cumplir el derecho. En otros términos, la relación que le da 
origen se encuentra regulada exteriormente por normas jurídicas, previamente 
determinadas, que imponen la solución justa prescindiendo de nuestra intención y 
nuestra voluntad. La justicia objetiva se identifica entonces con el derecho que la 
realiza y consiste en el ordenamiento social que obliga a dar a cada uno lo que le 
corresponde”  (Mouchet y Zorraquín 1987: 51). 
 
En esa línea de ideas se afirma que, “En su sentido objetivo, la justicia, como valor 
jurídico es la cualidad por la cual un acto humano es justo, aun cuanto no sea 
acompañado de ánimo de justicia, con tal que sea conforme al derecho. La justicia 
es simplemente el ajuste de las relaciones sociales con el ordenamiento jurídico a fin 
de hacer posible que la vida colectiva se lleve a cabo con la menor fricción posible, 
o sea, en paz. Justicia y derecho son ad alterum […]. La justicia, consiste en dar a 
cada uno lo que le corresponde conforme a las condiciones impuestas, no por la 




“La justicia objetiva es la aplicación correcta de una norma como cosa opuesta a la 
arbitrariedad. El acto justo será regulado en normas jurídicas predeterminadas que 
contienen las condiciones, pautas o medidas para que se imponga la solución justa, 
con independencia de nuestra intención y voluntad. La justicia en ese sentido, se 
identifica con el ordenamiento jurídico que obliga a que los iguales sean tratados de 
la misma manera. El Derecho obliga a realizar actos justos con prescindencia de la 
intención del agente. Esto indica que hay una conexión entre el Derecho y la idea de 
justicia. Es necesario que haya una norma como fundamento de una decisión justa. 
La decisión debe ser la aplicación correcta de una norma. Calificar a una decisión 
de injusta, significa que es contraria al Derecho” (Torres 2001: 641). 
 
Como puede observarse de las citas efectuadas, la justicia considerada desde su 
perspectiva objetiva se orienta a disciplinar las relaciones, las interacciones de los 
miembros de una comunidad, y se materializa cuando las prescripciones del 
ordenamiento se cumplen o cuando la decisión que resuelve una controversia sea 
conforme a lo que ha establecido el Derecho. 
 
Como consecuencia natural de la interacción entre los individuos o entre estos y las 
entidades públicas, surgen conflictos. Estos conflictos deben ser resueltos por la 
autoridad jurisdiccional en el curso de un proceso conforme a las soluciones que ha 
previsto el ordenamiento, materializando de este modo la justicia objetiva. 
 
Precisamente, “cuando invocando la tutela jurisdiccional efectiva un sujeto 
involucrado en una controversia recurre a un órgano jurisdiccional, lo hace en 
busca de justicia” (González Pérez 2001: 31), la misma que debe ser satisfecha 





Siendo ello así, se puede concluir que uno de los propósitos del proceso es satisfacer 
la demanda de justicia de quienes se han visto involucrados en un conflicto y han 
recurrido al proceso para resolver el mismo. 
 
Como puede observarse, existe una relación indesligable entre proceso y justicia. Los 
sujetos que tienen intereses divergentes respecto a un determinado “objeto”, inician 
y participan en un proceso con el propósito que se satisfaga el interés que el 
ordenamiento consideran les reconoce; es decir, con la finalidad que en términos 
objetivos se les haga justicia, que se les brinde tutela efectiva. Pero, en concreto, 
¿Cómo se puede entender la justicia en el ámbito del proceso? Hacer justicia en un 
proceso significa permitir el acceso a los órganos jurisdiccionales, observar las 
garantías establecidas, pronunciarse conforme al ordenamiento sobre la controversia 
de fondo y, cuando corresponda, reconocer y efectivizar el derecho o la situación 
discutida. 
 
Si con ese propósito los sujetos promueven y participan en un proceso, éste debe ser 
llevado adelante de la manera más idónea posible para garantizar la realización 
efectiva de la justicia demandada. En ese sentido, el proceso debe ser iniciado y 
tramitado con todas las garantías necesarias, sin limitaciones formales para el acceso, 
sin restricciones respecto a las pretensiones que se puedan proponer, sin reducir el 
objeto de análisis del proceso, sin obstáculos en cuanto al material probatorio a 
presentar o actuar, sin limitaciones de las facultades o potestades del juez, 
garantizando la realización de todas las indagaciones, acciones y medidas que sean 
necesarias, de modo que, se expida una decisión fundamentada y, finalmente, se 
logre la satisfacción efectiva del derecho reconocido en la sentencia. 
 
Esta forma idónea de llevar adelante un proceso y satisfacer verdaderamente la 
demanda de justicia, solo está garantizada por el enfoque procesal de plena 
jurisdicción. Como ya se ha señalado, la plena jurisdicción no establece restricción 
alguna para el acceso al proceso, no se concreta al examen formal de las decisiones 
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del Tribunal Fiscal que han agotado la vía administrativa, sino, identifica, examina y 
se pronuncia sobre el conflicto de fondo.  
 
En la perspectiva de plena jurisdicción, las partes pueden proponer las pretensiones 
que consideren, conforme a su derecho material o interés vulnerado; pueden, 
asimismo, ofrecer y actuar las pruebas que consideren pertinentes. Por su lado el 
juez, en el modelo de plena jurisdicción ejercita todas sus facultades y deberes, de tal 
modo, que identifique el conflicto de fondo, tramite adecuadamente la causa, acopie 
todo el material probatorio, emita decisión fundamentada y garantice la efectiva 
satisfacción de la demanda de justicia. 
 
Específicamente, en relación a las controversias tributarias: Resolver el conflicto, 
determinar correctamente la carga tributaria (o la obligación que debe cumplir el 
contribuyente), el debido ejercicio de las facultades de la administración tributaria, el 
adecuado pronunciamiento respecto a las pretensiones de las partes, la emisión de 
sentencias debidamente fundamentadas, exigen que el proceso se desarrolle en su 
integridad desde la perspectiva de plena jurisdicción; solo así se puede lograr la 
justicia que reclaman los contribuyentes o la administración tributaria en su caso, 
cuando contienden en un proceso. 
 
Como puede observarse, existe una evidente relación entre plena jurisdicción, 
proceso y justicia. La plena jurisdicción es el enfoque que garantiza el adecuado 
desarrollo del proceso y le permite cumplir uno de sus fines centrales que es hacer 
justicia. En ese sentido, queda demostrado que la plena jurisdicción es un modelo 
procesal que garantiza la satisfacción de la demanda de justicia que manifiestan las 
partes cuando participan en un proceso. Siendo ello así, la plena jurisdicción 
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I. EL AÚN VIGENTE ENFOQUE REVISOR. LA ANTÍTESIS DE LA 
PLENA JURISDICCIÓN 
 
Cuando se presentan conflictos entre el deudor tributario y la Administración 
Tributaria, aquel puede interponer recurso de reclamación ante la propia 
administración con el propósito de dejar sin efecto los actos que lo afecten. En caso 
no se ampare la reclamación, el deudor puede presentar recurso de apelación para 
que sea resuelto por el Tribunal Fiscal mediante una RTF – Resolución del Tribunal 
Fiscal. Si el pronunciamiento del Tribunal Fiscal no es favorable a los intereses de 
los contendientes, tanto el deudor tributario como la propia Administración 
Tributaria, tienen habilitado el derecho de interponer una demanda contencioso 
administrativa ante el Poder Judicial para que los órganos de la recientemente 
implementada jurisdicción tributaria resuelvan el conflicto. 
 
Para llevar adelante el proceso y emitir la sentencia respecto a la demanda 
formulada, el juez previamente adopta la perspectiva que va a guiar su actuación. Es 
decir, define el enfoque con el que va a tramitar y resolver lo planteado en la 
demanda. En ese sentido, el juez puede optar por llevar adelante el proceso desde la 
perspectiva de plena jurisdicción o, por el contrario, puede optar por llevar adelante 
el proceso desde la perspectiva revisora o anulatoria. El enfoque de plena 
jurisdicción propone, en general, resolver el conflicto de fondo, la disputa real entre 
el deudor tributario y la Administración Tributaria. El enfoque revisor, por su lado, 
propone examinar la regularidad formal del acto administrativo que “causa  estado” 
y, si corresponde, declarar su nulidad. Precisamente, considerando que el enfoque 
anulatorio tiene un objeto distinto y persigue finalidades distintas a la plena 
jurisdicción, se ha señalado que es la antítesis de ésta. 
 
Teniendo como guía uno de estos enfoques el juez, tramitará el proceso y se 
pronunciará sobre la demanda. No obstante las ventajas que la doctrina en general 
reconoce al enfoque de plena jurisdicción, actualmente buena parte de los procesos 
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contencioso tributarios son planteados,  tramitados y resueltos desde el enfoque 
revisor o anulatorio. 
 
En relación a la falta de consolidación de la plena jurisdicción, el doctor Ramón 
Huapaya Tapia, señala: Se trata de una institución que hasta ahora no está bien 
entendida en sus alcances, que tiene unos contornos no definidos todavía por la 
práctica jurisprudencial. Añade, que la plena jurisdicción no ha sido explotada en la 
potencia que podría tener luego de ya quince años de vigencia de la ley del 
contencioso administrativo. Respecto a las razones que han generado dicha situación, 
sostiene que: a) Falta explotar dogmáticamente la institución, ello se debe a una 
práctica profesional que todavía no se ha servido mucho del estudio del Derecho 
Administrativo, b) Existe cierta reticencia de los órganos jurisdiccionales a aceptar 
todos los alcances de la plena jurisdicción, debido a la influencia inadvertida del 
Código Procesal Civil y su esquema privatista del proceso. Concluye señalando que, 
hay varias cuestiones que hay que mejorar, que hay que cambiar. (Huapaya 2017: s/p 
– conferencia –). 
 
Desde el enfoque revisor, los procesos tributarios son planteados y tramitados con el 
propósito de examinar la regularidad formal de las resoluciones del Tribunal Fiscal 
que estarían afectando al contribuyente o a la propia Administración Tributaria. Y, 
una vez que en el proceso se haya determinado que la resolución del Tribunal Fiscal 
ha sido emitida contraviniendo el ordenamiento, es decir, incurriendo en vicio, el 
enfoque revisor dispone que se declare su nulidad, sin pronunciamiento alguno sobre 
los derechos  e intereses del demandante. Declarada la nulidad, el juez  ordena al 
Tribunal Fiscal emitir nueva resolución teniendo en cuenta los fundamentos de la 
sentencia. 
 
Esta manera de resolver los conflictos entre deudor y Administración Tributaria 
constituye un legado aún vigente de la forma en que se planteaba, tramitaba y 
resolvían las demandas contencioso administrativas en el marco del régimen 
establecido por el Código Procesal Civil y disposiciones anteriores. No obstante que  
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dicho régimen se pretendió sustituirlo por las normas contenidas en la Ley 27584, 
Ley que Regula el Proceso Contencioso Administrativo (2001), el enfoque revisor o 
anulatorio echó raíces tan firmes que aún hoy guía la actuación de abogados y jueces 
en la forma como deben plantear las demandas y en la manera como deben tramitar y 
resolver los procesos, respectivamente. 
 
Procesar los conflictos y pronunciarse sobre la demanda desde el enfoque revisor o 
anulatorio, genera una serie de efectos negativos para las partes y da lugar a la 
prestación inadecuada del servicio de justicia. 
 
Entre esos efectos negativos se pueden mencionar a los siguientes: 
 
1. Cuando se aborda una demanda desde el enfoque revisor o anulatorio no se 
logra resolver el conflicto real que se presenta entre el deudor tributario y la 
Administración Tributaria. Solo existe un pronunciamiento del Órgano 
Jurisdiccional que declara la nulidad de la resolución del Tribunal Fiscal y 
ordena al Colegiado que emita nueva resolución sobre la controversia.  Ello, 
evidencia que el enfoque revisor resultaría contrario a las finalidades de la 
función jurisdiccional, que no son otras que resolver el conflicto entre los 
contendientes y garantizar paz en justicia. 
2. Se produce un retorno innecesario del conflicto al Tribunal Fiscal para que este 
lo vuelva a examinar y emita nuevo pronunciamiento. 
3. El nuevo pronunciamiento del Tribunal Fiscal puede hacerse esperar 
prolongados períodos de tiempo, similares a los que hoy se requiere para emitir 
la resolución previa declarada nula. 
4. El nuevo pronunciamiento del Tribunal Fiscal puede ser objeto de un segundo 
proceso contencioso administrativo con las demoras que su tramitación 
implica. 
5. Se extiende excesiva e innecesariamente la solución del conflicto de fondo 
entre el contribuyente y la Administración Tributaria. Al tiempo que duró el 
primer proceso hay que añadirle el tiempo que se demorará el Tribunal Fiscal 
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en emitir el nuevo pronunciamiento, así como todo el tiempo que puede durar 
un eventual segundo proceso contencioso administrativo en sus tres instancias. 
6. Todo ello, evidentemente, da lugar a una deficiente prestación del servicio de 
justicia en materia tributaria. 
 
Como queda demostrado, la tramitación de los procesos y la solución de 
controversias desde el enfoque revisor genera una serie de problemas y dificultades, 
y da lugar a serias ineficiencias en la prestación del servicio de justicia. 
 
 
II. EL INADECUADO PLANTEAMIENTO DE LAS PRETENSIONES  
 
La pretensión es una de las instituciones fundamentales del proceso. Se entiende 
como la petición concreta que realiza un sujeto a un órgano jurisdiccional con el 
propósito que ampare su postura en relación a una controversia o un asunto de su 
interés. La pretensión contiene un pedido concreto del pretensor a la autoridad 
jurisdiccional porque considera que el derecho reclamado le corresponde (Salas 
2012: 218). 
 
La pretensión, entendida como petición concreta de tutela, es el elemento central del 
proceso, es su objeto y además determina los alcances de la sentencia. Su 
importancia es tal, que en función a la pretensión se desenvuelve el proceso; de ella 
depende el inicio, el desarrollo, la actividad probatoria y también la decisión del 
proceso (Salas 2012: 222 - 223). 
 
Conforme lo establece el artículo 5° del TUO de la Ley N° 27584, Ley que Regula el 
Proceso Contencioso Administrativo, en relación a las controversias tributarias se 
pueden plantear las siguientes pretensiones: 
 




2. El reconocimiento o restablecimiento del derecho o interés jurídicamente 
tutelado y la adopción de las medidas o actos necesarios para tales fines. 
3. La declaración de contraria a derecho y el cese de una actuación material que 
no se sustenta en acto administrativo. 
4. Se ordene a la administración pública la realización de una determinada 
actuación a la que se encuentra obligada por mandato de la ley o en virtud de 
acto administrativo firme. 
5. La indemnización por el daño causado con alguna actuación impugnable, 
conforme al artículo 238° de la Ley 27444, siempre y cuando se plantee 
acumulativamente a algunas de las pretensiones anteriores. 
 
Como puede observarse, el ordenamiento procesal aplicable a la tramitación y 
resolución de controversias tributarias establece la posibilidad que las partes 
intervinientes puedan formular diversos tipos de pretensiones. 
 
Entre tales pretensiones destacan la pretensión de nulidad y la pretensión de plena 
jurisdicción recogidas, respectivamente, en los numerales 1 y 2 del artículo 5° del 
TUO de la Ley N° 27584, Ley  que Regula el Proceso Contencioso Administrativo. 
 
La pretensión de nulidad se plantea con el propósito que el órgano jurisdiccional que 
conoce  la controversia tributaria, simplemente, declare la nulidad, es decir,  la 
privación de efectos de la resolución emitida por el Tribunal Fiscal y, como 
consecuencia de ello, le ordene al Colegiado que vuelva a examinar la controversia y 
expida una nueva resolución. 
 
Por su lado, la pretensión de plena jurisdicción se plantea con el propósito que la 
autoridad jurisdiccional examine directamente el conflicto de fondo, la disputa real 
entre el deudor tributario y la Administración Tributaria, y se pronuncie al respecto. 
Si se formula la pretensión de plena jurisdicción la autoridad jurisdiccional se 
pronuncia respecto al derecho material o el interés tutelado de las partes y no solo 




No obstante las diferencias sustanciales, así como las distintas consecuencias que 
pueden derivar de la pretensión de nulidad y de la pretensión de plena jurisdicción, el 
análisis de las demandas tributarias interpuestas por los deudores como por la 
administración, demuestra que de manera preferente y recurrente se plantean 
pretensiones de nulidad antes que pretensiones  de plena jurisdicción. En otras 
palabras, presentado un conflicto entre un contribuyente y la Administración 
Tributaria, lo que ordinariamente  persiguen los demandantes en un proceso 
contencioso administrativo tributario, no es la solución de la controversia de fondo, 
sino la declaratoria de nulidad de la resolución del Tribunal Fiscal, que en sede 
administrativa se pronuncia. 
 
En efecto, son pocas las demandas que contienen pretensiones de plena jurisdicción 
que, como se ha señalado, persiguen la solución del conflicto de fondo. Por lo 
general, lo que se plantea en las demandas de índole fiscal son pretensiones 
anulatorias que, simplemente, se orientan a lograr la declaración de nulidad de la 
resolución del Tribunal Fiscal y que el órgano jurisdiccional respectivo ordene a 
dicha autoridad examinar nuevamente el conflicto y emitir una nueva resolución. 
 
Para demostrar el uso recurrente de las pretensiones de nulidad en desmedro de las 
pretensiones de plena jurisdicción, vamos a reproducir los textos de algunas de las 
demandas que hemos examinado, donde se evidencia claramente la forma o el tipo 





“ASESORIA Y SERVICIOS TEXTILES PERU SOCIEDAD ANÓNIMA 
CERRADA (´AST´), con Registro Único de Contribuyentes No. 20300617213, 
representada por el señor Carlos Maldonado Puray Jhackson Phil, identificado con 
Documento Nacional de Identidad N° 41010353, según poder adjunto; ambos con 
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domicilio real, para estos efectos, en la Calle Loma Umbrosa No. 369, prolongación 
Benavides, Distrito de Santiago de Surco, Departamento de Lima, y señalando 
domicilio procesal en la Casilla No. 46 del Colegio de Abogados de Lima, Sede 
Palacio de Justicia y Casilla Electrónica No. 121888, a usted respetuosamente 
decimos: 
 
Que, habiendo sido notificados el 25 de julio de 2016 con la Resolución del Tribunal 
Fiscal No. 06171-1-2016; al amparo de lo dispuesto en los artículos 1, 4, 5, 6, 18, 20 
y 28 del Texto Único Ordenado de la Ley que regula el Proceso Contencioso 
Administrativo, aprobado mediante Decreto Supremo No. 013-2008-JUS (en 
adelante, la LPCA), interponemos DEMANDA CONTENCIOSA 
ADMINISTRATIVA contra la Resolución del Tribunal Fiscal No. 06171-1-2016, en 




En virtud de lo dispuesto por el artículo 5 de la LPCA, postulamos como pretensión 
principal (pretensión nulificante), que se declare la nulidad total de la Resolución 
del Tribunal Fiscal No. 06171-1-2016, emitida el 28 de junio de 2016 (´RTF No. 
06171´), notificada el 25 de julio de 2016, por contravenir las normas que se 
señalan a continuación, y, en consecuencia, ordene al Tribunal Fiscal que emita 
nueva resolución teniendo en consideración el arrastre del saldo a favor que se 
reconozca en los Expedientes Nos. 8929-2012 y 12024-2013, que corresponde al 
periodo de enero de 2005 a diciembre de 2009. 
 
Las normas que se han contravenido son las siguientes: 
 
[i] El artículo 25 de la Ley del Impuesto General a las Ventas, que establece el 




[ii] Los artículos 115 y 119 del Código Tributario, que establecen la no 





“TRANSPORTE TRANSZELA SR LTDA  con RUC 20121662737 representado 
por su Gerente General ZELA HUAQUISTO LIDICE ABIGAIL identificado con 
DNI 02420440. Con domicilio fiscal en Jr. Mantaro L.C.N° 1 C.C. Mic Nro. S/N 
(Centro Comercial Micaela Bastidas) – San Román departamento de Puno. Ante Ud. 





PRETENSIÓN PRINCIPAL [sic] 
 
Conforme lo establecido por el artículo 148 de la Constitución Política del Perú y al 
amparo de la ley N° 27584 y teniendo interés y legitimidad para obrar, interpongo 
demanda Contencioso Administrativa en contra la Resolución del Tribunal Fiscal 
Nro. 06210-A-2016 a efecto de que se declare la nulidad de la referida resolución 
por ser contraria a la ley 27444, ley de procedimiento administrativo en  su artículo 
IV artículo 3 numeral 4 y artículo 6 (motivación del acto administrativo), artículo 5 
numeral 5.4 (contenido del acto administrativo), consecuentemente se ordene el 
reconocimiento de mi derecho a un debido procedimiento y una debida motivación 
en las resoluciones emitidas por los órganos administrativos señalados, 







“Nos apersonamos a la instancia a fin de interponer DEMANDA CONTENCIOSO 
ADMINISTRATIVA contra las Resolución del Tribunal Fiscal (RTF) N° 04822-4-




De conformidad con lo previsto en el artículo 5° del TUO de la Ley que regula el 
Proceso Contencioso Administrativo, la presente acción tiene las siguientes 
pretensiones: 
 
1.1. PRETENSIÓN PRINCIPAL  
 
Se declare la NULIDAD de la RTF N° 04822-4-2015, de fecha 19 de mayo de 2015, 
que resolvió revocar la Resolución de Intendencia N° 0230200043546/SUNAT del 
15 de mayo del 2014, que declaró improcedente la solicitud de prescripción de las 
deudas contenidas en la Resolución Parcial de Acotación N° 92-130-501-B-5418 y 
en las Órdenes de Pago N° 024-1-09253 y 024-1-09254, giradas por la omisión al 
pago del Impuesto General a las Ventas de noviembre de 1990, diciembre de 1993 y 
marzo de 1994, y en la Resolución de Multa N° 024-2-11746, emitida por la 
infracción tipificada en el numeral 1) del artículo 178° del Código Tributario. 
 
1.2. PRETENSIÓN ACCESORIA 
 
Al declarar fundada la pretensión principal, solicitamos SE ORDENE AL 
TRIBUNAL FISCAL EMITA NUEVA RESOLUCIÓN confirmando la Resolución 







“Pluspetrol Norte S.A., con RUC N° 20504311342, debidamente representado por 
apoderado judicial Dr. Gonzalo Raffo Moncloa con DNI N° 06671498, según poder 
que se adjunta, con domicilio real en la Av. República de Panamá N° 3055, Piso 8, 
San Isidro, Lima y domicilio procesal en la Casilla CAL N° 1144 (Cuarto Piso del 
Palacio de Justicia de Lima); a usted atentamente decimos: 
 
I. VÍA PROCEDIMENTAL. 
 
Que, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 148° de la Constitución Política 
del Perú, el artículo 157° del Decreto Supremo N° 133-2013-EF (Texto Único 
Ordenado del Código Tributario) y el artículo 25° de la Ley N° 27584 (Ley que 
regula el Proceso Contencioso Administrativo) interponemos la presente 
DEMANDA CONTENCIOSO ADMINISTRATIVA, en la vía del Proceso 




IV. PRETENSIONES POSTULADAS. 
 
1. Pretensión Principal. 
 
De conformidad con lo dispuesto en el inciso 1° del artículo 5° de la Ley N° 27584, 
Ley que regula el Proceso Contencioso Administrativo(2) se declare la NULIDAD 
de la Resolución N° 07241-1-2013 y su Resolución Aclaratoria N° 09093-1-2013 
expedidas por el Tribunal Fiscal, notificadas a nuestra parte el 17 de mayo de 2013 
y el 25 de junio de 2013, respectivamente. 
 
2. Pretensión Accesoria 
 






(2)  Artículo 5.- Pretensiones 
En el proceso contencioso administrativo podrán plantearse pretensiones con el objeto de obtener lo 
siguiente: 





“FÉLIX MAXIMILIANO SULEN LAU, con DNI 17810427, con domicilio real en 
la calle Argentina N° 234- Urb. El Recreo y señalando domicilio procesal en Jr. 
Pizarro N° 552 of. “C”, de esta ciudad, a Ud. Digo:  
[…] 
 
II.-  DEMANDADOS: 
 
Señores Vocales de la Sala Tercera del Tribunal Fiscal, 
1).- Dra. Mariela Casalino Mannarelli, en su condición de Vocal Presidenta; 
2).- Dr. Raúl Queuña Díaz; y. 
3).- Dr. Jorge Orlando Sarmiento Díaz; 
A quienes se les notificarán en La calle Diez Canseco N° 258 – Miraflores – Lima; 
 
2).- [sic] Procurador Público a Cargo de los Asuntos Judiciales del Ministerio de 
Economía y Finanzas, con domicilio legal en Jr. Junín N° 319 – Cercado de Lima, 
que se notificará mediante exhorto.  
 
III.- PETITORIO:  
 
Acreditando Legitimidad para Obrar, recurro a su Despacho, para interponer la 
DEMANDA CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, a fin de que se declare la 
NULIDAD E INSUBSISTENCIA DE LA RESOLUCIÓN DEL TRIBUNAL 
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FISCAL N° 05544-3-2015, de fecha 09-06-15, que “…RESUELVE: CONFIRMAR 
la Resolución de Intendencia N° 0660150000908/SUNAT del 30 de junio del 2014.”, 
expedida por la Sala Tercera del Tribunal Fiscal, consecuentemente, se DECLARE 
LA NULIDAD DE LAS RESOLUCIONES DE DETERMINACIÓN N° 064-003-
0005407 Y 064-003-0005408 Y LAS RESOLUCIONES DE MULTA N° 064-002-
0015571 Y 064-002-0015572, debiendo se sirva DISPONER expresamente el CESE 








De conformidad con lo previsto en el artículo 5° del TUO de la Ley que regula el 
Proceso Contencioso Administrativo, la presente acción tiene las siguientes 
pretensiones: 
 
1.1. PRETENSIÓN PRINCIPAL: 
 
Se declare la NULIDAD PARCIAL de la RTF N° 05029-10-2015, de fecha 22 de 
mayo de 2015, en el extremo que resolvió: 
 
“REVOCAR la Resolución de Intendencia N° 1050140001223/SUNAT de fecha 28 
de noviembre de 2008, respecto a las Resoluciones de Determinación N° 102-003-
0002474 a 102-003-0002482 y las Resoluciones de Multa N° 102-002-0003529, 102-
002-0003530 y 102-002-0003548 a 102-002-003554, en el extremo referido a los 
reparos por existencia laboral y por Aportaciones al Régimen Contributivo de la 
Seguridad Social en Salud de Benedicto Guillen Vásquez, debiendo la 
Administración proceder conforme con lo expuesto en la presente resolución; y, en 
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el extremo referido a las Resoluciones de Multa N° 102-002-0003533 a 102-002-
0003536 y 102-002-0003539 a 102-002-0003543, las que se dejan sin efecto.    
 
1.2. PRETENSIÓN ACCESORIA: 
 
Al declarar fundada la pretensión principal, solicitamos se ordene al Tribunal Fiscal 
emita nueva resolución CONFIRMANDO EN TODOS SUS EXTREMOS la 
Resolución de Intendencia N° 1050140001223/SUNAT de fecha 28 de noviembre 
de 2008, mediante la cual se declaró Infundada la reclamación interpuesta por 
SERVICIOS TURISTICOS PARACAS S.A. y en consecuencia, confirmó y ordenó 
proseguir con la cobranza de las Resoluciones de Determinación N° 102-003-
0002474 A 102-003-0002482, emitidas por las Aportaciones al Régimen 
Contributivo de la Seguridad Social en Salud de enero a setiembre de 2005, y las 
Resoluciones de Multa N° 102-002-0003529 a 102-002-0003536 y 102-002-0003539 
a 102-002-0003558, giradas por la comisión de las infracciones tipificadas en el 
numeral 4) del artículo 176°, numeral 13) del artículo 177° y numeral 1) del artículo 





“SUCESIÓN YONG YUIN ENRIQUE, identificado con RUC N° 15125312575, con 
domicilio real y procesal en Av. La República N° 660, distrito de San Isidro, 
Provincia y Departamento de Lima y debidamente representado por el Sr. Yong Lau 
Tak Gel Jaime identificado con DNI N° 08275225 con domicilio real y procesal en 
Av. La República N° 660, distrito de San Isidro, Provincia y Departamento de Lima, 






Que, al amparo de los artículos 1° y siguientes del Texto Único Ordenado de la Ley 
que Regula el Proceso Contencioso Administrativo, aprobado mediante Decreto 
Supremo N° 013-2008-JUS, concordante con el artículo 157° del Código Tributario, 
aprobado por Decreto Supremo N° 133-2013-EF y el artículo 148° del Constitución 
Política del Perú nos apersonamos a esta instancia a fin de interponer DEMANDA 
CONTENCIOSA ADMINISTRATIVA contra la Resolución del Tribunal Fiscal (RTF) 




De conformidad con lo previsto en el numeral 1 del artículo 5° del Decreto Supremo 
N° 013-2008-JUS la presente acción tiene por objeto que su judicatura declare la 
NULIDAD TOTAL de la Resolución del Tribunal Fiscal (RTF) N° 07168-1-2016 de 
fecha 26 de julio de 2016, que confirma la Resolución de Intendencia N° 





“STAREX INTERNATIONAL S.A.C., con RUC N° 20505969074, debidamente 
representado por su gerente general Don Juan Carlos Laura Maquera, identificado 
con DNI N° 00415037, con domicilio real y procesal en JR. PARURO NRO. 1121 
(ENTRE JR. PUNO Y JR. CUZCO) LIMA – LIMA – LIMA, y con casilla electrónica 




Que, interponemos demanda CONTENCIOSO ADMINISTRATIVA a efectos que 
se declare la NULIDAD TOTAL DE LA RESOLUCIÓN DEL TRIBUNAL 
FISCAL N° 06867-A-2016 de fecha 20 de julio de 2016 emitida por el Tribunal 
Fiscal, notificada con fecha 15 de agosto de 2016, a quien deberá notificársele en su 
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domicilio ubicado en Calle Diez Canseco 258, Miraflores; sobre la base de los 





“Nos apersonamos a la instancia a fin de interponer DEMANDA CONTENCIOSO 
ADMINISTRATIVA contra la Resolución del Tribunal Fiscal (RTF) N° 06571-2-




De conformidad con lo previsto en el artículo 5° del Texto Único Ordenado de la 
Ley que regula el Proceso Contencioso Administrativo (en adelante LPCA), la 
presente acción tiene las siguientes pretensiones: 
 
1.1. PRETENSIÓN PRINCIPAL 
 
Se declare la NULIDAD de la RTF N° 06571-2-2015 de fecha 03 de julio de 2015, 
en cuanto resolvió, por un lado, declarar nula la notificación de los Resultados de 
los Requerimientos N° 1121080000271, 1122080000521, 1122090000094 y 
1122090000181, así como la Resolución de Determinación N° 112-003-0004923 y la 
Resolución de Intendencia N° 1150140001172/SUNAT, en este extremo; y, por otro 
lado, revocar esta última en el extremo referido a las Resoluciones de 
Determinación N° 112-003-0004913 a 112-003-0004922 y 112-003-0004924 a 112-
003-0004937 y las Resoluciones de Multa N° 112-002-0005556 a 112-002-0005569, 
así como declarar nulos tales valores. 
 




Al declarar fundada la pretensión principal, solicitamos SE ORDENE AL 
TRIBUNAL FISCAL EMITA NUEVA RESOLUCIÓN confirmando la resolución 
de intendencia apelada en sede administrativa. 
[…] 
VI. FUNDAMENTOS DE LA PRETENSIÓN ACCESORIA 
 
En el caso de autos, declarada la nulidad de la RTF objeto de demanda, en ejercicio 
de la plena jurisdicción que ostenta, encontrándose los valores impugnados con 
arreglo a derecho, el juez deberá ordenar al Tribunal Fiscal emitir nueva resolución 
confirmando la resolución de intendencia apelada en sede administrativa, toda vez 
que ello implica que dicho órgano debe emitir nuevo pronunciamiento respetando el 
contenido expreso de las normas glosadas, tal y como hemos desarrollado a lo largo 
de la presente demanda”. 
 
 
Lo primero que se constata de los extractos reproducidos es:  
 
1. Que las demandas se dirigen contra el Tribunal Fiscal. 
2. Que la gran mayoría de demandas se dirige contra las resoluciones del Tribunal 
Fiscal.  
3. Que existen demandas que se dirigen contra los vocales del Tribunal Fiscal. 
4. Que ninguna demanda menciona como demandada a la Administración 
Tributaria. 
 
Lo que en segundo lugar se evidencia es, que en los procesos tributarios los 
demandantes plantean centralmente petitorios de nulidad. Considerando los matices 
de los petitorios, se puede observar los siguientes tipos de demanda:  
 
1. Demandas en las que se pide expresamente solo la nulidad de las resoluciones 
del Tribunal Fiscal.     
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2. Demandas en las que se pide la nulidad de las resoluciones del Tribunal Fiscal 
y que el referido Colegiado emita nueva resolución. 
3. Demandas en las que se pide la nulidad de las resoluciones del Tribunal Fiscal, 
que el referido Colegiado emita nueva resolución y para ello tenga en 
consideración los argumentos esgrimidos sobre el conflicto de fondo.      
4. Demandas en las que se pide la nulidad de las resoluciones del Tribunal Fiscal, 
que el referido Colegiado emita nueva resolución y que  se declare la nulidad 
de los actos administrativos de la Administración Tributaria: Resoluciones de 
determinación, órdenes de pago, resoluciones de multa, etc.            
 
Como puede advertirse, en las demandas de índole fiscal se formulan 
recurrentemente pretensiones típicas de nulidad. 
 
Parece entenderse que la disputa o controversia es contra el Tribunal Fiscal y que el 
propósito del proceso contencioso tributario es dejar sin efecto la resolución emitida 
por ese Tribunal. Se cree que el proceso contencioso tributario es un medio para que, 
finalmente, el referido Colegiado examine nuevamente el caso y emita nuevo 
pronunciamiento. 
 
Asimismo, cabe puntualizar que en las demandas examinadas se usan ideas, 
categorías y expresiones propias del enfoque revisor. 
 
Así por ejemplo se declara:  
 
“[…] interponemos la presente DEMANDA CONTENCIOSO 
ADMINISTRATIVA, en la vía del Proceso Especial, contra el Tribunal Fiscal 
[…]”. 
 
“[…] interponemos DEMANDA CONTENCIOSA ADMINISTRATIVA contra la 




“[…] interpongo demanda Contencioso Administrativa contra la Resolución del 
Tribunal Fiscal Nro. 06210-A-2016 a efecto de que se declare la nulidad de la 
referida resolución […]”. 
 
“[…] DEMANDADOS: 
Señores Vocales de la Sala Tercera del Tribunal Fiscal[…]”. 
 
Igualmente se señala: 
 
“[…] PETITORIO. 
[…] postulamos como pretensión principal (pretensión nulificante), que se declare 
la nulidad total de la Resolución del Tribunal Fiscal No. 06171-1-2016, emitida el 
28 de junio de 2016 […]”.  
 
“[…] PRETENSIONES POSTULADAS. 
1.   Pretensión Principal. 
[…] se declare la NULIDAD de la Resolución N° 07241-1-2013 y su Resolución 
Aclaratoria N° 09093-1-2013 expedidas por el Tribunal Fiscal […]”. 
 
“[…] PRETENSIÓN 
[…] la presente acción tiene por objeto que su judicatura declare la NULIDAD 
TOTAL de la Resolución del Tribunal Fiscal (RTF) N° 07168-1-2016 de fecha 26 de 
julio de 2016 […]”. 
 
“[…] PRETENSIÓN PRINCIPAL  
Se declare la nulidad de la RTF N° 04822-4-2015, de fecha 19 de mayo del 2015, 
que resolvió revocar la resolución de intendencia N° 0230200043546/SUNAT del 15 
de Mayo del 2014 […]”. 
 




“[…] en consecuencia, ordene al Tribunal Fiscal que emita nueva resolución […]”. 
 
“[…] ordenándose emitir nuevo pronunciamiento administrativo”. 
 
“[…] PRETENSIÓN ACCESORIA: 
Al declarar fundada la pretensión principal, solicitamos se ordene al Tribunal Fiscal 
emita nueva resolución CONFIRMANDO EN TODOS SUS EXTREMOS la 
Resolución de Intendencia N° 1050140001223/SUNAT de fecha 28 de noviembre 
de 2008 […]”. 
 
“[…] PRETENSIÓN ACCESORIA  
Al declarar fundada la pretensión principal, solicitamos SE ORDENE AL 
TRIBUNAL FISCAL EMITA NUEVA RESOLUCIÓN confirmando la Resolución 
de Intendencia N° 0230200043546/SUNAT […]”. 
  
Esta manera de formular las pretensiones en relación a los conflictos tributarios, 
evidencia una preponderancia del enfoque revisor respecto al enfoque de plena 
jurisdicción. Ello, sin duda, constituye un gran problema de cara a los fines del 
proceso, la tutela jurisdiccional efectiva y la idea misma de justicia. En efecto, si solo 
se pretende la declaración de nulidad de la resolución del Tribunal Fiscal, se está 
negando toda posibilidad real y oportuna que el conflicto de fondo, suscitado entre el 
deudor tributario y la Administración Tributaria, se resuelva y se conceda a cada 
contendiente lo que le corresponda.  
 
Como se ha señalado anteriormente, plantear pretensiones de nulidad genera 
problemas específicos que atentan contra la prestación eficiente y oportuna del 
servicio de justicia. Entre tales problemas podemos mencionar: 
 
1. Se condiciona el desarrollo del proceso en función a la pretensión de nulidad 
planteada. Así, la contestación de la demanda, la fijación de los puntos 
controvertidos, el saneamiento procesal, la actividad probatoria, la opinión 
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fiscal, la audiencia de informe oral, etc., se realizan teniendo en cuenta la 
pretensión anulatoria planteada. 
 
2. Se restringe el pronunciamiento del juez a un pronunciamiento anulatorio que 
consiste en una declaración formal de privación de efectos de la resolución del 
Tribunal Fiscal. 
 
Finalmente, cabe anotar que en relación al planteamiento de las pretensiones se 
presentan en la práctica judicial actual diversas situaciones que generan serios 
problemas en la tramitación de los procesos y la resolución de los conflictos. Tales 
situaciones se refieren a lo siguiente: a. Al planteamiento exclusivo de la pretensión 
de nulidad. b. Al planteamiento de la pretensión de  nulidad pese a que en los 
fundamentos se hace referencia al conflicto de fondo. c. Al planteamiento de 
pretensiones respecto a asuntos que el Tribunal Fiscal no se ha pronunciado. d. Al 
planteamiento de pretensiones distintas a las formuladas ante el Tribunal Fiscal. 
 
 
III.     EL INAPROPIADO CONTENIDO DE LAS SENTENCIAS 
 
La sentencia es el acto jurisdiccional que resuelve el conflicto entre las partes de un 
proceso. 
 
A través de ella se expresa en toda su dimensión la potestad y el deber jurisdiccional. 
La sentencia es un acto de autoridad que, luego de un juicio sobre los argumentos de 
los contendientes, puntos controvertidos, hechos, pruebas, marco normativo 
aplicable, resuelve una disputa de intereses entre las partes de un proceso y 
restablece la armonía que debe reinar entre los sujetos de una comunidad. 
 
En esencia, la sentencia es un acto decisorio de autoridad que materializa el poder-




En el ámbito fiscal, la sentencia no pierde su identidad, entendiéndose como el acto 
jurisdiccional que luego del análisis de los argumentos de las partes,  puntos 
controvertidos, hechos, medios de prueba, marco normativo, resuelve el conflicto de 
intereses de carácter tributario entre el deudor y la Administración Tributaria. Este 
conflicto de intereses está vinculado, al deber de contribuir, las potestades tributarias, 
las obligaciones tributarias, las facultades de la Administración Tributaria, etc. 
 
Como puede observarse, la sentencia es el acto más importante del proceso pues 
materializa los propósitos para los que se inicia y desarrolla éste. En efecto, el 
propósito de un proceso es resolver un conflicto concreto de intereses entre sujetos. 
 
Teniendo en cuenta lo dicho, la trascendencia de la sentencia tributaria radica en que 
a través de ella se resuelve el conflicto de intereses entre el obligado al pago y la 
Administración Tributaria; como se ha señalado, se trata de un conflicto de intereses 
vinculado al tributo. Al resolver tal controversia, la sentencia restablece la 
normalidad que debe mantenerse en las relaciones entre estos dos sujetos. 
 
Como se ha puesto de manifiesto en los puntos anteriormente desarrollados, existen 
dos tipos de sentencias: Las sentencias anulatorias y las sentencias de plena 
jurisdicción. 
 
Las sentencias anulatorias construyen sus fundamentos tomando como objeto de 
análisis la resolución emitida por el Tribunal Fiscal en última instancia 
administrativa. Examinan la conformidad del pronunciamiento administrativo con el 
ordenamiento y deciden  si la resolución del Tribunal Fiscal es nula o carente de 
efectos. Como consecuencia de ello, la sentencia de nulidad ordena al Tribunal Fiscal 
que vuelva a analizar la controversia y emita nuevo pronunciamiento al respecto. 
 
Contrariamente, la sentencia de plena jurisdicción supone la identificación y el 
análisis del conflicto de fondo, de la disputa verdadera entre el deudor tributario y 
Administración Tributaria. Identifica, entre los fundamentos de las pretensiones, la 
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controversia sustantiva y en función a ella analiza los argumentos de las partes, 
evalúa los hechos, valora los medios de prueba, aplica el marco normativo 
correspondiente y, finalmente, decide. 
 
La sentencia de plena jurisdicción no está destinada a “controlar” el 
pronunciamiento del Tribunal Fiscal y disponer su anulación. La sentencia de plena 
jurisdicción, esencialmente, examina el conflicto auténtico y se pronuncia sobre los 
derechos materiales del obligado al tributo o de la Administración Tributaria 
involucrados en la controversia. Como consecuencia del pronunciamiento respecto al 
conflicto de fondo, puede declararse la nulidad de la resolución del Tribunal Fiscal. 
Sin embargo, nótese, que lo fundamental es analizar y emitir pronunciamiento sobre 
el conflicto de origen ente el obligado y la Administración Tributaria.      
 
Como puede observarse, los objetos y propósitos de estos dos tipos de sentencias son 
totalmente distintos. La sentencia anulatoria constituye un examen formal de la 
resolución del Tribunal Fiscal que concluye con su anulación, mientras que la 
sentencia de plena jurisdicción examina el conflicto real entre contribuyente y 
administración tributaria buscando su composición y la normalización de relaciones  
entre estos dos sujetos. 
 
No obstante las diferencias indicadas y las ventajas que pueden resultar de las 
sentencias de plena jurisdicción, el análisis de numerosas sentencias emitidas en los 
procesos tributarios demuestra que los órganos jurisdiccionales tendencialmente 
emiten sentencias anulatorias.  
 
En efecto, debido al enfoque con que abordan los procesos tributarios, los jueces 
están expidiendo sentencias que se concretan a declarar la nulidad de la resolución 
del Tribunal Fiscal impugnada y a disponer que el Colegiado reexamine la 




El examen de diversos pronunciamientos pone en evidencia que los órganos 
jurisdiccionales, en buena parte de los casos,  no está emitiendo sentencias que 
examinen y resuelvan la controversia de fondo entre obligado a la prestación 
tributaria y Administración. Es decir, no están resolviendo lo que efectivamente 
interesa a  las partes y al servicio de justicia, concretándose a declarar la nulidad de 
la resolución del Tribunal Fiscal evaluada y a exigirle a éste Colegiado que emita 
nueva resolución. 
 
Para demostrar ello, en seguida procederemos a reproducir textualmente la parte 





Tema: Beneficio de reintegro tributario por el ingreso de bienes a la Región Selva. 
 
“III. PARTE RESOLUTIVA: 
 
Por los fundamentos expuestos y administrando Justicia a nombre de la Nación, el 
Magistrado del […] Juzgado Especializado en lo Contencioso Administrativo sub 




1. Declarando FUNDADA la demanda interpuesta por la demandante 
SUPERINTENDENCIA NACIONAL DE ADUANAS Y DE 
ADMINISTRACIÓN  TRIBUTARIA – SUNAT mediante su Procuraduría 
Pública, contra el TRIBUNAL FISCAL y la empresa FERIA ORIENTE S.A.C., 




 Declaro la NULIDAD PARCIAL de la Resolución del Tribunal Fiscal número 
015596-2-2013 emitida en fecha once de octubre del años dos mil catorce, en 
el extremo que revoca la Resolución de Intendencia número 125-014-
0000743/SUNAT de fecha veintisiete de junio del dos mil siete, en el extremo 
referido a las Facturas números: 081-00261197, 081-00261230, 081-
00261231, 081-00258010, 081-00257430, 081-00257431, 085-00256501, 081-
00261545, 081-00261972, 081-00261974, 085-00263041, 085-00256538, 085-
00256500, 081-00259520, 0081-00261543 y 0081-00261255. 
 
 ORDENO a la Segunda Sala del Tribunal Fiscal CUMPLA, dentro del plazo 
de CINCO DÍAS y bajo apercibimiento de poner en conocimiento del 
Ministerio Público para el inicio del proceso penal correspondiente, con emitir 
nueva resolución declarando infundada la apelación interpuesta por el 
contribuyente FERIA ORIENTE S.A.C., en el extremo que REVOCA la 
Resolución de Intendencia número 125-014-0000743/SUNAT “en los demás 
que contiene” referida a las Facturas números: 081-00261197, 081-00261230, 
081-00261231, 081-00258010, 081-00257430, 081-00257431, 085-00256501, 
081-00261545, 081-00261972, 081-00261974, 085-00263041, 085-00256538, 
085-00256500, 081-00259520, 0081-00261543 y 0081-00261255. Tomando en 
consideración lo señalado en la presente sentencia. 
 





Tema: Omisión de retención a no domiciliado y no presentación de declaración. 
 
“III.   PARTE RESOLUTIVA: 
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Por las razones expuestas la […] Juez del […] Juzgado Especializado en lo 
Contencioso Administrativo con Sub Especialidad en Temas Tributarios y 
Aduaneros, Administrando Justicia a Nombre de la Nación: 
 
SE RESUELVE:  
 
1. Declarar FUNDADA en parte la demanda interpuesta por la TECHINT 
SOCIEDAD ANONIMA CERRADA contra el TRIBUNAL FISCAL y la 
SUPERINTENDENCIA NACIONAL DE ADUANAS Y DE 
ADMINISTRACIÓN TRIBUTARIA, sobre Acción Contencioso 
Administrativo; en consecuencia: 
 
1.1. NULA Resolución del Tribunal Fiscal 08808-3-2009 de fecha ocho de 
setiembre de dos mil nueve, en el extremo que confirma la Resolución de 
Intendencia número 1050140000449/SUNAT, respecto a las Resoluciones de 
Multa números 102-002-0001782 al 102-002-0001787. 
 
1.2. Otórguese un plazo de QUINCE DÍAS al Tribunal Fiscal para que cumpla 
con emitir nueva resolución, conforme a las consideraciones de la presente 
sentencia. 
 
2. Declarar INFUNDADA la demanda en el extremo que la resolución 
impugnada confirma la Resolución de Intendencia número 
1050140000931/SUNAT, respecto a la Resolución de Multa número 102-
002-0003650. 
3. Declarar IMPROCEDENTE la demanda respecto de las pretensiones 
accesorias incorporadas vía ampliación de la demanda. 
4. DISPONER que la presente sentencia sea notificada a la Cuarta Fiscalía 
Provincial Civil de Lima. 
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5. DISPONER que el presente proceso se archive definitivamente, una vez quede 
consentida o ejecutoriada la presente sentencia; SIN COSTAS NI COSTOS 





Tema: Clasificación arancelaria de “Kaoamin 12”. Liquido formado a base de 
aminas que se usa para formar un aditivo que permita la adherencia de los agregados 
con el asfalto.   
 
“III. PARTE RESOLUTIVA: 
 
Por los fundamentos expuestos, administrando justicia a nombre de la Nación, la 
[…] Jueza del […] Juzgado Especializado en lo Contencioso Administrativo de 
Lima, con Sub Especialidad en temas Tributarios y Aduaneros, FALLA: 
DECLARANDO FUNDADA la demanda obrante de folios 223 a 240; y en 
consecuencia: NULA la Resolución del Tribunal Fiscal N°00521-A-2014, de fecha 
10 de enero de 2014, y SE ORDENA que el Tribunal Fiscal emita nueva resolución 
administrativa. En los seguidos por BITUMENES DEL PERU S.A.C. contra el 





Tema: Determinación del Impuesto a la Renta sobre base presunta. 
 
“III. PARTE RESOLUTIVA: 
 
Por las consideraciones precedentes, la […] Juez del […] Juzgado Contencioso 






1. Declarar FUNDADA la demanda, obrante de fojas quince a cuarenta, en los 
seguidos por Superintendencia Nacional de Aduanas y Administración 
Tributaria – SUNAT contra el Tribunal Fiscal e Industria Ferretera 
Constructora Sociedad Anónima Cerrada, en consecuencia; 
 
2. DECLARAR la Nulidad de la Resolución del Tribunal Fiscal número 05653-
8-2014 de fecha 9 de mayo del 2014 en cuanto dispone Revocar la Resolución 
de Intendencia número 0260140025532/SUNAT de fecha 28 de agosto de 
2007, en el extremo referido a las Resoluciones de Determinación número 024-
003-0010332 y 024-003-0010334 a 024-003-0010343 y las Resoluciones de 
Multa número 024-002-0033143 y 024-002-0033145 a 024-002-0033154 y 
dejar sin efecto los citados valores, por los argumentos expuestos 
precedentemente: 
 
3. ORDENAR que el Tribunal Fiscal emita nuevo pronunciamiento, declarando 
la nulidad de la Resolución de Intendencia número 0260140025532/SUNAT de 
fecha 28 de agosto del 2007, en el extremo referido a las Resoluciones de 
Determinación número 024-003-0010332 y 024-003-0010334 a 024-00-
0010343 y las Resoluciones de Multa número 024-002-0033143 y 024-002-
0033145 a 024-002-0033154 y dejar sin efecto los citados valores, 
disponiendo que la Administración Tributaria realice nuevamente el 









“III.  DECISIÓN. 
 
Estando a las consideraciones expuestas, con el dictamen fiscal, y, A nombre de la 
Nación la Juez del […] Juzgado Permanente Contencioso Administrativo: 
FALLA: Declarando FUNDADA la demanda presentada por Superintendencia 
Nacional de Administración Tributaria – SUNAT, sobre Acción Contencioso 
Administrativo contra el Tribunal Fiscal y otra, en consecuencia NULA la RTF N° 
14909-3-2011 que resolvió revocar la Resolución de Intendencia N° 0150140004978 
del 28 de abril del 2006, en el extremo referido a la determinación por pagos a 
cuenta y regularización del Impuesto a la Renta del ejercicio 2003, así como 
respecto de las Resoluciones de Multa N° 012-002-0007374 a 012-002-0007386, 
debiendo el Tribunal Fiscal emitir un nuevo pronunciamiento conforme a Ley, y, en 
consecuencia, se declara la validez de la Resolución de Intendencia N° 
0150140004978, debiendo entenderse como válida la precitada resolución hasta que 
el Tribunal Fiscal emita nuevo pronunciamiento conforme a los lineamientos 





Tema: Aplicación a DHL (empresa de servicios de entrega rápida) el Régimen de 




Declarando FUNDADA la demanda, de fojas veintiuno al cuarenta y dos, 
subsanada a fojas cincuenta; en consecuencia NULA la Resolución del Tribunal 
Fiscal N° 16403-A-2013 del veintinueve de octubre del dos mil trece; y se ORDENA 
al Tribunal Fiscal emitir resolución resolviendo el fondo del asunto e 
IMPROCEDENTE en el otro extremo; en los seguidos por la 
SUPERINTENDENCIA NACIONAL DE ADUANAS Y ADMINISTRACIÓN 
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TRIBUTARIA – SUNAT contra DHL EXPRESS PERÚ S.A.C. y el TRIBUNAL 
FISCAL sobre acción contencioso administrativa”.  
 
 
Expediente 3785-2011   
 
Tema: Multa por evadir control aduanero 
 
“[…] por las consideraciones expuestas REVOCARON la sentencia apelada, 
resolución número once, del veintisiete de noviembre del dos mil trece, obrante de 
folios ciento cuarentisiete a ciento cincuentisiete, por la que se declara fundada la 
demanda, y REFORMÁNDOLA, declararon FUNDADA EN PARTE LA 
DEMANDA, en consecuencia, NULA la Resolución del Tribunal Fiscal número 
02878-A-2011, del veintitrés de febrero del dos mil once, y ORDENARON el 
reenvío de lo actuado en sede administrativa al Tribunal Fiscal, a fin de que emita 
nuevo pronunciamiento sobre el recurso de apelación que interpusiera el 
administrado Andrés Jorge Sánchez Vargas contra la Resolución de Intendencia 
número 154 3I0000/2010-000423, del veinte de julio del dos mil diez; e 
IMPROCEDENTE LA DEMANDA en lo que atañe a la pretensión accesoria 
postulada. En los seguidos por la Superintendencia Nacional de Aduanas y de 
Administración Tributaria – SUNAT contra el Tribunal Fiscal y Andrés Jorge 
Sánchez Vargas, sobre nulidad de resolución administrativa y otra. Notifíquese y 
devuélvase oportunamente al Juzgado de origen”. 
 
Lo primero que se constata de los fallos reproducidos, es que las sentencias en los 
procesos tributarios disponen una diversidad de mandatos. Centrados en la 
declaratoria de nulidad de las resoluciones del Tribunal Fiscal, los fallos incorporan 
una serie de mandatos diversos que, sin embargo, no resuelven el conflicto de fondo. 




1. Sentencias que se limitan a declarar la nulidad de las resoluciones del Tribunal 
Fiscal. 
2. Sentencias que declaran la nulidad de las resoluciones del Tribunal Fiscal y 
ordenan emitir nuevo pronunciamiento.  
3. Sentencias que declaran la nulidad de las resoluciones del Tribunal Fiscal, 
ordenan emitir nuevo pronunciamiento y exigen que tal pronunciamiento se 
emita conforme a ley. 
4. Sentencias que declaran la nulidad de las resoluciones del Tribunal Fiscal, 
ordenan emitir nuevo pronunciamiento y exigen que tal pronunciamiento se 
emita conforme a los considerandos de la sentencia. 
5. Sentencias que declaran la nulidad de las resoluciones del Tribunal Fiscal, 
ordenan emitir nuevo pronunciamiento e imponen el sentido de la nueva 
resolución del referido Colegiado.  
6. Sentencias que declaran la nulidad de las resoluciones del Tribunal Fiscal, 
ordenan emitir nuevo pronunciamiento y exigen que se declare la nulidad de 
las resoluciones que resolvieron las reclamaciones.  
7. Sentencias que declaran la nulidad de las resoluciones del Tribunal Fiscal, 
ordenan emitir nuevo pronunciamiento y exigen que se declare la nulidad de 
los actos de la Administración Tributaria: Resoluciones de determinación, 
órdenes de pago, resoluciones de multa, etc. 
8. Sentencias que declaran la nulidad de las resoluciones del Tribunal Fiscal, 
ordenan emitir nuevo pronunciamiento y exigen expedir pronunciamiento 
sobre el fondo del asunto.  
 
Como puede constatarse de las muestras transcritas, buena parte de las sentencias de 
los órganos jurisdiccionales están inspiradas en la concepción revisora o anulatoria 
del proceso tributario. Pareciera entenderse que los deudores tributarios contienden 
contra el Tribunal Fiscal y que la finalidad para la que se ha instaurado el proceso 





Los fallos mostrados ponen en evidencia que las sentencias utilizan ideas, categorías 
y expresiones propias del enfoque revisor.  
 
Así, se señala por ejemplo:  
 
“SE RESUELVE: 1.- Declarar fundada en parte la demanda interpuesta por   
TECHINT SOCIEDAD ANÓNIMA CERRADA contra el TRIBUNAL FISCAL […]”. 
 
Igualmente se afirma: 
 
“FALLA: Declarando FUNDADA la demanda obrante de folios 223 a 240; y en 
consecuencia: Nula la resolución del Tribunal Fiscal N° 00521-A-2014, de fecha 10 
de Enero de 2014”. 
 
En relación a la pretensión accesoria, consistente en que el Tribunal Fiscal emita 
nueva resolución,  las sentencias revisoras se expresan de este modo: 
 
“NULA la Resolución del Tribunal Fiscal N° 16403-A-2013 del veintinueve de 
octubre del dos mil trece; y se ORDENA al Tribunal Fiscal emitir resolución  
resolviendo el fondo del asunto”. 
 
“Ordeno a la Segunda Sala del Tribunal Fiscal CUMPLA, dentro del plazo de 
CINCO DIAS y bajo apercibimiento de poner en conocimiento del Ministerio 
Público para el proceso penal correspondiente, con emitir nueva resolución 
declarando infundada la apelación interpuesta por el Contribuyente FERIA 
ORIENTE S.A.C., en el extremo que REVOCA la Resolución de Intendencia 
Número 125-014-0000743/SUNAT”. 
 
“Otórguese un plazo  de QUINCE DÍAS  al Tribunal Fiscal para que cumpla con 




“NULA la Resolución del Tribunal Fiscal número 02878-A-2011, del veintitrés de 
febrero del dos mil once, y ORDENARON el reenvío de lo actuado en sede 
administrativa al Tribunal Fiscal, a fin de que emita nuevo pronunciamiento sobre el 
recurso de apelación que interpusiera el administrado Andrés Jorge Sánchez Vargas 
contra la Resolución de Intendencia número 154 3I0000/2010-000423”. 
 
 
Como puede advertirse en muchos de los procesos tributarios se están expidiendo 
sentencias de nulidad en desmedro de las sentencias de plena Jurisdicción. 
 
Los órganos jurisdiccionales tienden a efectuar un examen de legalidad de las 
resoluciones del Tribunal Fiscal y a ordenar que se emita nuevo pronunciamiento, en 
lugar de identificar, analizar y resolver la cuestión de fondo. 
 
Esta manera de pronunciarse sobre las demandas y de expedir sentencias, niega toda 
posibilidad de resolver el conflicto real, la disputa auténtica entre el obligado a la 
prestación tributaria y administración, que es la razón por la que los demandantes 
invocan tutela jurisdiccional efectiva. En efecto, la expedición de sentencias 
anulatorias evita que el órgano jurisdiccional respectivo se pronuncie sobre los 
derechos materiales o los intereses específicos, tanto del deudor como de la 
Administración Tributaria, comprometidos en la controversia. 
 
Esta manera de decidir las causas tributarias es incompatible con los fines del 
proceso, la tutela jurisdiccional efectiva y la idea de justicia, en la medida que al 
concretarse a declarar la nulidad de la resolución del Tribunal Fiscal y ordenar que  
reexamine el caso, los órganos jurisdiccionales están renunciando a resolver el 
conflicto de fondo entre el contribuyente y la Administración Tributaria.  Asimismo, 
están renunciando al ejercicio pleno de sus potestades jurisdiccionales y están 
incumpliendo el deber que les impone el ordenamiento, consistente en componer las 




En efecto, las sentencias anulatorias no responden a los propósitos por lo que los 
deudores tributarios (y en su caso la Administración Tributaria) acuden a los órganos 
jurisdiccionales; propósitos que no son otros que la solución fundamentada y 
oportuna de los conflictos de intereses relativos al tributo. 
 
Adicionalmente a tales inconvenientes, en relación a las sentencias de índole fiscal, 
se han observado algunos otros problemas específicos. Entre ellos se puede 
mencionar a los siguientes: 
 
Examinadas las sentencias expedidas por los órganos jurisdiccionales con sub 
especialidad tributaria, se evidencia una tendencia a controlar la motivación de las 
resoluciones del Tribunal Fiscal. Como consecuencia de este examen de motivación, 
los órganos jurisdiccionales “encuentran” que las resoluciones del referido 
colegiado no están debidamente motivadas, razón por la cual terminan declarándolas 
nulas. 
 
Un segundo problema que se evidencia en las sentencias examinadas, es que 
contienen en su parte considerativa referencias en favor de la  plena jurisdicción, sin 
embargo, cuando se decide, se emiten fallos anulatorios, es decir, fallos que no 
resuelven el asunto de fondo, sino, solo declaran la nulidad de las resoluciones 
respectivas del Tribunal Fiscal. 
 
Asimismo, se evidencia en los órganos jurisdiccionales una concepción rígida del 
principio de congruencia procesal que da lugar a que las sentencias que expidan sean 
tendencialmente sentencias de nulidad. En efecto, adscritos a una concepción rígida 
del principio de congruencia procesal, los órganos jurisdiccionales, cuando los 
demandantes plantean como pretensión la declaración de nulidad de las resoluciones 
del Tribunal Fiscal, “no tienen otra salida” que expedir sentencias anulatorias que 





Como se ha reseñado a lo largo de este capítulo, cuando se expiden sentencias 
anulatorias de las resoluciones del Tribunal Fiscal, se produce una serie de efectos 
negativos en relación a los fines del proceso y las satisfacciones reales que persiguen 
los contendientes. Entre tales efectos negativos se pueden mencionar a los siguientes: 
 
1. Las sentencias anulatorias se concretan a disponer la privación de efectos de las 
resoluciones del Tribunal Fiscal impugnadas y a ordenar al Colegiado que 
reexamine la controversia y emita nuevo pronunciamiento. La sentencia de 
nulidad no analiza ni resuelve el problema de fondo entre obligado y 
Administración Tributaria, lo cual, evidentemente, no resulta compatible con 
los fines que persigue el proceso: Resolución de conflictos, vigencia del 
ordenamiento y paz social en justicia. 
2. Se produce un retorno innecesario de la controversia al Tribunal Fiscal para 
que este vuelva a examinar el caso y emita nuevo pronunciamiento. 
3. Los nuevos pronunciamientos del Tribunal Fiscal pueden demorar. 
4. Los nuevos pronunciamientos del Tribunal Fiscal pueden dar lugar a otros 
procesos contenciosos administrativos. 
5. Al devolver la controversia al Tribunal Fiscal y existir la posibilidad de 
impugnar vía demanda contencioso administrativa estos nuevos 




IV.   LA INCONVENIENTE EXIGENCIA DEL AGOTAMIENTO DE LA 
VÍA ADMINISTRATIVA 
 
Uno de los requisitos típicos para el inicio del proceso contencioso administrativo, es 
el agotamiento  de la vía administrativa. Cuando se ventilan controversias de índole 
fiscal, esta exigencia se torna más severa aún en la medida que no existe proceso 





Concretamente ¿En qué consiste el agotamiento de la vía administrativa en materia 
tributaria? El agotamiento consiste en haber recorrido todo el íter del procedimiento 
previsto en sede administrativa y haber obtenido resolución final. En otras palabras, 
el agotamiento significa haber impugnado una actuación de la Administración 
Tributaria vía reclamación, luego a través de una apelación y, finalmente, haber 
obtenido una resolución del Tribunal Fiscal. En general, agotar la vía administrativa 
significa iniciar e intervenir en el procedimiento contencioso tributario y obtener una 
decisión final del Tribunal Fiscal. 
 
Cabe aclarar que en algunos casos calificados como “administrativos” el 
procedimiento previo se desarrolla ante órganos de la propia Administración 
Tributaria, quienes conocen la reclamación y apelación y emiten resolución final. 
  
El agotamiento se fundamenta en la necesidad de resolver, de manera  expeditiva y 
especializada, los conflictos entre los administrados y la administración, en la propia 
sede administrativa.  
 
Se ha instaurado un procedimiento previo y se exige el agotamiento del mismo con el 
propósito de que en la propia vía administrativa se resuelva el conflicto entre el 
deudor tributario y la Administración Tributaria por un órgano especializado e 
independiente como el Tribunal Fiscal. Teniendo en cuenta ello, se sostiene que el 
procedimiento previo es una garantía de los administrados. 
 
Como se ha indicado, lo que actualmente rige en relación a las controversias de 
índole fiscal es la exigencia del agotamiento obligatorio de la vía administrativa. Es 
decir, en los procesos tributarios se exige necesariamente, sin excepción alguna, que 
se haya agotado la vía administrativa, ya sea con resolución del Tribunal Fiscal o de 
los órganos respectivos de la Administración Tributaria, cuando corresponda. En 
caso no se cumpla con demostrar tal requisito, se declara improcedente la demanda. 
Como puede observarse, esta manera de organizar la solución de los conflictos 
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relativos al tributo, condiciona el acceso a la jurisdicción y el inicio de los procesos 
tributarios, al agotamiento de la vía administrativa.   
 
En la práctica judicial, esta exigencia de obligatorio agotamiento de la vía 
administrativa se relaciona con la idea tradicional que lo que se “revisa” o 
“controla” en el proceso contencioso administrativo tributario es la resolución 
emitida por el Tribunal Fiscal.  
 
Desde este enfoque, se entiende  que el objeto de control, el  objeto del proceso, es el 
acto administrativo emitido por el Tribunal Fiscal, de allí que resulta indispensable 
agotar la vía administrativa para obtener la respectiva resolución de este Colegiado. 
Desde esta perspectiva, no se puede concebir el proceso tributario si no hay 
pronunciamiento del Tribunal Fiscal o del órgano respectivo de la Administración 
Tributaria, cuando corresponda. 
 
Esta manera de entender el agotamiento y el propio proceso tributario, genera una 
serie de problemas en relación a la solución de las controversias de carácter fiscal. 
 
En principio, la exigencia de necesario agotamiento parte de entender que la solución 
de las controversias tributarias se realiza en dos etapas, la primera administrativa y la 
segunda judicial, esta última destinada a realizar un examen del acto administrativo 
con el que se agotó la vía. Se trata de revisar el contenido de la resolución del 
Tribunal Fiscal, de verificar su conformidad con el ordenamiento y decidir si es nulo 
o no. Como puede advertirse, esta perspectiva se concreta a la revisión de la 
regularidad formal del acto que agota la vía administrativa, más no se centra  en el 
análisis del conflicto real ni en la solución del mismo. 
 
De otro lado, puede ocurrir, por diversas razones, que el pronunciamiento de 
Tribunal Fiscal no aborde el problema de fondo entre contribuyente y 
Administración Tributaria, o lo haga parcialmente. En esta circunstancia, el examen 
formal del acto y su eventual declaratoria de nulidad resultan insuficientes en la 
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medida que no se orientan a resolver la controversia real, subyacente, que es la razón 
de ser de todo proceso judicial. 
 
Considerando lo hasta aquí expresado, se puede afirmar que la exigencia de 
imprescindible agotamiento es promovida por una concepción revisora o anulatoria 
del proceso contencioso tributario que persigue la revisión de la regularidad formal 
de las resoluciones del Tribunal Fiscal, el control de lo tramitado en sede 
administrativa, la anulación del pronunciamiento y la emisión de una nueva 
resolución por el referido Tribunal. Ello, como se ha repetido varias veces, resulta 
incompatible con los fines del proceso, la tutela jurisdiccional efectiva y la idea 
básica de justicia, en la medida que no persigue la solución real  y oportuna del 
conflicto, no obstante que ello es la razón por la que las partes ponen en marcha la 
maquinaria judicial. 
 
Este problema de omisión de tutela efectiva y oportuna vinculado a la exigencia de 
agotamiento de la vía administrativa, recrudece cuando, como lo demuestran los 
hechos, el Tribunal Fiscal: 
 
1. Evidencia significativos retrasos en la tramitación de sus procedimientos. 
2. Incurre en tardía emisión de resoluciones respecto a las controversias que 
conoce. 
3. No se pronuncia sobre la controversia de fondo entre el contribuyente y la 
Administración Tributaria. 
4. Declara improcedencias. 
5. Declara que no es competente para pronunciarse sobre las controversias en las 
que corresponde efectuar control constitucional. 
6. Expide reiterativamente resoluciones declarando infundadas las apelaciones 
respecto a controversias conocidas o recurrentes. 
 
Considerando todo lo desarrollado, se evidencia que la exigencia de agotamiento 
inexorable resulta en varios casos inconveniente, en la medida que se vincula y es 
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justificada por una concepción revisora del proceso, incompatible con el  verdadero 
propósito del proceso contencioso tributario que es la solución efectiva y oportuna de 
los controversias sustantivas entre los contribuyentes y la Administración Tributaria. 
 
 
V.  RESTRICCIONES EN MATERIA PROBATORIA 
 
La actividad probatoria está constituida por un conjunto de actuaciones respecto a los 
medios de prueba y a su propósito de acreditar algo. La actividad probatoria implica 
actuaciones como la identificación de los medios probatorios, su ofrecimiento, 
admisión, actuación, valoración, etc. 
 
En ese contexto, los medios probatorios son elementos que tienen el propósito de 
acreditar un hecho, una alegación, una afirmación y en general cualquier suceso 
relevante vinculado a la controversia materia del proceso. 
 
En relación a ello, cabe anotar que el derecho a probar es un derecho fundamental, 
manifestación del derecho de defensa y del derecho a la tutela jurisdiccional efectiva 
(Priori 2009: 216). 
 
Teniendo en cuenta lo expresado, lo que en principio corresponde poner en 
evidencia, en relación a la problemática de la prueba en el proceso contencioso 
tributario, es que el enfoque con el que se aborda dicho proceso incide directamente 
en la actividad probatoria. Es decir, la realización, la intensidad y los alcances de la 
actividad probatoria dependerán de la perspectiva revisora o de plena jurisdicción 
con que se lleve adelante el proceso tributario específico. 
 
Contrariamente a lo que ocurre con la plena jurisdicción, si se inicia y desarrolla un 
proceso tributario con un enfoque revisor, se generan una serie de problemas y 





1. Se sostiene que la actividad probatoria en el proceso contencioso tributario está 
restringida a las actuaciones incorporadas en el procedimiento administrativo. 
Dicha concepción se encuentra tan consolidada en nuestro medio que ha sido 
recogida expresamente en nuestro ordenamiento. En efecto, el artículo 30°, 
primer párrafo, del TUO de Ley N° 27584, Ley que Regula el Proceso 
Contencioso Administrativo señala expresamente: “En el proceso contencioso 
administrativo, la actividad probatoria se restringe a las actuaciones 
recogidas en el procedimiento administrativo”. En base a este dispositivo, se 
ha interpretado que los únicos medios de prueba admisibles en el proceso 
tributario son aquellos contenidos en el expediente administrativo. 
 
Esta regla, que sin duda se inspira en una concepción revisora del proceso 
contencioso tributario, constituye una evidente limitación de la actividad  
probatoria pues impide que se identifiquen, ofrezcan, califiquen y valoren 
medios probatorios no recogidos en el procedimiento administrativo; medios 
probatorios que por su contenido, pertinencia o idoneidad pueden servir para 
acreditar un  hecho o una alegación vinculada a la materia en disputa y, por lo 
tanto, resultar indispensables para resolver la controversia. 
 
Restringir la actividad probatoria a los elementos de prueba contenidos en el 
expediente administrativo, constituye una limitación que atenta contra los 
propósitos que persiguen los medios probatorios e impide que se cumpla con la 
finalidad del proceso tributario, que es la adecuada composición del conflicto 
que se presenta entre el deudor y la Administración Tributaria. 
 
2. Se impide al demandante o al demandado ofrecer en el proceso medios de 
prueba distintos a los contenidos en el expediente administrativo. Al respecto 
cabe señalar que no todas las pruebas relativas a un conflicto han podido ser 
presentadas en el procedimiento administrativo o se encuentran incorporadas 
en el expediente administrativo. Existen elementos probatorios que, no 
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obstante no estar incorporados en el expediente administrativo, por su 
contenido e idoneidad, son necesarios presentarlos y valorarlos para poder 
resolver adecuadamente la controversia. Impedir que las partes ofrezcan en el 
proceso elementos probatorios no contenidos en el expediente administrativo, 
constituye una evidente vulneración de su derecho fundamental a probar y, con 
él, de sus derechos de defensa, debido proceso y tutela jurisdiccional efectiva. 
 
3. Otro asunto en el que incide negativamente la concepción revisora del proceso 
tributario es en lo relativo a la prueba de oficio. Como desde esta concepción el 
propósito del proceso tributario es revisar la regularidad formal de los 
pronunciamientos del Tribunal Fiscal, se afirma que no es necesario la 
incorporación y valoración de ningún otro medio probatorio distinto a los 
contenidos en el expediente administrativo. Ello, sin duda, constituye una 
limitación de las potestades propias de la función jurisdiccional y un evidente  
impedimento para la solución idónea del conflicto que es la razón de ser del 
proceso. 
 
Cabe señalar al respecto, que cuando un juez estudia un caso pueden aparecer 
cuestiones, hechos y situaciones que necesitan ser averiguados y acreditados 
para resolver la controversia. Prohibir o restringir que un juez disponga de 
oficio la presentación o actuación de medios probatorios no contenidos en el 
expediente administrativo, significa eliminar toda posibilidad que la 
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En este tercer capítulo, corresponde plantear propuestas concretas de solución 
respecto a la problemática de la plena jurisdicción en el proceso contencioso 
tributario, dar respuesta a las cuestiones que motivaron la investigación y formular 
las contribuciones centrales de la tesis. 
 
En cada punto del capítulo, partiremos reseñando los problemas específicos que 
enfrenta la plena jurisdicción para luego formular las respectivas propuestas de 
solución. En la parte final del capítulo, nos ocuparemos de lo que el enfoque de plena 
jurisdicción demanda de los jueces y del Poder Judicial. 
 
 
I. LA PLENA JURISDICCIÓN EN LUGAR DEL ENFOQUE REVISOR 
 
Como se ha indicado, iniciaremos exponiendo los problemas que genera el enfoque 
revisor para luego formular las alternativas de solución. 
 
Desde el enfoque revisor, los procesos tributarios son planteados y tramitados con el 
propósito de examinar la regularidad de las resoluciones que en última instancia 
administrativa expide el Tribunal Fiscal. Una vez que se determine que la resolución 
del Tribunal Fiscal se ha expedido contraviniendo el ordenamiento, el enfoque 
revisor dispone que se declare la nulidad de la respectiva resolución, sin 
pronunciamiento respecto de los derechos materiales o intereses del favorecido por la 
sentencia. Declarada la nulidad, se ordena al Tribunal Fiscal que emita nueva 
resolución.  
 
Esta forma de abordar las controversias fiscales ha echado raíces firmes entre los 
operadores y, consecuentemente, en nuestra práctica judicial. Precisamente por ello, 
buena parte de los conflictos que se conocen en los órganos jurisdiccionales de la sub 
especialidad tributaria y aduanera son planteados, tramitados y resueltos desde la 




Conforme a lo referido, una de las deficiencias centrales del enfoque revisor es que 
no resuelve el problema de fondo, la disputa material, entre el deudor tributario y 
Administración Tributaria. Al centrarse en evaluar la regularidad formal del 
pronunciamiento del Tribunal Fiscal, el juez que aborda los conflictos tributarios con 
un enfoque revisor o anulatorio, no se pronuncia sobre los derechos materiales de las 
partes o los intereses concretos que han motivado el conflicto, negando de este modo 
la tutela jurisdiccional, en cuya ansiada búsqueda, los justiciables recurren a los 
tribunales.  
 
Otro de los problemas que genera el enfoque anulatorio, tiene que ver con el retorno 
innecesario de la controversia al Tribunal Fiscal. En efecto, cuando la sentencia 
anulatoria dispone además que el Tribunal Fiscal emita nuevo pronunciamiento, se 
produce una devolución innecesaria de la contienda a instancia administrativa. Ello, 
sin duda, evidencia una seria deficiencia conceptual respecto a la razón de ser del 
proceso tributario, pero además genera retrasos inaceptables para la solución efectiva 
del conflicto. 
 
En relación a ello, cabe añadir que la emisión del nuevo pronunciamiento puede 
tomar prolongados períodos de tiempo, similares a los que el Tribunal Fiscal requiere 
ordinariamente para expedir sus resoluciones. 
 
A este problema, se suma la posibilidad que el nuevo pronunciamiento del colegiado 
administrativo sea discutido en un segundo proceso contencioso administrativo en el 
Poder Judicial, con la duración de tiempo que ello implica. 
 
Como puede observarse, abordar los conflictos tributarios desde una perspectiva 
anulatoria, disponiendo su devolución al Tribunal Fiscal para que éste emita nuevo 
pronunciamiento, retrasa y extiende desmesuradamente la solución efectiva de la 
disputa entre las partes y, de este modo, da lugar a una prestación deficiente del 




Teniendo en cuenta su naturaleza, respecto al tributo se presentan intereses disímiles. 
Precisamente por ello, en la relación entre deudores tributarios y Administración 
Tributaria se generan una serie de conflictos. Dichos conflictos, por lo general, tienen 
que ver con el deber de contribuir, las obligaciones tributarias, potestades fiscales, 
actuaciones, facultades y responsabilidades de la Administración Tributaria, 
infracciones y sanciones, etc. Cuando se presenta una controversia de índole fiscal, lo 
que en realidad ocurre es una disputa concreta, real, entre contribuyente y 
Administración Tributaria en relación al tributo. 
 
La institución establecida para resolver dichas controversias es el proceso tributario, 
que en nuestro ordenamiento toma el nombre de proceso contencioso tributario.  
 
Lo que en efecto debe resolver o componer un proceso tributario es, precisamente, la 
discordia sustantiva que se presenta entre deudor tributario y Administración 
Tributaria. Sin embargo, ocurre que cuando el proceso se aborda desde una 
perspectiva anulatoria no se resuelve el conflicto de fondo, la controversia sustantiva, 
entre el deudor y la Administración Tributaria. En ese sentido, el enfoque revisor 
resulta insuficiente para solucionar los conflictos de carácter tributario. 
 
Como una opción más orgánica y de mayor alcance, se erige, en oposición a la 
perspectiva anulatoria, el enfoque de plena jurisdicción que propone estudiar 
integralmente el caso, identificar la controversia material, tramitar adecuadamente el 
proceso y resolver la disputa de fondo, la pugna real, entre el deudor tributario y la 
Administración Tributaria. En efecto, el enfoque de plena jurisdicción no se limita a 
examinar la legalidad del pronunciamiento del Tribunal Fiscal y a devolver el 
conflicto al referido Colegiado para que emita nuevo pronunciamiento. Lo que 
plantea la plena jurisdicción es la solución del conflicto de fondo entre el deudor y la 
Administración Tributaria. Teniendo en cuenta que uno de los fines centrales del 
proceso es la solución de los conflictos entre las partes,  la plena jurisdicción propone 
el adecuado planteamiento de la demanda, la solución de la contienda de origen, la 
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organización del proceso en función a dicho propósito y el efectivo cumplimiento de 
la sentencia.  
 
Teniendo en cuenta ello, se puede afirmar que el proceso tributario es un proceso de 
plena jurisdicción, que en concreto significa entender y desarrollar el proceso con el 
propósito de lograr la composición efectiva de la controversia. Considerar el proceso 
tributario como uno de plena jurisdicción, va a permitir a los órganos jurisdiccionales 
analizar con profundidad todo el contenido de la demanda, identificar el conflicto 
sustantivo, los derechos materiales en discusión, reconocer las verdaderas 
pretensiones de las partes más allá de los textos que se escriben en el petitorio de la  
demanda, establecer de manera correcta los puntos controvertidos, desplegar todas 
las potestades y deberes del juez, organizar el proceso con el propósito de resolver la 
controversia de fondo, realizar la actividad probatoria y otras actuaciones procesales 
en función de este propósito central, emitir pronunciamiento fundamentado respecto 
a los puntos controvertidos y al conflicto de fondo que se pretende resolver, declarar 
o reconocer los derechos materiales que correspondan, adoptar todas las medidas que 
sean necesarias para materializar lo decidido en la sentencia y lograr la satisfacción 
efectiva del derecho conculcado, etc. 
 
Como puede observarse, la plena jurisdicción no se limita al examen formal de las 
resoluciones del Tribunal Fiscal, sino, constituye un enfoque integral que incide en 
todo el curso del proceso, que posibilita una respuesta satisfactoria a lo que los 
justiciables vienen a buscar a los órganos jurisdiccionales: Solución de sus 
diferencias concretas y disputas específicas. 
 
La perspectiva de plena jurisdicción es contraria a la omisión de pronunciamiento 
sobre la controversia de fondo y, consecuentemente, a la devolución de la contienda 
al Tribunal Fiscal. Considerando que las partes concurren al proceso para resolver 
sus divergencias, el enfoque de plena jurisdicción se avoca al estudio integral de la 
controversia de origen y a la solución de ésta. Teniendo en cuenta ello, el enfoque de 
plena jurisdicción se opone a la devolución de la controversia al Tribunal Fiscal. 
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Pone en evidencia que tal devolución y la exigencia de emitir nuevo 
pronunciamiento son absolutamente innecesarias cuando en sede judicial, 
examinando exhaustivamente la demanda y el expediente administrativo y, 
realizando los actos procesales pertinentes, se puede resolver el conflicto entre las 
partes. 
 
El juez, que adoptando el enfoque de plena jurisdicción, resuelve el fondo del caso y, 
por lo tanto, no reenvía la litis al Tribunal Fiscal, evita los retrasos inaceptables que 
se generan como consecuencia de la demora del Colegiado en emitir nueva 
resolución o, de todo el tiempo que puede durar la tramitación de un segundo proceso 
contencioso administrativo que, eventualmente, se iniciaría contra la nueva 
resolución expedida por el referido Tribunal. 
 
Como puede observarse, la solución de la controversia de fondo, así como  la 
negación a la devolución de la disputa al Tribunal Fiscal, que se encuentran en la 
base del enfoque de plena jurisdicción, constituyen respuestas adecuadas para 
superar los retrasos y la extensión desmesurada de los procesos tributarios que 
genera el enfoque.  
 
La difusión de las ventajas reconocidas al enfoque de plena jurisdicción, permitirá 
que progresivamente se vaya sustituyendo la concepción revisora radicada en el 
entendimiento de los operadores y, de este modo, se incremente el número de 
procesos tramitados y resueltos desde aquella  perspectiva. 
 
Sin duda, resolviendo el conflicto  de fondo y no devolviendo la contienda al 
Tribunal Fiscal para que emita nuevo pronunciamiento, se contribuye 
significativamente a la menor duración de los procesos, a la solución oportuna de las 






II. PLENA JURISDICCIÓN Y PRETENSIONES 
 
Una de las constataciones que se ha realizado en lo que va de la tesis, es que el 
“dogma revisor” ha echado raíces firmes entre los operadores y, consecuentemente, 
en nuestra práctica judicial. Uno de los momentos en los que el enfoque revisor o 
nulificante se manifiesta con evidente claridad es en la elaboración y formulación de 
las pretensiones en el proceso tributario. Como ha quedado demostrado en el capítulo 
2 del presente trabajo, lo que preferente y recurrentemente los demandantes plantean 
es la denominada pretensión de nulidad, que esencialmente consiste en solicitar que 
el órgano jurisdiccional que conoce el caso se pronuncie sobre la nulidad de la 
resolución emitida por el Tribunal Fiscal, devuelva la controversia y ordene al 
referido Colegiado que emita nuevo pronunciamiento al respecto. 
 
Parece entenderse que el conflicto sustantivo se presenta entre el deudor tributario y 
el Tribunal Fiscal y, en base a ello, lo que se plantea como pretensión principal en los 
procesos tributarios es la declaración de nulidad, la privación de efectos de las 
resoluciones emitidas por el referido Colegiado. 
 
Como se ha señalado anteriormente, la pretensión es una manifestación petitoria que 
incide en el curso del proceso y en la resolución del conflicto. Precisamente por ello, 
la formulación de pretensiones de nulidad condiciona restrictivamente todo el 
desarrollo del proceso tributario y específicamente limita el pronunciamiento del 
juez. 
 
Adicionalmente a ello, el planteamiento de pretensiones anulatorias genera graves 
problemas en relación a los fines del proceso, la tutela jurisdiccional efectiva y la 
misma concepción de justicia. En efecto, si un proceso contencioso tributario tiene 
como objeto y es reducido a declarar la nulidad de una resolución expedida por el 
Tribunal Fiscal, sin duda, no tendrá posibilidad alguna de examinar el problema de 
fondo y de resolver el conflicto real que se presenta entre el deudor tributario y la 
Administración Tributaria. Este enfoque del proceso tributario constituye una 
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negación de los fines del proceso (solución del conflicto, paz social, etc.), de la tutela 
jurisdiccional efectiva y de la justicia objetiva que las partes persiguen al recurrir a 
los órganos jurisdiccionales. 
 
El estudio de múltiples demandas, pone en evidencia que en relación a la forma en 
que las partes plantean sus pretensiones en el proceso tributario se presentan diversas 
situaciones, todas ellas generadoras de dificultades al momento de tramitar los 
procesos y emitir sentencia. Entre tales situaciones tenemos a las siguientes: 
 
1.  La primera situación tiene que ver con el supuesto en el que el demandante 
formula en su petitorio exclusivamente la pretensión de anulación, buscando 
únicamente la declaratoria de nulidad de una determinada resolución del 
Tribunal Fiscal, sin expresar de manera clara su interés para que el órgano 
jurisdiccional resuelva el conflicto de fondo, limitándose a pedir 
accesoriamente que se ordene al colegiado administrativo que emita nueva 
resolución. 
 
2.  La segunda situación se produce cuando el demandante pretende que el órgano 
jurisdiccional se pronuncie sobre cuestiones que el Tribunal Fiscal ha omitido 
por diversas razones. Ya sea porque, pese a ser una controversia tributaria, 
considera que no tiene competencia para resolverla (por ejemplo respecto a  
controversias tributarias de índole constitucional: Arbitrios, tarifa de agua 
subterránea, etc.) o porque, deliberada o involuntariamente, ha dejado de 
pronunciarse sobre algún aspecto de la contienda. 
 
3.  Una tercera situación se presenta cuando el demandante plantea en el proceso 
pretensiones que no formuló en sede administrativa. Es decir, realiza peticiones 
nuevas, diferentes a las que dedujo ante el Tribunal Fiscal. 
 
Vinculados con estas situaciones referidas a como los demandantes proponen sus 
pretensiones, se presenta una problemática de carácter dogmático respecto a qué tipo 
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de pretensiones se plantean en el proceso tributario: Pretensiones declarativas, 
pretensiones constitutivas o pretensiones de condena. 
 
Habiendo reseñado los problemas y situaciones que se presentan en relación a las 
pretensiones en los procesos tributarios, es necesario analizarlos y formular algunas 
soluciones. 
 
Lo primero que corresponde establecer es que en relación al tributo se presenta una  
serie de desacuerdos entre los deudores y la Administración Tributaria. Tales 
controversias, específicamente, tienen que ver con la determinación del tributo, las 
acciones fiscalizadoras de la Administración Tributaria, la imposición de sanciones, 
la calificación de determinadas operaciones, la prescripción de las obligaciones, los 
fraccionamientos, las solicitudes de devolución, los incrementos patrimoniales, las 
operaciones no reales, etc. 
 
El medio instaurado para resolver los referidos conflictos es el proceso, sin embargo, 
incide de manera particular en la solución efectiva de tales controversias la forma en 
que los demandantes plantean sus pretensiones. Si los demandantes se limitan a 
formular pretensiones de nulidad atacando las resoluciones del Tribunal Fiscal, sin 
duda, ello no resolverá el problema de fondo.  
 
La pretensión de nulidad solo persigue que se prive de efectos a la resolución del 
Tribunal Fiscal y que se emita nuevo pronunciamiento. 
 
Por lo general, se formulan pretensiones anulatorias cuando los demandantes 
consideran que se ha vulnerado el debido procedimiento por limitaciones al derecho 
de defensa, restricciones en materia probatoria, defectos en la tramitación del 
procedimiento administrativo, motivación indebida, etc. Sin embargo, en muchas 
ocasiones las partes se limitan a plantear expresamente pretensiones de nulidad pese 




Para componer efectivamente las relaciones entre el contribuyente y la 
Administración Tributaria, es imprescindible que se aborde directamente el conflicto 
que generó el resquebrajamiento de las normales relaciones. Para que ello ocurra, 
resulta fundamental que el demandante no se limite a formular pretensión de nulidad, 
exponiendo los defectos en la tramitación del procedimiento administrativo o 
solicitando la mera anulación de la resolución del Tribunal Fiscal que agotó la vía 
previa, sino, es necesario que formule pretensión de plena jurisdicción. Formulando 
pretensión de plena jurisdicción, pondrá en conocimiento del órgano jurisdiccional la 
integridad del conflicto, permitirá organizar adecuadamente el proceso, viabilizará el 
despliegue de todos los poderes y el cumplimiento de los deberes del juez, 
posibilitará el estudio del problema de fondo y, sin duda, garantizará la solución de la 
controversia sustantiva entre el contribuyente y la Administración Tributaria. 
 
Si de lo que se trata en el proceso es resolver las controversias, lo que los 
demandantes deben formular son pretensiones de plena jurisdicción, que por su 
naturaleza posibilitan el estudio de la discusión de fondo, amplían y dinamizan la 
actuación del juez y permiten una solución satisfactoria del conflicto. 
 
Se ha señalado que en los procesos tributarios existe una tendencia entre los 
demandantes a proponer pretensiones de nulidad con el propósito de lograr la 
privación de efectos de las resoluciones del Tribunal Fiscal. Al respecto, es necesario 
precisar que el conflicto sustantivo no se presenta entre el deudor tributario y el 
Tribunal Fiscal, ni que el objeto del proceso es la resolución de la referida autoridad. 
 
El conflicto de fondo se origina por una actuación de la Administración Tributaria o 
del deudor tributario y por la disputa es entre éste y aquella. Lo que hace el Tribunal 
Fiscal, conforme a sus propósitos y como órgano resolutor, es emitir 




Siendo ello así, las pretensiones que deduce el deudor tributario en el proceso 
judicial no deben dirigirse a situar como demandado al Tribunal Fiscal  y a analizar, 
controlar y lograr la anulación de sus resoluciones.  
 
La pretensión que tendría que plantear el deudor tributario es una pretensión de plena 
jurisdicción que identifica como demandado a la Administración Tributaria y 
propone examinar en el proceso la discrepancia de fondo. 
 
Las ideas expuestas en los párrafos anteriores, nos llevan también a analizar el 
supuesto en el que la Administración Tributaria se presenta como demandante en los 
procesos judiciales. En estos casos, la controversia de fondo persiste, es decir, el 
conflicto se produce entre deudor tributario y Administración Tributaria, y si se 
pretende resolver verdaderamente dicha divergencia, lo que la Administración 
Tributaria debe plantear es una pretensión de plena jurisdicción, que permite el 
estudio del asunto de fondo, y no concretarse a discutir la resolución del Tribunal 
Fiscal mediante una pretensión de anulación. 
 
Por otra parte, se ha advertido también que la pretensión de mera anulación genera 
problemas respecto a los fines que persigue el proceso tributario, respecto a la tutela 
jurisdiccional efectiva y la justicia. En ese sentido, la pretensión de plena jurisdicción 
que garantiza el examen del problema de fondo, la adecuada organización del 
proceso, su debida tramitación, el despliegue de todas las potestades y deberes del 
juez y la solución efectiva del conflicto, evidencia, sin duda, mayores 
potencialidades para lograr los fines del proceso, la tutela jurisdiccional efectiva y la 
justicia que aspiran las partes. En efecto, si se plantean pretensiones de plena 
jurisdicción el juez predispondrá el proceso para estudiar la contienda de fondo, 
actuará los medios probatorios necesarios, realizará las actuaciones correspondientes 
a tal fin, decidirá mediante sentencia debidamente fundamentada sobre la cuestión 
litigiosa de fondo y adoptará todas las medidas que sean necesarias para lograr la 
efectiva materialización de lo decidido en la sentencia. En suma, si se formula 
pretensión de plena jurisdicción el juez tiene la posibilidad de organizar el proceso de 
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tal manera que en la sentencia reconozca o entregue a cada parte lo que le es debido 
conforme al ordenamiento. 
 
Lo que en realidad interesa desde la perspectiva de los fines del proceso, la tutela 
jurisdiccional efectiva y la justicia tributaria, no es la cancelación de los efectos de 
las resoluciones del Tribunal Fiscal, sino, la solución de la disputa de intereses entre 
el deudor tributario y la Administración Tributaria. La resolución efectiva del 
conflicto sólo se puede lograr si se plantean pretensiones de plena jurisdicción, que 
consolidan la función jurisdiccional y posibilitan pronunciamientos que se ocupen de 
las controversias reales entre el deudor y la Administración Tributaria. 
 
De otro lado, hemos señalado que en relación a la forma en que los demandantes 
proponen sus pretensiones en el proceso tributario se presentan diversas situaciones: 
 
1. La primera situación se presenta cuando el demandante plantea en el petitorio 
de su demanda, expresamente, solo la pretensión de nulidad. Del texto del 
petitorio se puede advertir a primera vista, que lo que persigue el demandante 
en este caso es que se prive de efectos a la respectiva resolución del Tribunal 
Fiscal, se devuelva el conflicto a dicha entidad y se le ordene emitir nuevo 
pronunciamiento al respecto.  
 
Nótese que en este supuesto lo que el demandante plantea en su petitorio es 
expresamente la nulidad de la resolución del Tribunal Fiscal. Si este pedido se 
aborda desde el enfoque revisor, el asunto sería sencillo: El juez realizaría un 
proceso expeditivo que se concreta al examen de legalidad de la resolución del 
Tribunal Fiscal y determinaría si corresponde o no declarar su nulidad. 
 
Sin embargo, si se entiende que a través del proceso lo que se busca es resolver 
el verdadero litigio entre el deudor tributario y la Administración Tributaria, la 
postura del juzgador debe ser distinta. Lo que en tales casos tiene que hacer el 
juez es, en principio, abordar el proceso desde la perspectiva de plena 
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jurisdicción y, en base a ella, encontrar la controversia de origen e identificar la 
pretensión específica, es decir, lo que realmente quiere o aspira el demandante 
en relación a la disputa  de fondo. 
 
El juez no puede limitarse a la expresa petición de nulidad formulada por el 
demandante en su petitorio, lo que el juez tiene que hacer es estudiar 
exhaustivamente el texto íntegro de la demanda para encontrar en ella la 
verdadera pretensión del demandante, es decir, lo que quiere que se resuelva en 
el proceso.  
 
Como sabemos, la pretensión está integrada por el petitum y la causa petendi. 
El petitum se refiere a la petición concreta que formula el demandante en el 
petitorio de la demanda (por ejemplo puede formularse como petitum la 
nulidad de una determinada resolución del Tribunal Fiscal). Por su lado, la 
causa petendi se refiere a los argumentos que fundamentan el petitum. 
Teniendo en cuenta ello, cuando se formula una pretensión de mera nulidad, lo 
que tiene que hacer un juez comprometido con la verdadera composición de la 
litis, es estudiar detenidamente los fundamentos de la petición, revisar 
exhaustivamente los argumentos contenidos en la demanda, para de este modo 
establecer el verdadero petitum del demandante. Dicho petitorio está 
íntimamente vinculado al conflicto de fondo, a los derechos materiales o 
intereses eventualmente vulnerados y, por tanto, consistirá en la petición de 
reconocimiento o de restablecimiento de la situación jurídica individualizada 
que el pretensor alega corresponderle. 
 
Toda  demanda inexorablemente está motivada por un conflicto, por una 
disputa real entre deudor tributario y Administración Tributaria. Considerando 
ello, no va a ser difícil encontrar en los fundamentos de la demanda la 
descripción del conflicto, los puntos en que contienden el deudor y la 
Administración  Tributaria y, por tanto, lo que realmente quieren que se 
resuelva. Hurgando en los fundamentos de la demanda se encontrará la 
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verdadera pretensión del demandante que, sin duda, va más allá de la mera o 
formal petición de nulidad de la resolución del Tribunal Fiscal. 
 
Encontrar el verdadero propósito por el que el demandante acude al órgano 
jurisdiccional es el primer y fundamental paso para estructurar el proceso y 
llevarlo adelante hasta resolver la divergencia real entre las partes. Una vez que 
se ha identificado la pretensión de plena jurisdicción, es decir, la pretensión 
relacionada con la discusión de fondo, los derechos materiales o la situación 
jurídica individualizada que el pretensor alega corresponderle y, habiendo 
analizado la contestación de la demanda, el juez procede a fijar los puntos 
controvertidos  sobre los que finalmente tendrá que pronunciarse en la 
sentencia. 
 
Desde la perspectiva revisora, sin duda, el punto controvertido central será 
determinar si corresponde declarar la nulidad de la respectiva resolución del 
Tribunal Fiscal. Sin embargo, desde la perspectiva de plena jurisdicción el 
punto controvertido está inexorablemente relacionado con la disputa de fondo, 
con los derechos en discusión, con la controversia que se quiere resolver. En 
ese sentido, el punto controvertido central será determinar si corresponde 
establecer, reconocer o restablecer el derecho material o la situación jurídica 
individualizada que el pretensor afirma pertenecerle. Una vez fijados 
correctamente los puntos controvertidos, el proceso se tramitará en función al 
esclarecimiento y la adecuada resolución de los mismos. 
 
Como puede observarse, la inadecuada formulación de la pretensión, en el 
sentido de pedir expresamente solo la declaración de nulidad de la respectiva 
resolución del Tribunal Fiscal, no impide que el juez, estudiando los 
fundamentos de la pretensión, identifique el conflicto de fondo y establezca la 
verdadera pretensión del demandante, es decir, aquella relacionada al derecho 




La adecuada identificación de la pretensión, permite al juez, en uso de las 
facultades que el ordenamiento expresamente le reconoce (artículo 468° del 
Código Procesal Civil y artículo 28 del TUO de la Ley 27584), fijar los puntos 
controvertidos, teniendo en cuenta los derechos e intereses comprometidos y 
garantizando que la verdadera controversia entre deudor tributario y 
Administración Tributaria se resuelva. 
 
2. La segunda situación se presenta cuando el demandante pretende que el 
juzgado se pronuncie sobre cuestiones que el Tribunal Fiscal no ha abordado, 
ya sea porque, pese a tratarse de un conflicto tributario, no tiene competencia 
para conocerlo o, porque, deliberadamente o involuntariamente, ha omitido 
ocuparse sobre algún aspecto del conflicto. 
 
Nótese que en este caso se presenta una omisión de pronunciamiento del 
Tribunal Fiscal respecto a todo lo apelado o, sobre un aspecto de la 
controversia. En ese sentido, lo que precisamente pretende el demandante, es 
que el juzgado se pronuncie sobre el asunto omitido. 
 
Si se aborda el caso desde el enfoque revisor, el juez inmediatamente advertirá 
que en este supuesto no existe pronunciamiento del Tribunal Fiscal y, por 
tanto, no hay resolución cuya conformidad con el ordenamiento hay que 
evaluar y determinar en el curso del proceso tributario. 
 
Sin embargo, si el juez entiende que los justiciables acuden al Poder Judicial 
con el propósito que analice sus diferencias y resuelva la disputa en la que 
están involucrados, mirará el caso desde otra perspectiva y adoptará otra 
actitud. En efecto, si el juez enfoca el caso desde la perspectiva de plena 
jurisdicción, asumirá la contienda y procederá a resolverla pese a que 
previamente no ha existido pronunciamiento del Tribunal Fiscal respecto a 




El juez no puede adoptar una postura formal y exigir el pronunciamiento previo 
del Tribunal Fiscal. Abordando el caso desde un enfoque de plena jurisdicción, 
debe admitir la pretensión deducida, estudiar el problema planteado y proceder 
a resolver la controversia subyacente. 
 
Las razones por lo que el juez debe proceder de este modo, son las siguientes: 
 
a. Toda persona o entidad tiene derecho al acceso a la justicia. Una forma 
de garantizar este derecho constitucional es precisamente admitiendo en 
el proceso tributario pretensiones respecto a asuntos que el Tribunal 
Fiscal no se hubiera pronunciado. En efecto, no se puede impedir que los 
contribuyentes pongan en marcha la maquinaria judicial por el hecho que 
deliberada o involuntariamente (o por cualquier otro motivo) el Tribunal 
Fiscal haya omitido pronunciarse sobre la controversia o sobre un 
aspecto de ella. 
 
b. Asimismo, todo sujeto tiene derecho a la prestación del servicio de 
justicia, es decir, a que un órgano jurisdiccional califique la demanda con 
criterio amplio (principio pro proceso) y lo tramite observando las 
garantías mínimas, emita sentencia debidamente fundamentada y adopte 
todas las medidas necesarias para la efectiva materialización de lo 
decidido en la sentencia. Como puede observarse, ello no es otra cosa 
que el propio derecho a la tutela jurisdiccional efectiva 
constitucionalmente reconocido.  En ese sentido, cuando el juez admite  
pretensiones respecto a tópicos que el Tribunal Fiscal no ha tratado y 
lleva adelante el proceso hasta su ejecución, no hace otra cosa que 
materializar el derecho fundamental de todo sujeto a la tutela 
jurisdiccional efectiva. 
 
c. La clamorosa demanda de nuestro tiempo es que los conflictos se 
resuelvan de manera eficiente y en plazos razonables. Teniendo en cuenta 
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ello y en aras de la oportuna solución de los conflictos, lo que 
corresponde es que los órganos jurisdiccionales admitan las pretensiones 
que se refieren a aspectos del conflicto sobre los cuales el Tribunal Fiscal 
ha omitido pronunciarse. 
 
De otro lado, respecto a la omisión de pronunciamiento en las que incurra el 
Tribunal Fiscal, puede presentarse también la siguiente situación: Puede ocurrir 
que, en efecto, las pretensiones planteadas por las partes sean admitidas, den 
lugar a un proceso, pero que al momento de sentenciar se decida (guiados por 
un enfoque revisor) anular la resolución del Tribunal Fiscal y remitir la 
controversia al referido órgano para que emita nueva resolución.  
 
Esta manera de analizar la pretensión de omisión de pronunciamiento y decidir 
el caso, no hace más que devolver innecesariamente el asunto al Tribunal 
Fiscal y extender irrazonablemente la solución real de la contienda. 
 
En efecto, una vez devuelto la controversia al Tribunal, éste se demorará el 
tiempo que, ordinariamente, requiere para emitir pronunciamiento. 
Adicionalmente a ello, la nueva decisión generará un segundo proceso 
contencioso, con lo cual la solución real del conflicto se dilatará por años. 
 
Esta forma de abordar y resolver las pretensiones en las que el Tribunal Fiscal 
omite pronunciarse sobre algún aspecto del problema, es contraria a la gestión 
eficiente y a la solución oportuna de los conflictos tributarios. Siendo ello así, 
no resulta adecuado que este tipo de pretensiones sea analizado y resuelto 
desde un enfoque revisor. Lo que corresponde, en aras de la eficiencia y 
celeridad, es que las pretensiones que se refieren a aspectos de la contienda que 
el Tribunal Fiscal no ha tratado, sean abordados desde la perspectiva de plena 
jurisdicción, de manera que se estudien en todo su contenido y el órgano 
jurisdiccional emita pronunciamiento sobre el fondo, sobre el pedido concreto, 




3. La tercera situación se presenta cuando el demandante formula pretensiones 
que no planteó ante el Tribunal Fiscal. Se trata de aspectos de la controversia 
que no se discutieron en sede de apelación. En ese sentido, se formulan 
pretensiones vinculadas a la controversia pero son totalmente diferentes a las 
deducidas en la apelación ante el Tribunal Fiscal. 
 
Como puede observarse, se trata de un supuesto en el que las pretensiones 
formuladas en el proceso judicial son distintas a las planteadas en el 
procedimiento administrativo. No obstante sus particularidades, en esta tercera 
situación se evidencia cierta similitud con la segunda (aquella analizada en el 
punto 2), en la medida que en ambas situaciones no existe pronunciamiento 
previo del Tribunal Fiscal. Teniendo en cuenta ello, buena parte del análisis 
efectuado respecto a la segunda situación vale para esta tercera. 
 
La formulación en el proceso tributario de pretensiones diferentes a las 
deducidas en el procedimiento administrativo previo, se debe a las siguientes 
razones: a. Puede ocurrir que el contribuyente al elaborar su reclamación o 
apelación haya omitido plantear una determinada pretensión. b. Puede también 
ocurrir que el contribuyente estudie con mayor profundidad el caso y al 
elaborar su demanda incorpore pretensiones que no planteó en la reclamación 
ni en la apelación ante el Tribunal Fiscal. c. Puede, finalmente, ocurrir que 
como consecuencia del pronunciamiento del Tribunal Fiscal el caso haya 
tomado otro giro y, en esa circunstancia, haya necesidad de plantear 
pretensiones diferentes a las formuladas en sede administrativa. 
 
Si el juez examina el caso desde la perspectiva revisora rápidamente se dará 
cuenta que la pretensión planteada no se formuló en sede administrativa y, por 
lo tanto, no existe sobre este extremo pronunciamiento del Tribunal Fiscal que 
controlar. Enseguida expedirá un auto de improcedencia de la demanda y 
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concluirá el proceso dejando al demandante sin posibilidad alguna de hacer 
valer su pretensión en sede jurisdiccional. 
 
Sin embargo, el juez puede abordar el caso desde la perspectiva de plena 
jurisdicción, admitir la pretensión distinta y proceder a resolverla, pese a que 
dicha pretensión no se planteó en la vía administrativa. Actuar de otro modo, 
significaría privarle de tutela jurisdiccional al demandante y dejarlo sin 
ninguna posibilidad que haga valer sus pretensiones en un proceso judicial, 
solo por el hecho de no haber discutido un aspecto de la controversia en sede 
administrativa previa,  vía  apelación o reclamación.  
 
Cuando se presentan en el proceso pretensiones que no se formularon ante el 
Tribunal Fiscal, lo que el juez tiene que hacer es admitir la pretensión 
deducida, organizar el proceso en función a la pretensión planteada y proceder 
a resolver efectivamente el conflicto. 
 
Esta forma de actuar del juez se fundamenta en el derecho de acceso a la 
justicia que todo sujeto tiene reconocido como derecho fundamental. En un 
Estado Constitucional de Derecho, a nadie puede negársele la posibilidad de  
acceder a la justicia ni a la tutela jurisdiccional efectiva de los derechos e 
intereses que considera el ordenamiento le reconoce. 
 
Declarar improcedente una demanda porque contiene una pretensión no 
formulada en sede administrativa, significa privar del servicio de justicia a los 
contribuyentes, dejarlos sin la posibilidad de acceder a los órganos 
jurisdiccionales, impedir que la controversia se tramite en un proceso dotado de 
mínimas garantías, que se emita pronunciamiento al respecto y que, finalmente, 
se resuelva la controversia. 
 
La función jurisdiccional y el proceso encuentran su razón de ser en la solución 
efectiva de los conflictos. Rechazar una demanda porque contiene una 
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pretensión distinta a lo planteado ante el Tribunal Fiscal, desnaturaliza la 
función jurisdiccional y el proceso, pues les impide cumplir los fines para los 
cuales se han instaurado. 
 
Teniendo en cuenta los fundamentos expresados, lo que corresponde hacer al 
juez, cuando en una demanda se plantean pretensiones no formuladas ante el 
Tribunal Fiscal, es abordar el proceso desde el enfoque de plena jurisdicción y, 
en ese sentido, admitir las referidas pretensiones, estudiar su contenido, 
identificar la discordia de fondo, organizar el proceso adecuadamente para 
resolverla y emitir pronunciamiento sobre ella. 
 
Un último tema que corresponde analizar en relación a las pretensiones, es el relativo 
al tipo de pretensiones que se puede plantear en el proceso tributario. En esta 
oportunidad no se trata de determinar si deben plantearse pretensiones anulatorias o 
de plena jurisdicción, sino, de analizar si corresponde formular pretensiones 
declarativas, pretensiones constitutivas o pretensiones de condena. 
 
“Cuando lo que se solicita del órgano jurisdiccional es la simple declaración de una 
situación jurídica que existía con anterioridad a la decisión, buscando su sola 
certeza, la pretensión recibe el nombre de declarativa. 
[…] 
Cuando lo que se pide al órgano jurisdiccional es la creación, modificación o 
extinción de una situación jurídica, la pretensión lleva el nombre de pretensión 
constitutiva. 
[…] 
Cuando lo que se reclama al órgano jurisdiccional no es la declaración de una 
situación jurídica ya existente, ni la producción de una situación jurídica inexistente 
con anterioridad, sino la imposición de dicha situación jurídica al sujeto pasivo de 




En el ámbito administrativo se identifica a la pretensión de condena como 
“pretensión prestacional” que, en palabras del profesor Ernesto Jinesta Lobo, se 
entiende como una “Pretensión de condena específica, siendo el cauce adecuado 
para cuando lo que interesa es la realización de una conducta positiva, favorable u 
omisiva de la administración” (1998: 12). 
 
Pretensión de ejecución es, distintamente, aquella en que lo que se pide al órgano 
jurisdiccional no es la emisión de una declaración de voluntad, sino una 
manifestación de voluntad, esto es, la realización de una conducta no ideal, sino 
material o física (Guasp 1998: 209). 
 
En relación a ello, en principio corresponde recordar, que en materia fiscal lo que se 
presenta es una falta de entendimiento entre los deudores tributarios y la 
Administración Tributaria sobre a un aspecto concreto del tributo. 
 
Así, los conflictos tienen que ver por, ejemplo, con que: Si un determinado servicio 
prestado por una empresa no domiciliada está gravado o no, si la facultad de la 
Administración Tributaria para exigir el pago del tributo ha prescrito, si un 
determinado sujeto goza de un beneficio tributario, si las mercancías son 
transportadas con la documentación respectiva, si las deducciones efectuadas 
corresponden a operaciones reales, etc. 
 
En relación a este tipo de controversias, la formulación de pretensiones declarativas 
es insuficiente, pues no siempre se requiere la simple proclamación de una situación 
que previamente obraba. Existiendo en la base de los conflictos tributarios un 
quantum pecuniario en disputa, la sola declaración que haga el órgano jurisdiccional 
no basta. Además cabe anotar que en materia fiscal son pocos los casos en los que 
existan situaciones anteriores cuya certeza se persigue a través de pretensiones 
declarativas. En materia tributaria, por lo general, se presentan controversias 




En relación a ello, el profesor Jesús Gonzales Pérez afirma: “En el ámbito del 
proceso administrativo pueden darse pretensiones declarativas. Pero en el sentido 
estricto señalado, el ámbito de las pretensiones meramente declarativas es 
sumamente reducido” (2013: 436). 
 
Teniendo en cuenta la naturaleza de los conflictos tributarios, lo que se debe plantear 
en el proceso tributario son pretensiones constitutivas, de tal manera que el órgano 
jurisdiccional identifique el desacuerdo de fondo, determine los derechos en 
discusión y, finalmente, defina, o constituya el derecho que le corresponde al deudor 
tributario o la Administración Tributaria, en su caso. 
 
Sin embargo, para la resolución del conflicto no es suficiente la constitución o 
reconocimiento del derecho material correspondiente. Además, es necesario 
condenar a la Administración o al deudor tributario en su caso, a la realización de un 
determinado comportamiento, una acción, una prestación en beneficio de quien ha 
sido amparado con una sentencia. Con dicho propósito, y desde la perspectiva de 
plena jurisdicción, el demandante en un proceso tributario puede plantear 
pretensiones de condena. 
 
Pero todo ello no basta. Para la efectivización del derecho reconocido en la sentencia, 
también son necesarias  las pretensiones de ejecución deducidas oportunamente. 
 
No obstante todo lo dicho, cabe señalar que si en el proceso tributario se plantean 
pretensiones de plena jurisdicción, el juez examinará el problema de fondo, 
organizará el proceso para resolverlo y estará habilitado para efectuar, declaraciones, 
constituir o reconocer derechos, exigir prestaciones o acciones concretas al vencido 
en juicio y adoptar todas las medidas necesarias para dar cumplimiento efectivo a lo 
decidido en la sentencia. 
 
Finalmente, cabe señalar que en el proceso tributario puede plantearse la pretensión 
de nulidad. Ésta que califica como una pretensión constitutiva se resuelve con una 
124 
 
declaración de nulidad del respectivo pronunciamiento del Tribunal Fiscal, que hasta 
antes de la sentencia se encontraba vigente. Sin embargo, como hemos señalado, ello 
no es lo más trascendente. Lo que importa en materia tributaria es que se planteen  
pretensiones de plena jurisdicción que predispongan el proceso para estudiar el 
fondo, constituir o declarar el derecho que corresponde, exigirle a la administración o 
al contribuyente la realización de prestaciones y adoptar todas las medidas que sean 
necesarias para efectivizar el derecho reconocido en una sentencia. 
 
 
III. PLENA JURISDICCIÓN Y SENTENCIA  
 
Hemos señalado que el enfoque revisor ha echado raíces profundas en nuestra cultura 
y práctica judicial. Ello se evidencia en las diversas actuaciones procesales, muy 
particularmente en la expedición de las sentencias. 
 
No obstante los esfuerzos por la especialización de la justicia tributaria, se observa 
que en parte significativa de los casos, se están expidiendo sentencias anulatorias en 
las que se analiza la regularidad formal de las resoluciones del Tribunal Fiscal, se 
declara su nulidad y se ordena al colegiado administrativo que expida nuevo 
pronunciamiento sobre la controversia. 
 
Las diversas sentencias examinadas ponen en evidencia la tendencia de los órganos 
jurisdiccionales a emitir pronunciamientos anulatorios, que lejos de encarar los 
conflictos entre los deudores tributarios y la Administración Tributaria, se concretan 
a revisar la legalidad de las resoluciones expedidas por el Tribunal Fiscal. 
 
Esta manera de llevar adelante los procesos tributarios y expedir sentencias, 
constituye una evidente negación de la posibilidad de resolver las controversias 
materiales que se presentan en relación al tributo. No existe posibilidad alguna de 
componer las disputas que se presenta en las interacciones entre contribuyente y 
Administración Tributaria, si se parte de una concepción revisora, si se entiende que 
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el objeto del proceso es la resolución del Tribunal Fiscal y, que el deber del juez es 
sólo examinar y determinar la regularidad de la decisión de dicha autoridad. 
 
En una sentencia anulatoria, como resulta evidente, no existe pronunciamiento sobre 
los derechos materiales o los intereses comprometidos en la controversia. En efecto, 
no se analiza el problema que da origen a la contienda jurídica, a la disputa de 
intereses, lo cual nos lleva a afirmar que en los procesos de enfoque revisor y, 
consecuentemente en las sentencias anulatorias, no se resuelve lo que 
verdaderamente interesa a los contribuyentes y la Administración Tributaria. 
 
La expedición de sentencias meramente anulatorias ocurre, evidentemente, porque 
los partícipes del proceso tributario enfocan el mismo desde una concepción revisora. 
Los operadores aún consideran que el proceso contencioso tributario se ha instaurado 
para examinar y controlar la regularidad de las resoluciones expedidas en última 
instancia administrativa por el Tribunal Fiscal. En muchas ocasiones, las sentencias 
de nulidad son consecuencia de la formulación expresa y exclusiva de pretensiones 
de nulidad por los respectivos demandantes y, en otras tantas, son resultado de la 
concepción que inspira al juez, en base a la cual organiza el proceso, realiza las 
diversas actuaciones procesales y finalmente emite sentencia. 
 
Por otro lado, como en parte hemos adelantado, el enfoque revisor y, por tanto, las 
sentencias anulatorias de las decisiones del Tribunal Fiscal, no son compatibles con 
los fines del proceso, la tutela jurisdiccional efectiva y la noción básica de justicia. 
 
Si los fines esenciales del proceso son la composición de los conflictos y la 
convivencia pacífica en justicia, la mera revisión formal y ulterior anulación de las 
resoluciones del Tribunal Fiscal, no permitirán alcanzar los referidos fines. 
Igualmente, si no se articula el proceso para el análisis,  enjuiciamiento, solución del 
problema de fondo y satisfacción del interés concreto de las partes, la sentencia que 
se expide no será compatible con la tutela jurisdiccional efectiva. Asimismo, cabe 
señalar que las partes acuden a los órganos jurisdiccionales en busca que se les 
126 
 
declare, reconozca, restituya o conceda lo que conforme al ordenamiento les 
corresponde. Teniendo en cuenta ello, si una sentencia se limita a examinar la 
legalidad de la resolución del Tribunal Fiscal y a reenviar la contienda para  que este 
órgano administrativo emita nueva resolución al respecto, evidentemente, no se está 
impartiendo justicia, no se está decidiendo qué derecho u obligación le corresponde a 
cada parte en el proceso. 
 
Así como generan dificultades respecto a los fines del proceso, la tutela 
jurisdiccional efectiva y la justicia, las sentencias anulatorias dan lugar a una serie de 
problemas específicos y efectos negativos. Entre ellos tenemos: 
 
1.  Las diversas sentencias analizadas ponen de manifiesto que los órganos 
jurisdiccionales, en buena parte de los casos, “advierten” problemas de 
motivación en las resoluciones del Tribunal Fiscal. En efecto, se evidencia que 
como parte de su labor de control los jueces examinan la motivación de los 
pronunciamientos del Tribunal Fiscal, y al hallar deficiencias en relación a ella, 
terminan declarando su nulidad. 
 
2. Evidentemente, la plena jurisdicción es una categoría relativamente conocida 
entre los operadores de justicia. Teniendo en cuenta ello, se observa sentencias 
que en su parte considerativa expresan fundamentos inspirados en el enfoque 
de plena jurisdicción, sin embargo, en su parte decisoria son fiel expresión del 
enfoque anulatorio. 
 
3. Igualmente, las sentencias examinadas ponen en evidencia que los órganos 
jurisdiccionales manejan una concepción rígida del principio de congruencia 
procesal. Lo que básicamente plantea el principio de congruencia procesal es 
que la sentencia se pronuncie respecto a lo pedido, es decir, que la sentencia 




Este precepto, es entendido y aplicado en los procesos de manera rigurosa y 
dogmática. De modo que, cuando un demandante expresa que su pretensión es 
que se declare la nulidad de la resolución del Tribunal Fiscal impugnada y se 
ordene al referido Colegiado que se pronuncie nuevamente sobre la 
controversia, lo que hacen los órganos jurisdiccionales, inspirados en una 
concepción inflexible del principio de congruencia procesal y considerando 
que no tienen otra posibilidad, es, precisamente, declarar la nulidad de la 
resolución impugnada y ordenar al Tribunal Fiscal que reexamine la 
controversia y emita nueva resolución al respecto. 
 
4. Otro problema que generan las sentencias anulatorias es la devolución 
innecesaria e inconveniente de las controversias tributarias al Tribunal  Fiscal. 
Hemos señalado que las sentencias anulatorias dejan sin efecto las resoluciones 
del Tribunal Fiscal y ordenan al Colegiado que vuelva a examinar la 
controversia y emita nuevo pronunciamiento al respecto. Sin duda, este reenvío 
de la disputa al Tribunal Fiscal es innecesario, porque encontrándose el 
conflicto en sede jurisdiccional el juez está en posibilidades de resolverlo en su 
integridad. Es inconveniente, porque genera mayor retraso en la solución 
efectiva de la controversia de fondo. 
 
5.  Una complicación vinculada con el problema anterior es, que una vez devuelta 
la controversia al Tribunal Fiscal, como consecuencia de una sentencia de 
nulidad, el nuevo pronunciamiento de dicha autoridad pueda demorar. 
 
Nada hace pensar que usando el mismo procedimiento instaurado para la 
elaboración y expedición de sus resoluciones, el Tribunal Fiscal no requiera el 
mismo tiempo para la expedición del nuevo pronunciamiento ordenado por el 
Poder Judicial. Ello, sin duda, resulta inconveniente pues retrasa 




6. No solo el nuevo pronunciamiento del Tribunal Fiscal puede demorar. Puede 
ocurrir también, como en realidad sucede, que el nuevo pronunciamiento del 
Tribunal Fiscal sea contrario a los intereses de las partes y, por tanto, decidan 
discutirlo en sede judicial a través de un segundo proceso contencioso 
tributario. 
 
7. Como puede observarse, las sentencias anulatorias dan lugar a situaciones 
irregulares (retorno innecesario de la contienda, demora del nuevo 
pronunciamiento, segundo proceso contencioso tributario) que extienden 
irrazonablemente la solución del conflicto entre los deudores tributarios y la 
Administración Tributaria. Para calcular el tiempo que demoraría la solución 
final de un determinado conflicto, al tiempo que dura el primer proceso que 
concluye con sentencia anulatoria, tendría que adicionarse el tiempo que 
requiere el Tribunal Fiscal para emitir el nuevo pronunciamiento, más el 
tiempo que tomaría la tramitación del segundo proceso contencioso tributario 
ocasionado por el nuevo pronunciamiento del Tribunal Fiscal. Como puede 
observarse, el enfoque revisor causa una desmesurada duración de la solución 
efectiva de la controversia. 
 
De otro lado, corresponde ocuparnos de las situaciones que se presentan en la 
práctica respecto a las pretensiones y la sentencia. Ya cuando abordamos el tema de 
la plena jurisdicción y las pretensiones, hemos identificado tales situaciones. Lo que 
pretendemos ahora es reseñar las diversas situaciones para luego plantear cómo se 
deben analizar y resolver en la sentencia. 
 
Las referidas situaciones son las siguientes: 
 
1.  La primera situación se presenta cuando el demandante formula expresamente 
un pedido de nulidad de una determinada resolución del Tribunal Fiscal y 
solicita que se ordena a éste Tribunal que emita nuevo pronunciamiento. 
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Nótese que en este caso en el petitum de la pretensión no se hace referencia 
alguna al conflicto de fondo. 
 
2.  La segunda situación se presenta cuando el demandante pretende que el Poder 
Judicial analice y resuelva sobre cuestiones que el Tribunal Fiscal no se ha 
pronunciado pese el pedido formulado, ya sea por considerarse incompetente 
(por ejemplo en las controversias tributarias de índole constitucional: arbitrios, 
tarifa de agua subterránea, etc.) o porque deliberada o involuntariamente ha 
omitido pronunciarse sobre algún aspecto de la controversia.  
 
3. Una tercera situación se presenta cuando el demandante formula pretensiones 
que no se plantearon ante el Tribunal Fiscal. Es decir se formula pedidos que 
no se realizaron en sede administrativa. 
 
Todas estas son situaciones atípicas que entrañan las siguientes interrogantes: ¿Cómo 
el juez se va a pronunciar en tales casos? ¿Cómo el juez va a estructurar la sentencia? 
¿Qué aspectos va a analizar? ¿Cómo se va a pronunciar sobre dichas pretensiones?, 
etc. 
 
Una cuestión final que corresponde abordar en esta parte de la tesis es determinar el 
tipo de sentencias que se expiden en el proceso tributario. En ese sentido, desde una 
perspectiva dogmática corresponde establecer si en el proceso tributario se expiden 
sentencias declarativas, sentencias constitutivas o sentencias de condena. 
 
A esta altura del capítulo, habiendo reseñado los problemas y dificultades que se 
presentan en relación a las sentencias en los procesos tributarios, corresponde 
formular algunas alternativas de solución. 
 
Se ha constatado que en los procesos tributarios se expiden tendencialmente 
sentencias anulatorias, que conforme a su naturaleza no se  pronuncian sobre la 
controversia de fondo, sino, se restringen a “controlar” la legalidad de las 
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resoluciones del Tribunal Fiscal y, como consecuencia de ello, determinar su validez 
o nulidad. En general, la realidad demuestra que no son pocas las sentencias que se 
limitan a declarar la nulidad de las resoluciones del Tribunal Fiscal. 
 
Esta problemática se origina  básicamente en dos causas: La primera tiene que ver 
con la manera en que los demandantes plantean sus pretensiones y, la segunda, con la 
concepción, con la forma en que el juez entiende el proceso contencioso en general y 
el proceso tributario en particular. 
 
En efecto, teniendo en cuenta la vinculación entre las pretensiones y la sentencia, si 
en el petitorio de la demanda (petitum) se solicita expresamente la nulidad de una 
determinada resolución del Tribunal Fiscal, lo que, por lo general, hacen los órganos 
jurisdiccionales, orientados por una concepción revisora del proceso tributario, es 
examinar la regularidad de dicha resolución y, según corresponda, establecer su 
nulidad, “conforme a lo pedido”. 
 
En relación a ello, en principio, corresponde recordar que la pretensión procesal está 
compuesta por dos elementos: El petitum y la causa petendi. En el petitum se 
formulan las solicitudes concretas y específicas, mientras que la causa petendi 
contiene los fundamentos de lo pedido, haciendo necesaria referencia a los hechos 
que han generado el  conflicto y a los argumentos que respaldan lo pedido. 
 
Teniendo en cuenta ello, y que en los procesos tributarios tendencialmente se 
formulan “petitorios” de nulidad inspirados en una concepción revisora del proceso, 
lo que corresponde hacer es identificar y analizar los fundamentos de lo pedido, que 
se encuentran en todo el contenido de la demanda, de manera que se reconozca y 
entienda la controversia de fondo y, se establezca lo que verdaderamente quiere o 
pide el demandante en relación a ésta. El establecimiento del petitorio correcto no es 
un asunto complejo ya que todo proceso se origina en un conflicto, el mismo que 
inexorablemente está reseñado o contenido en la demanda, específicamente en los 
fundamentos de la pretensión. Leyendo la demanda con vocación de resolver el 
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conflicto de fondo, la disputa real entre deudor tributario y Administración 
Tributaria, rápidamente se identificará el petitorio correcto, es decir, el verdadero 
petitum de la pretensión. 
 
Esta manera de proceder se inspira en el enfoque de plena jurisdicción del proceso 
tributario, que no se concreta a la respuesta mecánica de lo solicitado por el 
demandante en el petitorio de su demanda, sino, propone el análisis de los 
fundamentos de la pretensión para encontrar la discrepancia de fondo  y establecer el 
petitum que verdaderamente corresponde a tal controversia. 
 
Así establecidos los petitorios de las demandas, lo que ordinariamente tendremos son 
sentencias de plena jurisdicción que se pronuncian sobre lo que, en fusión a la 
divergencia de fondo, verdaderamente interesa a las partes. 
 
Como puede observarse, el procedimiento propuesto constituye una manera efectiva 
de superar la tendencia a expedir sentencias meramente anulatorias. 
 
Otra manera de limitar la propensión a emitir sentencias que solo declaran la nulidad 
de las resoluciones del Tribunal Fiscal y le ordenan a expedir nuevo 
pronunciamiento, es promoviendo entre los demandantes la presentación de 
demandas que contengan pretensiones de plena jurisdicción. El planteamiento de 
pretensiones de plena jurisdicción expone en su integridad la controversia de origen 
que se presenta entre el deudor tributario y la Administración Tributaria, posibilita la 
adecuada organización del proceso y persigue que el juez resuelva efectivamente tal 
conflicto.  
 
Hemos señalado que la segunda causa que origina la expedición de sentencias de 
nulidad es la manera de entender el proceso tributario. Inspirados en una concepción 
revisora, algunos jueces entiende que el proceso tributario se ha instaurado para 




De lo que se trata entonces es de superar esa concepción revisora y dar paso al  
enfoque de plena jurisdicción que pone su atención en el problema de fondo, 
organiza el proceso para su adecuada resolución, garantiza la expedición de 
sentencias que se pronuncian sobre los derechos materiales  e intereses involucrados 
en la contienda y posibilita la adopción de las medidas necesarias para efectivizar lo 
reconocido o restablecido en la sentencia. 
 
Se trata de reemplazar la concepción revisora por una de mayor alcance que se centra 
en la pugna real entre los partícipes del proceso y se propone resolverla 
efectivamente.  
 
Entender el proceso desde el enfoque de plena jurisdicción, pone como centro del 
debate la disputa de intereses entre los contendientes, organiza el proceso con el 
propósito que se componga el pleito de fondo, promueve el despliegue de todas las 
potestades y deberes del juez, garantiza la realización de las actuaciones procesales 
necesarias para la solución del conflicto, exige la incorporación y valoración de todos 
los medios probatorios, asegura la expedición de sentencias de plena jurisdicción 
debidamente fundamentadas que resuelvan la controversia sustantiva y dispongan la 
adopción de todas las medidas que sean necesarias para la efectiva materialización de 
lo decidido en las mismas.   
 
La consolidación de la concepción de plena jurisdiccional permitirá la disminución 
de sentencias anulatorias y la expedición de sentencias útiles que analicen el 
conflicto de fondo y se pronuncien sobre lo que verdaderamente interesa a los 
contendientes.  
 
De otro lado, es necesario poner en evidencia que la expedición de sentencias 
anulatorias es  incompatible con los fines del proceso, la tutela jurisdiccional efectiva 




En efecto, considerando que el proceso persigue la solución del conflicto y la paz en 
justicia, la sentencia de plena jurisdicción, que tiene como foco de atención la 
discordia de fondo relativa al tributo y constituye un pronunciamiento motivado que 
resuelve tal conflicto con el propósito de normalizar las relaciones entre los 
contribuyentes y la Administración Tributaria, sin duda, garantiza la consecución de 
los fines del proceso. 
 
Del mismo modo, si las sentencias de plena jurisdicción se pronuncian sobre el 
conflicto verdadero entre las partes e implican la adopción de todas las medidas que 
sean necesarias para el cumplimiento de lo decidido y la protección concreta de los 
derechos, no puede dejar de afirmarse que  materializan la tutela jurisdiccional 
efectiva. 
 
Finalmente, si las sentencias de plena jurisdicción se pronuncian sobre el problema 
sustantivo, sobre los derechos materiales comprometidos en la discusión, sobre lo 
que enfrenta al contribuyente y a la Administración Tributaria, indudablemente están 
decidiendo sobre lo que en el conflicto específico le corresponde o es debido a cada 
una de las partes. Ello, evidentemente, no es otra cosa que hacer justicia. 
 
Por otro lado, en relación a las sentencias anulatorias se ha puesto en evidencia 
algunos problemas específicos respecto a los cuales es pertinente formular algunas 
salidas. 
 
El primer problema expuesto tiene que ver con la motivación de las resoluciones del 
Tribunal Fiscal. Muchas de las sentencias de nulidad se fundamentan en las 
deficiencias de motivación hallados en los pronunciamientos del Tribunal Fiscal. Es 
posible que, en efecto, las resoluciones del colegiado administrativo adolezcan de 
defectos en la motivación y, desde la perspectiva revisora, lo que formalmente 
corresponde es declarar su nulidad. Sin embargo, si se evalúa la situación desde el 
enfoque de plena jurisdicción, lo que es más importante para la tutela jurisdiccional 
efectiva, la justicia y la convivencia pacífica, es la composición inmediata del litigio 
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de fondo entre las partes del proceso. Teniendo en cuenta ello, en los casos que se 
detecte defectos de motivación en las resoluciones del Tribunal Fiscal y, de la lectura 
de la demanda se puede identificar el conflicto de fondo, lo que el juez está llamado a 
hacer es organizar adecuadamente el proceso, realizar los actos procesales que 
correspondan, de manera que en la sentencia se analice el problema sustancial del 
caso y se termine resolviendo el conflicto real entre los contendientes, 
independientemente que se haya detectado defectos en los fundamentos de la 
resolución del Tribunal Fiscal o cualquier otro defecto en la tramitación del 
procedimiento contencioso tributario.  
 
Se trata pues de resolver la disputa real, verdadera, respecto al tributo, antes que 
examinar la correcta tramitación y solución del procedimiento contencioso tributario 
seguido en sede administrativa.  
 
Finalmente, cabe señalar que es más eficiente para la justicia y la tutela jurisdiccional 
efectiva que el Poder Judicial resuelva el conflicto de fondo de una vez, antes que 
revisar la regularidad del procedimiento administrativo previo, la validez formal de 
la resolución del Tribunal Fiscal, disponer su nulidad, devolver el conflicto y exigirle 
al Colegiado que expida una nueva resolución sobre la controversia. 
 
Un segundo problema vinculado con las sentencias anulatorias es que algunas de 
estas, si bien, en sus considerandos hacen referencia a fundamentos de plena 
jurisdicción, en su parte resolutiva se concretan a declarar la nulidad de la respectiva 
resolución del Tribunal Fiscal. 
 
Una manera adecuada de resolver este problema es asumiendo en su integridad el 
enfoque de plena jurisdicción, de modo que en los considerandos de las sentencias no 
sólo se hagan enunciados abstractos vinculados a la plena jurisdicción, sino, se 
identifique el problema de fondo, se analice los argumentos de las partes, se señale 
los puntos controvertidos, se construyan los argumentos o fundamentos de la 
sentencia y, finalmente, se resuelva. Se resuelva, no solo declarando la nulidad de la 
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resolución del Tribunal Fiscal, sino emitiendo pronunciamientos sobre los derechos e 
intereses comprometidos en la controversia, es decir, reconociendo o restableciendo 
las situaciones jurídicas individualizadas que correspondan. Como lo hemos 
señalado, esta manera de resolver las controversias tributarias queda garantizada con 
las sentencias de plena jurisdicción.  
 
Se ha referido también que un tercer problema vinculado a la sentencia y las 
pretensiones es la concepción rígida e imprecisa que jueces y secretarios tienen del 
principio de congruencia procesal. En base a tal concepción, si en el petitorio de la 
demanda se solicita expresamente la nulidad de una determinada resolución del 
Tribunal Fiscal y que se ordene al Colegiado emitir nueva resolución, lo que hace el 
juez en la sentencia, considerando que no tiene  otra posibilidad, es, precisamente, 
declarar la nulidad de la respectiva resolución del Tribunal Fiscal y ordenar que 
emita nuevo pronunciamiento. 
 
Mantener una concepción inflexible del principio de congruencia procesal, 
entendiéndolo como la correspondencia que debe presentarse entre el “petitorio” y la 
sentencia, no resulta apropiado en el proceso tributario. 
 
Al respecto, cabe anotar que generalmente en los procesos tributarios se formulan 
petitorios de nulidad, tal hecho asociado a la concepción rígida del principio de 
congruencia procesal puede llevar a los órganos jurisdiccionales a la crítica situación 
de emitir mayoritariamente sentencias anulatorias. 
 
Teniendo en cuenta lo señalado, lo que corresponde en el proceso tributario es 
manejar una concepción razonablemente flexible y apropiada del principio de 
congruencia. Lo primero que hay que advertir es que la congruencia procesal no 
exige la correspondencia biunívoca entre petitorio y sentencia, sino, entre pretensión 
y sentencia. En ese sentido, lo que corresponde hacer a los órganos jurisdiccionales 
atendiendo al principio de congruencia procesal, es revisar el íntegro de la demanda, 
identificar el conflicto de fondo y de este modo encontrar la verdadera pretensión del 
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demandante. La pretensión no necesariamente se expresa bien en el petitorio, hay 
que hurgar en los fundamentos de la demanda. Por ello, cuando se formulan 
petitorios de mera nulidad en los procesos tributarios, corresponde a los órganos 
jurisdiccionales, que finalmente son los que fijan los puntos controvertidos, analizar 
dedicadamente el contenido íntegro de la demanda para identificar la verdadera 
pretensión del demandante en función al litigio de fondo que se debe resolver. 
 
Habiendo identificado la pretensión vinculada al conflicto de fondo, la sentencia no 
tiene otro camino que pronunciarse sobre dicha pretensión. De este modo queda 
adecuadamente cumplida la exigencia que impone el principio de congruencia 
procesal a los órganos jurisdiccionales. 
 
Como puede observarse, en los procesos tributarios no son las sentencias de nulidad 
las que cumplen con el principio de congruencia procesal, sino, las sentencias de 
plena jurisdicción, que presuponen pretensiones respecto a la controversia de fondo.  
 
Además de lo dicho, cabe indicar que para enfrentar con éxito las diversas 
situaciones que se presentan en relación a la congruencia procesal, es necesario 
manejar, en el proceso contencioso administrativo en general y en el  proceso 
tributario en particular, una concepción razonablemente flexible del referido 
principio. Al respecto, el profesor Ramón Huapaya Tapia, afirma que el principio de 
congruencia, hoy en día, es un principio de está de capa caída en el proceso judicial. 
En ese sentido, el juez contencioso administrativo  debería asumir que el proceso 
contencioso es un proceso inquisitivo, donde la mayor impronta la tiene la potestad 
de dirección del juez. Señala, que en ese contexto, la congruencia queda afectada por 
que el juez está llamado a resolver el conflicto, por ello tenemos regulado el 
principio de suplencia de oficio. La congruencia queda  atenuada porque en el 
contencioso administrativo entra en juego el poder del juez que, inclusive, puede ir 




Otro grupo de problemas que generan las sentencias revisoras son: 1. La devolución 
innecesaria de las controversias tributarias al Tribunal Fiscal, 2. Las demoras en las 
que puede incurrir el Tribunal Fiscal para emitir el nuevo pronunciamiento, 3. El 
inicio de un segundo proceso contencioso tributario respecto a la nueva resolución 
emitida por el Tribunal Fiscal. 4. La desmesurada duración de la contienda. 
 
Lo primero que se advierte en relación a estos problemas es que tienen su origen en 
una sentencia anulatoria, que lejos de abordar el problema de fondo se limita a anular 
la resolución del Tribunal Fiscal, devolver la controversia a sede administrativa y 
exigirle al Colegiado que emita nuevo pronunciamiento. Lo segundo que 
corresponde anotar es que la devolución de la controversia al Tribunal Fiscal para 
que emita nueva resolución, lo único que genera es el retraso desmesurado de la 
solución efectiva de la controversia.  
 
Si la mera declaración de nulidad y devolución de las controversias al Tribunal Fiscal 
para que emita nuevo pronunciamiento, genera significativos retrasos para la 
solución efectiva de los conflictos, lo que corresponde es adoptar el enfoque de plena 
jurisdicción que, precisamente, organiza el proceso de tal modo que en sede judicial 
se analice la controversia de fondo y se expida una sentencia que efectivamente lo 
resuelva. 
 
Las sentencias de plena jurisdicción por su naturaleza identifican el problema 
sustancial, lo analizan profundamente en sus considerandos y, finalmente, emiten 
decisión sobre los derechos o intereses comprometidos en la contienda. Como puede 
observarse, con la expedición de sentencias de plena jurisdicción no existe 
posibilidad de devolver la controversia al Tribunal Fiscal para que ésta emita nuevo 
pronunciamiento. De este modo, también se elimina la eventual demora de dicho 
Tribunal para emitir nuevo pronunciamiento, así como la posibilidad de iniciar un 
segundo proceso contencioso tributario en sede judicial discutiendo la nueva 




Queda de este modo demostrado que con la composición efectiva de la controversia 
de fondo en sede judicial, se eliminan todos los retrasos y la duración prolongada que 
genera la devolución del pleito al Tribunal Fiscal para que expida nuevo 
pronunciamiento. 
 
Entender el proceso tributario como el medio instaurado para examinar los 
problemas de fondo, evita la duración irrazonable de la solución efectiva de los 
mismos. Con la solución fundamentada de la controversia de origen en sede judicial, 
se acaban: La devolución innecesaria de las contiendas, las demoras del Tribunal 
Fiscal, la emisión de nuevos pronunciamientos y la iniciación de nuevos procesos 
contenciosos tributarios contra los  pronunciamientos rectificatorios del colegiado 
administrativo. Con todo ello, evidentemente, la composición efectiva de las disputas 
entre deudores tributarios y la Administración Tributaria se realiza en menor tiempo. 
 
Este modo de proceder constituye una manera más eficaz de resolver los conflictos y 
una respuesta idónea respecto a la demanda colectiva de justicia célere y oportuna. 
 
De otro lado, hemos puesto en evidencia a lo largo del trabajo la vinculación entre 
pretensión y sentencia. En relación a ello cabe recordar que se han identificado tres 
maneras de formular las pretensiones, las mismas que entrañan la siguiente 
interrogante ¿Cómo han de pronunciarse los órganos jurisdiccionales en cada una de 
estas situaciones? 
 
La primera situación se presenta cuando en su petitorio el demandante solicita 
expresa y exclusivamente la nulidad de la respectiva resolución del Tribunal Fiscal y 
se le ordene que emita nueva resolución. 
 
En relación a este tipo de petitorios, lo que en principio le corresponde hacer a un 
juez comprometido en los fines del proceso, la tutela efectiva y la justicia, es enfocar 




Como se ha señalado, enfocando el proceso desde esta perspectiva, el juez no se 
limitará a la petición de nulidad, sino, tendrá que revisar todo el contenido de la 
demanda, es decir, los fundamentos del petitorio para encontrar el conflicto de fondo 
y en función a él la verdadera pretensión del demandante. 
 
Todo proceso tributario es motivado por un conflicto objetivo vinculado al deber de 
contribuir. Tal conflicto se encuentra reseñado en la demanda y confirmado en la 
contestación de la demanda. En ese sentido, sí lo que se pretende es conocer la 
pretensión del demandante en relación al conflicto de fondo, lo que corresponde es 
revisar y estudiar el contenido integro la demanda. 
 
Una vez determinada las pretensiones del demandante en relación a la disputa de 
fondo y, confrontados con las del demandado, el juez debe fijar los puntos 
controvertidos. 
 
En este acápite, corresponde detenernos para volver a reflexionar sobre los pedidos 
expresos de nulidad y otras pretensiones incorrectamente formuladas, que podrían 
dar lugar a la inadecuada organización del proceso e inapropiada solución del  
conflicto. Pese a las deficiencias en el planteamiento de las pretensiones, el juez debe 
proceder a ordenar o centrar la controversia, confrontando debidamente los 
argumentos de las partes y cumpliendo el deber que le ha impuesto el ordenamiento, 
en el sentido de fijar los puntos controvertidos. 
 
Al respecto, el artículo 468° del Código Procesal Civil establece: “Expedido el auto 
de saneamiento, las partes dentro del tercero día de notificadas propondrán al Juez 
por escrito los puntos controvertidos. Vencido este plazo con o sin propuesta de las 
partes el Juez procederá a fijar los puntos controvertidos […]”. 
 
Por su lado, el artículo 28°, numeral 28.1, del TUO de la Ley 27584, Ley que Regula 
el Proceso Contencioso Administrativo, dispone: “Si el proceso es declarado 
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saneado, el Auto de saneamiento deberá contener, además, la fijación de los Puntos 
controvertidos […]”. 
 
Como puede observarse, el juez fija los puntos controvertidos. Es, precisamente, al 
realizar esta labor, que el juez puede superar las deficiencias en las que incurren las 
partes al formular sus pretensiones. Como no puede ser de otro modo, un correcto 
establecimiento de los puntos controvertidos garantiza la adecuada organización del 
proceso y la composición de la controversia de fondo.                                
 
Habiendo seguido este procedimiento, orientado por el enfoque de plena jurisdicción, 
el juez tendrá planteado el proceso para emitir sentencia sobre el conflicto de fondo. 
En ese sentido, se pronunciará sobre los derechos materiales comprometidos en la 
controversia, es decir, decidirá qué derechos o intereses le corresponden al 
demandante y que otros al demandado. 
 
De lo expuesto queda establecido que, pese a que el demandante formula petitorio de 
mera anulación o incurre en deficiencias en la formulación de la pretensión,  lo que 
el juez debe hacer es revisar el íntegro de la demanda para identificar el conflicto de 
fondo, la verdadera pretensión del demandante y resolver en, consecuencia, la 
disputa real entre las partes del proceso.  
 
La segunda situación se presenta cuando el demandante pretende que el juez se 
pronuncie sobre cuestiones que el Tribunal Fiscal no se ha pronunciado pese a 
habérselo pedido. En este caso el Tribunal no se pronuncia por considerarse 
incompetente o, porque, deliberada o involuntariamente ha omitido abordar algún 
aspecto de la controversia. 
 
Si se maneja un enfoque formal del proceso, lo que correspondería en esta segunda 
situación sería la improcedencia de la demanda. Ello, debido a que no existe 
pronunciamiento del Tribunal Fiscal en relación al aspecto de la controversia que el 




Para determinar si el juez debe admitir la pretensión y resolver el conflicto en los 
casos de omisión de pronunciamiento del Tribunal Fiscal, previamente corresponde 
considerar las siguientes ideas: En primer lugar, hay que tener en cuenta que todo 
sujeto de derecho (sea persona natural o jurídica) tiene derecho al acceso a la 
jurisdicción, es decir, a poner en marcha la maquinaria judicial cuando considera que 
no se le reconoce o se ha vulnerado un derecho que le corresponde. Una manera de 
garantizar el derecho de acceso a la jurisdicción es, precisamente, admitiendo en el 
proceso tributario pretensiones sobre aspectos del conflicto que el Tribunal Fiscal no 
se ha pronunciado. Impedir la formulación de este tipo de pretensiones, vulnera 
directamente el derecho constitucional al acceso a la justicia, consagrado en el 
artículo 139° de la Constitución Política del Perú.  
 
En segundo lugar, cabe recordar que todo sujeto tiene derecho a la prestación del 
servicio de justicia, que en el lenguaje técnico procesal no es otra cosa que la tutela 
jurisdiccional efectiva, recogido en el artículo 139°, numeral 3, de la Constitución y 
desarrollado jurisprudencialmente por el Tribunal Constitucional. Siendo ello así, 
cuando un sujeto plantee una pretensión solicitando que un juzgado se pronuncie 
sobre algún aspecto de la controversia que el Tribunal Fiscal ha omitido abordar, a lo 
que tiene derecho dicho sujeto, es a que se admita su demanda, se siga un proceso 
con garantías, se emita sentencia debidamente fundamentada y se adopten todas las 
medidas pertinentes para efectivizar lo decidido en la sentencia. Como puede 
observarse, la tutela jurisdiccional efectiva impide que los órganos jurisdiccionales 
rechacen demandas que contienen pretensiones sobre asuntos o aspectos de la 
controversia respecto a los cuales el Tribunal Fiscal no ha emitido pronunciamiento. 
 
En tercer lugar, corresponde tener en cuenta que los conflictos relativos al tributo 
deben ser resueltos en plazos razonables, es decir, de manera oportuna. Considerando 
ello, rechazar demandas porque contienen pretensiones sobre aspectos que no se ha 
pronunciado el Tribunal Fiscal, lo único que hace es extender 




En ese sentido, teniendo en cuenta las ideas expuestas, lo que corresponde ante la 
formulación de pretensiones sobre cuestiones que el Tribunal Fiscal no se ha 
pronunciado, es que los órganos jurisdiccionales, asumiendo el enfoque de plena 
jurisdicción, admitan tales pretensiones, organicen adecuadamente el proceso, las 
analicen y emitan sentencia sobre ellas. De este modo, quedan garantizadas tutela 
jurisdiccional efectiva y solución oportuna de los conflictos. 
 
La tercera situación se presenta cuando en el proceso tributario se plantean 
pretensiones que no se formularon ante el Tribunal Fiscal. Se trata de pretensiones 
nuevas que no se presentaron en vía administrativa. 
 
Conforme se ha venido realizando respecto a las dos situaciones anteriores, 
corresponde afirmar en el presente caso, que los órganos jurisdiccionales deben 
admitir este tercer tipo de pretensiones y, ulteriormente, pronunciarse sobre ellas en 
la sentencia. 
 
En principio, es pertinente conocer las razones por las cuales se presentan ante la 
judicatura, pretensiones que no se plantearon en sede administrativa. En ese sentido: 
a. Puede ocurrir que el contribuyente haya omitido involuntariamente plantear una 
determinada pretensión ante el Tribunal Fiscal. b. Puede también ocurrir que para la 
etapa jurisdiccional el demandante maneje mayor información, conozca mejor el 
caso y decida formular una pretensión que no planteó en sede administrativa. c. 
Finalmente, puede ocurrir que como consecuencia del pronunciamiento del Tribunal 
Fiscal, la controversia tome un giro distinto que lleve al demandante a formular una 
pretensión no deducida en sede administrativa. 
 
Si esta tercera situación se aborda desde la perspectiva anulatoria, la demanda se 
declarará inmediatamente improcedente porque no existe pronunciamiento previo del 




Teniendo en cuenta que a la plena jurisdicción le interesa resolver el conflicto de 
fondo entre los contendientes, un juez que enfoca el proceso desde esta perspectiva sí 
podrá admitir la pretensión que no fue deducida en sede administrativa, organizar 
adecuadamente el proceso y proceder a emitir sentencia al respecto. 
 
Esta manera de actuar del juez se fundamenta en el derecho de acceso a la justicia, la 
tutela jurisdiccional efectiva y los fines del proceso.  
 
En ese sentido, no admitir una pretensión por el hecho de no haber sido previamente 
deducida en sede administrativa, constituye una evidente vulneración al derecho de 
todo sujeto de acceder a los órganos jurisdiccionales para que examinen su demanda.  
 
Del mismo modo, rechazar una demanda por que contiene una pretensión no 
deducida previamente en sede administrativa, significa no brindarle a un determinado 
sujeto tutela jurisdiccional efectiva. Es decir, significa negarle la posibilidad de 
recurrir a los órganos jurisdiccionales, que su caso se tramite en un proceso con 
mínimas garantías, que la controversia se resuelva mediante una sentencia 
debidamente fundamentada y, finalmente, se materialice lo decidido. 
 
Asimismo, cabe recordar que los fines esenciales del proceso son la solución del 
conflicto y la paz en justicia. Una manera de lograr tales fines es admitiendo 
pretensiones que lleven a abordar y resolver el conflicto de fondo, no obstante que 
tales pretensiones no cumplieron con la formalidad de haber sido previamente 
planteadas en sede administrativa. 
 
Finalmente, cabe anotar que el Poder Judicial tiene el deber de promover y garantizar 
que los conflictos que se presentan entre los sujetos sean resueltos de manera 
expeditiva y oportuna. Rechazar una demanda que contiene una pretensión no 
deducida en sede administrativa, no se encuentra en armonía con el referido deber; 
por el contrario, ello constituye una manera evidente de no encarar los conflictos y de 




Considerando todo lo expuesto, se concluye que cuando en un proceso tributario se 
presenta una pretensión que no fue previamente planteada en sede administrativa, lo 
que deben hacer los órganos jurisdiccionales es admitir la pretensión, organizar el 
proceso en función a ella y resolver la controversia respectiva. 
 
Una cuestión final que corresponde abordar en relación a la plena jurisdicción y la 
sentencia, tiene que ver con el tipo de sentencias que se expiden en el proceso 
tributario. En este sentido, es necesario determinar si en el proceso tributario se 
expiden sentencias declarativas, sentencias constitutivas o sentencias de condena. 
 
La sentencia declarativa, es aquella que proclama una situación jurídica existente con 
anterioridad, afirmando su certeza. La sentencia constitutiva es aquella que crea, 
modifica o extingue una situación jurídica. La sentencia es de condena cuando 
impone una situación jurídica. En el ámbito administrativo se identifica las 
sentencias de condena con las sentencias prestacionales donde lo que se impone es la 
realización de una conducta o una prestación. 
 
Para determinar el tipo de sentencias que se expiden en el proceso tributario es 
necesario tener en cuenta la naturaleza de los conflictos fiscales. Los conflictos 
fiscales son disputas materiales en relación al tributo. Por lo general, en la base del 
conflicto se encuentran discusiones en relación a la  deuda tributaria. En las 
controversias tributarias ordinariamente no se demanda declaraciones de derechos 
preexistentes, lo que se requiere es que se defina una situación jurídica, que se  
decida a quien corresponde el derecho y que se realicen las conductas conducentes a 
la satisfacción efectiva de lo reconocido en la sentencia. 
 
Teniendo en cuenta ello, son pocos los casos en el proceso tributario en las que se 
expedirán sentencias declarativas. Si con los procesos tributarios se persigue que se 





Así por ejemplo, la determinación de si una prescripción, una exoneración, una 
deducción, la imposición de una sanción, la devolución de pagos indebidos, el no 
cobro de intereses, el mantenimiento de un fraccionamiento, corresponden a un 
contribuyente, requieren de sentencias constitutivas. 
 
No obstante ello, para la composición cabal de un conflicto no son suficientes las 
declaraciones y sentencias constitutivas. Para la solución de una controversia es 
necesaria la realización de determinadas conductas dirigidas a la satisfacción del 
derecho reconocido o constituido.  
 
Teniendo en cuenta ello, lo que corresponde expedir en muchas ocasiones, en 
relación a los conflictos tributarios, son sentencias de condena o, lo que la doctrina 
administrativa conoce como sentencias prestacionales; de modo que la 
administración o el contribuyente en su caso, efectivicen el derecho reconocido o 
constituido en una sentencia. 
 
Finalmente, cabe precisar que, si en los procesos tributarios los demandantes 
formulan pretensiones de plena jurisdicción, el juez procederá a examinar el 
conflicto de fondo, organizará el proceso para solucionarlo y estará habilitado para 
efectuar declaraciones, constituir o reconocer derechos, exigir prestaciones o 
acciones concretas del vencido en juicio y ejercitar todas las medidas necesarias para 
la efectivización de lo decidido en la sentencia. 
 
 
IV. PLENA JURISDICCIÓN Y AGOTAMIENTO DE LA VÍA 
ADMINISTRATIVA 
 
Uno de los requisitos típicos que los deudores tributarios deben acreditar para iniciar 




El agotamiento de la vía previa consiste en haber recorrido todo el iter del 
procedimiento previsto en sede administrativa para resolver los conflictos tributarios 
y haber obtenido decisión final del Tribunal Fiscal. 
 
Como tradicionalmente en nuestro país se ha instaurado un procedimiento 
administrativo previo para resolver las controversias fiscales, el agotamiento de esa 
vía previa se ha relacionado con el objeto del proceso. En ese sentido, se ha 
entendido que el objeto del proceso contencioso tributario, que se desarrolla en sede 
judicial, es la resolución expedida por el Tribunal Fiscal en última instancia 
administrativa. 
 
Dicha idea, evidentemente, se ve promovida y justificada por la concepción revisora 
del proceso, que entiende que el proceso tributario ha sido instaurado para verificar 
la regularidad de las resoluciones del Tribunal Fiscal, declarar su nulidad cuando 
corresponda y, finalmente, reenviar la controversia a la referida entidad para que 
emita nuevo pronunciamiento.  
 
Como puede observarse, el enfoque revisor presupone la existencia de una decisión 
administrativa previa que termina siendo objeto de control en el proceso tributario. El 
enfoque revisor entiende el proceso de ese modo, en lugar de identificar el conflicto 
de fondo entre deudor tributario y Administración Tributaria, y propugnar su 
solución efectiva. 
 
Hemos señalado que nuestro ordenamiento establece al agotamiento de la vía 
administrativa como requisito de procedencia del proceso contencioso tributario. 
 
Pero a esta altura del desarrollo de la tesis, corresponde formularnos las siguientes 
interrogantes: ¿Es necesario o razonable en nuestro sistema de resolución de 
conflictos tributarios la inexorable exigencia del agotamiento de la vía 
administrativa? ¿Es verdaderamente indispensable esperar la expedición de la 
resolución final del Tribunal Fiscal para poder iniciar un proceso tributario? ¿Es 
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razonable o conveniente exigir la obtención de una decisión del Tribunal Fiscal 
cuando desde hace varios años se experimenta una serie de problemas en la 
tramitación de los procedimientos tributarios y en la expedición de pronunciamientos 
del Tribunal Fiscal? 
 
Al respecto, cabe anotar que los principales problemas que la revisión de centenares 
de expedientes administrativos tributarios nos han permitido identificar, son los 
siguientes: 
 
1. Evidentes retrasos en la tramitación de los procedimientos tributarios, tanto en 
etapa de reclamación como de apelación. 
2. Tardía expedición de las resoluciones que resuelven reclamaciones como 
apelaciones. 
3. Las resoluciones que resuelven reclamaciones tienden a confirmar las 
actuaciones de la administración tributaria. 
4. Falta de pronunciamiento sobre la controversia de fondo entre el deudor 
tributario y la Administración Tributaria. 
5. Declaraciones de improcedencia. 
6. Declaración de incompetencia para resolver controversias tributarias de índole 
constitucional. 
7. Expedición reiterativa de resoluciones que declaran infundadas apelaciones 
respecto a controversias conocidas o recurrentes. 
8. Intensas controversias relativas al pago de intereses generados por la demora 
excesiva en la resolución de recursos de reclamación y apelación.     
 
En relación a todo lo referido respecto a la exigencia de agotamiento de la vía 
administrativa, cabe señalar lo siguiente: 
 
Corresponde afirmar, de inicio, que el objeto del proceso contencioso tributario no es 
la resolución del Tribunal Fiscal. El proceso contencioso tributario no se ha 
instaurado para analizar, determinar la nulidad de la resolución expedida por el 
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Tribunal Fiscal y, finalmente, exigirle que emita nuevo pronunciamiento. El proceso 
tributario se ha instituido para resolver los conflictos de fondo que se presentan en 
relación al tributo. En ese sentido, el objeto del proceso tributario es la pretensión 
referida a la disputa sustantiva entre el deudor tributario y la Administración 
Tributaria. 
 
Esta manera de entender el proceso es contraria al enfoque revisor. Responde más 
bien al enfoque de plena jurisdicción que considera el proceso como un medio para 
resolver conflictos y, específicamente, concibe al proceso tributario como el conjunto 
de actuaciones jurisdiccionales destinadas a analizar, enjuiciar y resolver las 
controversias que se generan en relación al tributo. 
 
En este contexto de análisis, es necesario determinar ¿Cuál es la condición que tienen 
las resoluciones del Tribunal Fiscal? ¿En qué calidad concurren al proceso tributario? 
 
Las resoluciones del Tribunal Fiscal son la actuación final del procedimiento 
administrativo instaurado para componer los conflictos entre los deudores tributarios 
y la Administración Tributaria. Las resoluciones del Tribunal Fiscal no pierden su 
condición,  pues son pronunciamientos de la autoridad embestida de la facultad de 
resolver en última instancia administrativa los conflictos tributarios. 
 
Se trata de decisiones con las cuales se aspira resolver en sede administrativa los 
conflictos relativos al tributo. Evidentemente, encontrándonos en el ámbito 
administrativo esa actividad de composición de conflictos se realiza ejercitando todas 
las potestades de las que está investida la autoridad administrativa resolutora; pero 
también, teniendo en cuenta las limitaciones que el ordenamiento le ha impuesto.  
 
Como el conflicto puede subsistir pese al pronunciamiento del Tribunal Fiscal, lo 
trascendental en el proceso tributario no es la resolución previa expedida por el 





Considerando lo expuesto, en el proceso tributario las resoluciones del Tribunal 
Fiscal concurren como tales, es decir, como pronunciamientos finales de una 
autoridad administrativa que con todas sus potestades y limitaciones, ha pretendido 
resolver el conflicto que se presenta entre los deudores tributarios y la 
Administración Tributaria. 
 
Por su lado en el proceso, el juez ejercita jurisdicción que, evidentemente, es una 
potestad distinta a las potestades de las que está investido el Tribunal Fiscal. En 
ejercicio de la potestad jurisdiccional, el juzgador, está en la obligación de identificar 
el conflicto de fondo, analizarlo de manera directa, elaborar juicios sobre él, construir 
argumentos, resolverlo definitivamente y ejecutar compulsivamente lo decidido. En 
este circuito de actuaciones, sin duda, el juez puede tener en cuenta el 
pronunciamiento del Tribunal Fiscal, pero lo central en el proceso no es la resolución 
del referido Colegiado, sino, la controversia sustantiva entre el deudor tributario y la 
Administración Tributaria que personifica al Estado.  
 
El deber del enjuiciador de plena jurisdicción es analizar la disputa de fondo y 
resolverla. Si en dicho propósito hay necesidad de hacer referencia al 
pronunciamiento del Tribunal Fiscal, sin duda puede hacerlo. Puede incluso declarar 
la nulidad de las resoluciones del Tribunal Fiscal, pero no necesariamente como 
consecuencia de un aislado análisis de su regularidad formal, del examen centrado en 
el pronunciamiento, sino como efecto del análisis de la contienda de fondo. En tal 
virtud, si el estudio del conflicto de fondo en el proceso lleva a reconocer al deudor 
tributario un derecho que el Tribunal Fiscal ha negado con una resolución, ésta 
deviene nula de pleno derecho. 
 
Queda entonces clara, la condición en la que en un proceso de plena jurisdicción 




Ahora, como se ha indicado, nuestro ordenamiento exige el agotamiento de la vía 
administrativa mediante resolución del Tribunal Fiscal, como requisito de 
procedencia de la demanda contencioso tributaria. Éste es un asunto central de 
nuestro sistema de solución de controversias tributarias que es necesario analizarlo 
en profundidad para determinar su mantenimiento o remoción. 
 
En la realización de dicho análisis, corresponde referirnos a las interrogantes antes 
formuladas y proceder a responderlas. En ese sentido: ¿Es indispensable o 
conveniente en nuestro sistema de resolución de conflictos tributarios la inexorable 
exigencia del agotamiento de la vía administrativa? ¿Es verdaderamente necesario 
que se espere la expedición de la resolución del Tribunal Fiscal para poder iniciar un 
proceso tributario? ¿Es razonable o conveniente exigir la obtención de una decisión 
del Tribunal Fiscal cuando desde hace varios años se experimenta una serie de 
problemas en la tramitación de los procedimientos tributarios y en la expedición de 
pronunciamientos del Tribunal Fiscal? 
 
Para responder a estas interrogantes es necesario examinar dos aspectos: El primero, 
referido a los fines y al enfoque que se debe dar al proceso tributario y; el segundo, 
referido a los problemas concretos que experimenta la tramitación de los 
procedimientos tributarios y la expedición de resoluciones del Tribunal Fiscal. 
 
En relación al primer aspecto, cabe recordar que el proceso tributario tiene como 
propósito resolver los conflictos de fondo que se presentan en relación al tributo. De 
la misma forma, cabe tener en cuenta que el enfoque de plena jurisdicción es el que 
garantiza que se identifique adecuadamente la controversia de fondo, organice el 
proceso para resolverlo, analice profundamente la disputa de intereses y, finalmente, 
se resuelva mediante sentencia debidamente motivada. 
 
En ese sentido, si se entiende y desarrolla el proceso tributario con el propósito 
concreto de resolver el conflicto de fondo, no parece razonable ni necesario que se 
someta a los deudores tributarios a recorrer todo un procedimiento administrativo 
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previo y, se les obligue agotar dicha vía mediante resolución final del Tribunal 
Fiscal. 
 
Si en efecto, el proceso tributario se estructura para abordar el problema sustancial 
entre los deudores tributarios y la Administración Tributaria, para que el juez ejercite 
todas sus potestades y deberes y para que finalmente se resuelva el conflicto de 
origen mediante decisión motivada, no resulta verdaderamente indispensable ni 
justificado que los deudores esperen la expedición de una resolución del Tribunal 
Fiscal para de este modo acrediten el agotamiento de la vía administrativa y recién 
puedan iniciar un proceso contencioso tributario en el Poder Judicial. 
 
En relación al segundo aspecto, cabe referirnos a los problemas de conocimiento 
público que experimentan actualmente la tramitación de los procedimientos 
tributarios y la expedición de las resoluciones del Tribunal Fiscal. 
 
El primero de los problemas consiste en los evidentes retrasos en que incurren tanto 
la Administración Tributaria como el Tribunal Fiscal en la tramitación de los 
procedimientos tributarios. La simple revisión de los expedientes administrativos 
demuestra los prolongados períodos que pasan desde la interposición de la 
reclamación hasta la expedición del pronunciamiento que resuelve la apelación. Para 
hacernos una idea de cuánto dura el procedimiento tributario en sede administrativa, 
corresponde referir el siguiente hecho: Durante los años 2015, 2014 y 2013,  en los 
juzgados tributarios se han iniciado procesos contenciosos por fiscalizaciones que la 
administración tributaria realizó en los años 2002, 2001, 2000 e incluso a finales de 
los años 90. Sin duda, existirán procedimientos que duren menos tiempo, sin 
embargo, el promedio aún no es nada alentador. 
 
El segundo problema, se encuentra íntimamente vinculado al primero. No se trata de 
la duración desmesurada de los procedimientos, sino, de la demora en que incurren, 
tanto la Administración Tributaria como el Tribunal Fiscal, en expedir la resolución 
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que resuelve la reclamación o la apelación, desde el momento en que el expediente se 
encuentra expedito para pronunciamiento. 
 
La revisión de muchos expedientes administrativos pone en evidencia que la demora 
en expedir pronunciamiento, sobre todo en el Tribunal Fiscal, es significativa. 
 
Un tercer problema que, evidentemente, no solo se presenta en las administraciones 
tributarias, sino en todas las entidades del sector público que resuelven en primera 
instancia las reconsideraciones respecto a sus propias actuaciones, es la tendencia a 
emitir pronunciamiento confirmando las actuaciones discutidas. Las estadísticas de 
estos órganos de la administración pública, y los expedientes administrativos 
examinados en el caso de las administraciones tributarias, demuestran que son pocos 
los casos  en que la administración resuelve disponiendo que se enmiende su propia 
actuación. 
 
Como cuarto problema se puede reportar los casos en los que el Tribunal Fiscal no 
termina pronunciándose sobre la controversia de fondo entre el deudor tributario y la 
Administración Tributaria. Ya sea por omisión o por la forma en que se ha planteado 
la apelación, el Colegiado no analiza el conflicto de fondo. 
 
Un quinto asunto, que más que un problema es una constatación, es que el Tribunal 
Fiscal en muchos casos se está declarando incompetente para conocer las 
controversias tributarias de carácter constitucional. Evidentemente, la postura 
responde a un precedente de observancia obligatoria expedido por el Tribunal 
Constitucional (sentencia del 18 de marzo del 2014 recaída en el Expediente N° 
04293-2012-PA/TC); sin embargo, lo objetivo en todos estos casos es que el 
Colegiado no está emitiendo pronunciamiento  sobre la controversia de fondo. 
 
Un sexto asunto, que tampoco es un problema sino una constatación, tiene que ver 
con el hecho que el Tribunal Fiscal en muchísimos casos está declarando infundadas 
las apelaciones planteadas por los contribuyentes debido a que se refieren a 
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controversias ya conocidas sobre las cuales en anteriores resoluciones ha emitido 
pronunciamiento. Esta postura  del órgano resolutor es absolutamente legítima, 
materializa el principio de predictibilidad y consolida la confianza colectiva en el 
Colegiado. Sin embargo, cabe preguntarnos si ¿resulta conveniente para la rápida y 
oportuna solución los conflictos que se obligue a los contribuyentes a recorrer todo el 
íter del procedimiento tributario para obtener una resolución final del Tribunal Fiscal 
cuyo sentido se conoce de antemano? 
 
Teniendo en cuenta la realidad objetiva de todos estos problemas, se puede afirmar 
que no resulta razonable y menos necesario que se exija a los contribuyentes que 
recorran todo el procedimiento tributario previo, para obtener la resolución del 
Tribunal Fiscal que agote la vía administrativa. No es indispensable, ni conveniente, 
someter a los contribuyentes a un procedimiento contencioso tributario lento, 
prolongado, costoso y que adolece de los problemas antes descritos, solo con el  
propósito de agotar la vía administrativa y obtener la resolución del Tribunal Fiscal 
que lo acredite. 
 
Asimismo, no resulta lógico ni justificado obligar al contribuyente llevar adelante un 
procedimiento en el que, finalmente, el Tribunal Fiscal no se va a pronunciar por 
tratarse de una controversia tributaria de carácter constitucional. 
 
Por último, no resulta razonable ni justificado llevar adelante un procedimiento 
previo y agotar la vía administrativa, cuando de antemano se conoce el sentido que 
va a tener la resolución del Tribunal Fiscal por tratarse de un conflicto similar al que 
anteriormente conoció y resolvió. 
 
Esta línea de análisis, pone en evidencia que exigir inexorablemente el agotamiento 





Ante tal situación, cabe preguntarnos: ¿Cuáles podrían ser las alternativas de 
solución? 
 
Al respecto corresponde anotar, en principio, que el agotamiento como requisito de 
procedencia de la demanda contencioso administrativa se encuentra consagrado en 
los niveles más altos de nuestro ordenamiento y profundamente arraigado en nuestra 
cultura jurídica y nuestra práctica judicial. Siendo ello así, no puede pensarse en una 
solución drástica que, de inmediato y para todos los casos, elimine el requisito 
procesal del agotamiento de la vía administrativa previa. En ese sentido, 
consideramos que la solución a los problemas que genera el agotamiento de la vía 
administrativa en relación a las controversias tributarias, debe ser progresivo. 
 
La idea que se encuentra en la base de esta propuesta de solución progresiva es, que 
tanto la reclamación, la apelación, como la demanda sean  facultativas. Es decir, ante 
una actuación o decisión de la Administración Tributaria, el contribuyente puede 
optar por presentar alternativamente y, sin condicionamiento, un recurso de 
reclamación, uno de apelación o una demanda contencioso tributaria. 
 
Teniendo en cuenta ello:  
- Presentará un recurso de reclamación, cuando considere que la propia 
administración reflexionará mejor sobre su actuación y atenderá su pedido. 
- Presentará directamente un recurso de  apelación, si entiende que la 
reclamación no le será útil y el pronunciamiento del Tribunal Fiscal puede 
amparar su postura. 
- Presentará directamente una demanda contencioso administrativa, si considera 
que el procedimiento administrativo previo no le va resolver el problema y sólo 
en sede jurisdiccional puede obtener tutela efectiva. 
 
Esta forma de razonar, parte de la premisa que lo importante en las disputas entre los 
deudores tributarios y la Administración Tributaria es la solución real y efectiva de 
los conflictos que se presentan entre estos dos sujetos. Teniendo en cuenta ello, el 
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deudor que considera que, una actuación de la Administración Tributaria contraria al 
ordenamiento lesiona sus derechos, tiene que tener habilitado, por un principio de 
razonabilidad y eficiencia, el recurso o la vía que juzga más idónea para el expeditivo 
reconocimiento de su derecho, la reivindicación de sus intereses y el oportuno 
otorgamiento de tutela efectiva. Considerando lo expuesto, cabe concluir que, es el 
propio contribuyente el que debe elegir si presenta una reclamación, una apelación o 
directamente una demanda contencioso administrativa ante el Poder Judicial. 
 
Hemos señalado líneas arriba, que la solución a los problemas que genera la 
exigencia de agotamiento obligatorio debe ser progresiva, por etapas. Tres serían las 
etapas en las que pueden implementarse las reformas sugeridas. 
 
En una primera etapa, lo que debe implementarse es la eliminación de la exigencia 
del agotamiento obligatorio para los casos referidos a controversias de carácter 
constitucional y otras en los que el Tribunal Fiscal no emitirá pronunciamiento. 
 
Como se ha señalado, no tiene sentido llevar adelante un procedimiento tributario y 
exigir el agotamiento sobre una controversia de implicancias constitucionales, 
respecto a la cual el Tribunal Fiscal no va a emitir pronunciamiento por 
incompetente, como el propio Colegiado lo ha sostenido en múltiples resoluciones. 
En todos estos casos, el deudor tributario tiene que tener habilitado la vía para acudir 
directamente al Poder Judicial interponiendo su demanda sin la necesidad de cumplir 
con el requisito del agotamiento previo de la vía administrativa. 
 
En una segunda etapa, debe implementarse la eliminación de la exigencia del 
agotamiento obligatorio para los casos referidos a controversias en los cuales se 
puede prever la decisión desfavorable del Tribunal Fiscal, teniendo en cuenta la 
identidad o similitud de tales controversias con otros conflictos anteriormente 




En una tercera etapa, evaluando los resultados de las dos etapas anteriores, podría 
dejar de exigirse el agotamiento obligatorio de la vía administrativa previa para todo 
tipo de casos. 
 
Nótese que en la reforma de la primera etapa, rige la eliminación de la exigencia de 
agotamiento de la vía administrativa, mientras que en las reformas de la segunda y 
tercera etapa rige el criterio de agotamiento facultativo de la vía administrativa. 
 
La propia dinámica en la que se devuelvan las reformas implementadas y los 
resultados que se alcancen respecto a la solución de las controversias, nos permitirán 




V. PLENA JURISDICCIÓN Y PRUEBA 
 
La actividad probatoria está constituida por un conjunto de actuaciones de capital 
importancia en el proceso. Su propósito es acreditar hechos y generar convicción en 
el juez para resolver adecuadamente una controversia. En la actividad probatoria 
intervienen tanto las partes como el juez e implica actuaciones como la identificación 
de los medios probatorios, su ofrecimiento, admisión, actuación, valoración, etc. 
 
Los medios probatorios, en torno a los cuales gira la actividad probatoria, son 
elementos que tienen el objetivo de acreditar un hecho, una alegación, una 
afirmación y, en general, cualquier suceso relevante vinculado a la controversia 
materia del proceso. 
 
En el proceso tributario se han identificado algunos problemas serios en relación a la 
actividad probatoria. El problema central tiene que ver con el enfoque revisor que 
inspira a todo el régimen que disciplina la actividad probatoria en este tipo de 
procesos. En efecto, si el proceso tributario se entiende como aquel conjunto de 
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actuaciones estructurado para “revisar” el procedimiento administrativo previo y las 
“resoluciones”  del Tribunal Fiscal, sin duda, toda la actividad probatoria se verá 
restringida a lo actuado en sede administrativa. 
 
Abordar el proceso tributario desde el enfoque revisor, genera una serie de problemas 
y restricciones específicas en la actividad probatoria. 
 
Un primer problema es que la actividad probatoria en el proceso contencioso 
tributario se restringe a las actuaciones incorporadas en el procedimiento 
administrativo previo. Teniendo en cuenta ello, se afirma que los únicos medios 
probatorios admisibles en el proceso tributario son aquellos recogidos en el 
expediente administrativo respectivo. 
 
Esta evidente limitación de la actividad probatoria impide que se identifiquen, 
ofrezcan, actúen y valoren en el proceso tributario medios probatorios distintos a los 
comprendidos en el procedimiento administrativo; medios probatorios que por su 
contenido, pertinencia o idoneidad pueden servir para acreditar un hecho o una 
alegación vinculada a la materia discutida y, por lo tanto, resultar indispensable para 
resolver la controversia. 
 
El segundo problema tiene que ver con los derechos que vulnera la restricción de la 
actividad probatoria. En relación a ello, se impide tanto a los deudores tributarios, la 
Administración Tributaria como a otros partícipes del proceso, ofrecer y actuar 
medios de prueba distintos a los contenidos en el expediente administrativo. 
 
Al respecto, cabe anotar que no todos los medios probatorios han podido ser 
presentados en el procedimiento administrativo o se encuentran acopiados en el 
expediente administrativo. Como se ha indicado, existen medios probatorios que no 
estando incorporados en el expediente administrativo, considerando su contenido e 




Teniendo en cuenta ello, impedir que las partes ofrezcan en el proceso elementos 
probatorios no recogidos en el expediente administrativo, constituye una evidente 
vulneración de su derecho fundamental a probar y con él de su derecho de defensa, al 
debido proceso y la tutela jurisdiccional efectiva. 
 
El tercer problema se refiere a la prueba de oficio. Desde la concepción revisora se 
afirma que para que se examine o controle lo actuado en sede administrativa y, 
específicamente, la decisión del Tribunal Fiscal, no es necesario incorporar pruebas 
distintas a las reunidas en el expediente administrativo. Teniendo en cuenta ello, el 
juez de oficio no puede incorporar nuevos elementos probatorios para resolver el 
caso. 
 
Ello, sin duda, constituye una clara limitación de las potestades inherentes a la 
función jurisdiccional y un evidente impedimento para la solución adecuada del 
conflicto, que es uno de los fines principales del proceso. 
 
Hemos señalado que los problemas en relación a la actividad probatoria derivan del 
enfoque revisor con que se desarrolla el proceso tributario. Este enfoque restringe la 
actividad probatoria a las actuaciones recogidas en el procedimiento administrativo 
previo. 
 
Ante los problemas que genera esta visión que restringe de la actividad probatoria, lo 
que corresponde es abordar y desarrollar el proceso tributario desde la perspectiva de 
plena jurisdicción. La plena jurisdicción no limita la actividad probatoria a las 
actuaciones recogidas en el procedimiento administrativo. Teniendo como objeto de 
análisis el conflicto de fondo y como propósito la solución del mismo, la plena 
jurisdicción propone una actividad probatoria libre de restricciones. Sostiene que si 
el proceso tributario tiene como finalidad la adecuada resolución de los conflictos 
relativos al tributo, dicha finalidad solo puede lograrse si se desarrolla una actividad 
probatoria sin limitaciones, donde las partes pueden ejercitar plenamente su derecho 
fundamental a probar y el juez puede desplegar todas facultades y deberes para 
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identificar, solicitar e incorporar de oficio medios probatorios, que sin estar 
recogidos en el procedimiento administrativo, son útiles para acreditar hechos y 
resolver adecuadamente el conflicto. 
 
En ese sentido, en relación al primer problema que genera el enfoque revisor, 
consistente en la restricción de la actividad probatoria a las actuaciones 
comprendidas en el expediente administrativo, la perspectiva de plena jurisdicción 
libera la actividad probatoria y permite que en el proceso se pueden ofrecer e 
incorporar todo tipo de medios probatorios, estén o no recogidos en el expediente 
administrativo. Ello se fundamenta, en primer lugar, en el hecho que el expediente 
administrativo por diversas circunstancias, no siempre contiene todas las pruebas 
referidas al caso bajo análisis. Y, en segundo lugar, en el hecho que pese a no estar 
acopiados en el expediente administrativo, existen medios probatorios que por su 
contenido, pertinencia y utilidad son necesarios para la demostración de 
determinadas situaciones y la solución cabal del conflicto de fondo, razón por la cual 
deben ser ofrecidos o incorporados en el proceso tributario. 
 
Se ha dicho que el segundo problema que genera el enfoque revisor en relación a la 
actividad probatoria, se vincula al derecho a probar que tienen las partes en el 
proceso. El enfoque revisor impide que las partes puedan ofrecer en el proceso 
tributario medios probatorios que no se recogieron en el procedimiento 
administrativo. 
 
En relación a ello, cabe señalar que cuando el demandante prepara su demanda o 
cuando a nivel judicial se analiza el caso, puede advertirse que existen diversos 
elementos probatorios que no se ofrecieron o recogieron en el procedimiento 
administrativo. Sin duda, estos medios probatorios pueden resultar importantes para 
la estrategia de defensa del deudor tributario o de la propia Administración Tributaria 
en sede judicial, así como para la resolución adecuada del caso, razones más que 
suficientes para permitir que en el proceso tributario las partes puedan presentar las 
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pruebas que consideran pertinentes, independientemente que estén recogidas o no en 
el expediente administrativo. 
 
Este principio general de libertad probatoria que recoge el enfoque de plena 
jurisdicción del proceso tributario, garantiza el derecho fundamental a probar de todo 
interviniente en un proceso, así como su derecho de defensa, al debido proceso y a la 
tutela jurisdiccional efectiva. 
 
La única restricción que podría tolerarse a este principio general, es la relativa a la 
prueba requerida expresamente por la Administración Tributaria pero que no fue 
alcanzada oportunamente por el deudor tributario. 
 
El tercer problema que genera el enfoque revisor en relación a la actividad probatoria 
está vinculado a las posibilidades del juez de incorporar de oficio medios probatorios 
en el proceso tributario. El enfoque revisor, que concibe al proceso tributario como 
un conjunto de actos organizados para controlar lo actuado en sede administrativa y, 
específicamente, las resoluciones del Tribunal Fiscal, es contrario a que el juez pueda 
incorporar de oficio medios probatorios no recogidos en el procedimiento 
administrativo. Esta visión, sin duda, es limitada. Si el propósito del proceso es 
resolver las controversias entre los contribuyentes y la Administración Tributaria, el 
juez diligentemente debe identificar, solicitar, incorporar, actuar y valorar todos los 
medios necesarios para resolver adecuadamente la controversia. 
 
Hemos señalado que la actividad probatoria es fundamental para la solución de una 
litis, razón por la cual el juez debe desplegar todas sus potestades y cumplir sus 
deberes con el objetivo de incorporar de oficio en el proceso cuantos  elementos 
probatorios sean necesarios para la adecuada composición de la controversia. 
 
Si existen elementos probatorios (no aportados por las partes o no contenidos en el 
expediente administrativo) que por su contenido, su pertinencia y su utilidad son 
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importantes para acreditar un hecho o resolver la controversia, resulta indispensable 
que el juez los incorpore de oficio al proceso sin limitación alguna. 
 
Finalmente, en relación a la prueba corresponde abordar un punto vinculado con 
nuestra propuesta de agotamiento facultativo de la vía administrativa previa. Lo que 
básicamente hemos planteado es que el agotamiento de la vía administrativa no sea 
obligatorio, sino, facultativo, es decir, que el deudor tributario determine en qué 
casos considera adecuado recurrir al Tribunal Fiscal para que emita resolución 
respecto a la controversia en que está involucrado. Ello, evidentemente comprende la 
posibilidad que en ocasiones pueda recurrir directamente ante el Poder Judicial vía 
demanda contencioso tributaria. 
 
Esta situación tiene directa vinculación con la actividad probatoria del proceso 
tributario que se instaure. En ese sentido, cabe preguntarse ¿Cuáles son los medios 
probatorios que se actuarán y valorarán en el proceso tributario si se decide recurrir 
directamente al Poder Judicial? 
 
En la hipótesis en que se recurra directamente al Poder Judicial, no se puede señalar 
que: “La actividad probatoria se restringe a las actuaciones recogidas en el 
procedimiento administrativo”. Ello es así, evidentemente, porque al no haberse 
realizado procedimiento administrativo alguno o no haberse agotado la vía 
administrativa, las actuaciones en el procedimiento administrativo no existen o son 
insuficientes. 
 
Considerando tal razón, lo que corresponde en un proceso tributario de plena 
jurisdicción, que aspira a resolver adecuadamente la controversia de fondo, es que la 
actividad probatoria se realice sin restricciones; es decir, que las partes puedan 
presentar todos los medios probatorios que consideren pertinentes y, por otro lado, el 
juez pueda incorporar de oficio todos los elementos probatorios que estime idóneos 




En ese sentido, si lo que realiza el juez es el análisis riguroso y la solución de la 
contienda, lo que el ordenamiento debe garantizar en materia probatoria es el acceso 
sin restricciones a los medios probatorios necesarios para constatar hechos y resolver 
la controversia. Considerando ello, el juez debe estar plenamente legitimado para 
solicitar e incorporar de oficio al proceso tributario los elementos de prueba útiles 
para resolver cabalmente las diferencias entre los contendientes. 
 
 
VI. LO QUE LA PLENA JURISDICCIÓN EXIGE DE LOS JUECES Y DEL 
PODER JUDICIAL 
 
Habiendo analizado los problemas que actualmente se presentan en el proceso 
tributario, en el curso del presente capítulo se han formulado algunas alternativas de 
solución que en conjunto constituyen un nuevo enfoque con el que se debe abordar el 
proceso instaurado para resolver las controversias tributarias.  
 
El enfoque de plena jurisdicción que se propone, constituye una forma de entender y  
llevar adelante el proceso. 
 
Esta nueva perspectiva desde la que se organiza el proceso, cobra vida con la 
actuación del juez y, precisamente por ello, exige al conductor del mismo 
determinado conocimientos, actitudes, habilidades y responsabilidades. Lo primero 
que se exige al juez es el cabal conocimiento de lo que significa el enfoque de plena 
jurisdicción. Es imprescindible que el juzgador maneje un concepto íntegro de la 
plena jurisdicción, conozca su razón de ser, sus fundamentos, alcances, la 
problemática que se presenta en torno a ella, las limitaciones del régimen normativo 
vigente y las alternativas de solución de dicha problemática. Es fundamental que el 
juez conozca las implicancias de la jurisdicción plenaria en los diferentes tópicos del 
proceso, tales como: Las pretensiones, el agotamiento de la vía administrativa, la 




Asimismo, es importante que tanto los magistrados como los servidores judiciales se 
hallen en permanente capacitación respecto a los diversos temas que implica la plena 
jurisdicción, un enfoque que se encuentra en plena construcción y que los operadores 
necesitan conocer  en su integridad. 
 
Así como es importante el entrenamiento en los diversos aspectos de la justicia 
plenaria, es fundamental mantenerse en permanente capacitación respecto a los 
diversos temas del Derecho Tributario y disciplinas afines. Para poder identificar el 
conflicto de fondo, comprender las pretensiones de las partes, sus argumentos, 
establecer los puntos controvertidos, incorporar y valorar medios probatorios, 
entender cabalmente los hechos, identificar y aplicar el marco normativo pertinente, 
realizar interpretaciones, analizar, enjuiciar, construir argumentos y sentenciar, se 
requiere de un profundo conocimiento de los aspectos técnico tributarios vinculados 
al conflicto. 
 
No obstante lo dicho, la formación en los diversos tópicos de la plena jurisdicción y 
en los aspectos técnicos de la fiscalidad, no son suficientes para llevar adelante 
adecuadamente un proceso tributario y resolver efectivamente el conflicto. Además 
de ello, es necesario advertir que hay formas diferentes de entender y llevar adelante 
los procesos. Asimismo, es fundamental tener la actitud y la voluntad de desarrollar 
los procesos desde el nuevo enfoque. 
 
Lo primero, nos permitirá comprender que el proceso contencioso tributario no está 
estructurado para revisar la legalidad de lo actuado en el procedimiento tributario 
previo y, específicamente, de las resoluciones del Tribunal Fiscal, sino, para 
identificar la controversia sustantiva, para que las actuaciones procesales se realicen 
en función de ella y, finalmente, se resuelva fundamentadamente la litis. 
 
Sin embargo, el entendimiento de estas características del proceso tributario de plena 
jurisdicción no basta. Como hemos señalado, es imprescindible, que el juez tome la 
decisión y asuma la responsabilidad de llevar adelante los procesos tributarios desde 
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el enfoque de plena jurisdicción. Llevar adelante los procesos tributarios desde la 
perspectiva de plena jurisdicción significa: Identificar el conflicto de fondo, admitir 
las pretensiones de las partes respecto a dicha la contienda, no exigir 
inexorablemente el agotamiento de la vía previa, permitir que las partes ofrezcan sin 
restricciones los medios probatorios, que el juez incorpore de oficio los elementos 
probatorios que estime idóneos, que las actuaciones procesales se realicen en función 
a lo que se debe remediar, que el juez analice los hechos y enjuicie la postura de las 
partes con el propósito de resolver la disputa verdadera, que el juez emita sentencia 
sobre el conflicto de fondo entre los litigantes.  
 
Finalmente, la plena jurisdicción demanda de los jueces habilidades para el manejo, 
procesamiento y asimilación de la información contenida en los expedientes 
judiciales y en los numerosos tomos que componen los expedientes administrativos. 
Específicamente, se requieren conocimientos, capacidades y habilidades para: La 
identificación del conflicto de origen, la evaluación de las pretensiones, la 
incorporación y valoración de pruebas, la construcción de argumentos y la 
elaboración misma de la sentencia, etc. 
 
Recién, desarrollando el proceso tributario desde el enfoque de plena jurisdicción, se 
habrá respondido satisfactoriamente  a los motivos por el que los deudores tributarios 
y la propia Administración Tributaria acuden al Poder Judicial. Dichos motivos no 
son otros que, la solución real de sus conflictos, la tutela jurisdiccional efectiva y la 
prestación de un servicio de justicia eficiente y oportuno. 
 
De otro lado, cabe señalar que la plena jurisdicción no solo exige a los jueces, sino 
también al Poder Judicial como entidad llamada a prestar un servicio de calidad. 
 
La plena jurisdicción, como nuevo enfoque del proceso tributario que plantea la 
identificación del conflicto de fondo y su solución efectiva, requiere del Poder 




1. Garantizar la existencia de una jurisdicción especializada en materia tributaria 
y aduanera, considerando las particularidades de los conflictos de índole fiscal, 
el carácter técnico de las materias vinculadas al tributo, la existencia de un 
ordenamiento especializado, la relativa complejidad de los temas, etc. 
 
2. Garantizar la permanente capacitación de los magistrados y servidores de la 
jurisdicción tributaria, prioritariamente en temas relativos a la plena 
jurisdicción, el tributo y afines. De este modo podremos acelerar el tránsito de 
la cultura revisora hacia una cultura de justicia plena. 
 
3. Garantizar la existencia del suficiente número de órganos jurisdiccionales para 
atender de manera célere y oportuna la demanda de justicia de los 
intervinientes en los procesos. 
 
4. Dotar a los órganos jurisdiccionales de personal idóneo y suficiente, así como 
de los recursos materiales e informáticos que demanda la tramitación de los 
procesos desde la perspectiva de plena jurisdicción. 
 
5. Preparar a los órganos de la jurisdicción tributaria para atender adecuadamente 
el aumento de la carga procesal como consecuencia del incremento de la 
producción del Tribunal Fiscal, de la implementación de la propuesta de 
agotamiento facultativo de la vía administrativa o de cualquier medida que se 
adopte para descongestionar la carga procedimental del colegiado 
administrativo. 
 
6. Fortalecer las unidades de decisión de los juzgados y salas, debido a la 
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PROPUESTAS DE REFORMA NORMATIVA. UN RÉGIMEN SISTÉMICO 
Y CLARO DE PLENA JURISDICCIÓN   
 
I. PROPUESTA DE REFORMA CONSTITUCIONAL 
 
a. Artículo vigente: Artículo 148° de la Constitución  
b. Análisis y problemática  
c. Artículo propuesto  
d. Fundamentos y justificación   
 
II. MODIFICACIONES E INCORPORACIONES EN EL CÓDIGO 
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I. PROPUESTA DE REFORMA CONSTITUCIONAL  
 
a. Artículo vigente:  Artículo 148° de la Constitución  
 
Lo central del régimen constitucional del proceso contencioso administrativo y, por 
tanto, del proceso contencioso tributario, se encuentra recogido en el artículo 148° de 
nuestra Carta Fundamental, cuyo texto es el siguiente: 
 
“Artículo 148°. Acción contencioso administrativa. 
 
Las resoluciones administrativas que causan estado son 




b. Análisis y problemática  
 
Esta fórmula cuyos aspectos fundamentales provienen del primer párrafo del artículo 
240° de la Constitución de 1979, presenta deficiencias en su contenido y problemas 
de enfoque.  
 
La primera observación que se puede hacer a dicho dispositivo es que usa 
indebidamente la categoría “acción”. El artículo señala que las resoluciones que 
agotan la vía administrativa serán impugnadas “mediante la acción contencioso 
administrativa”. 
 
La expresión es inadecuada porque en lugar de acción ha tenido que hacerse 
referencia al proceso. En ese sentido, lo que debió señalarse en el artículo 148° es 
que las controversias entre los administrados y la administración pública se resuelven 




Otra de las deficiencias identificadas en el dispositivo tiene que ver con el “objeto” 
susceptible de impugnación a través del proceso contencioso administrativo. El 
artículo 148° utiliza la categoría “resoluciones administrativas” para referirse al 
hecho o al acontecimiento susceptible de control por el Poder Judicial mediante el 
proceso administrativo. Dicha categoría es insuficiente y restrictiva pues existe una 
gama muy variada de comportamientos, actuaciones, hechos, actos, omisiones y 
resistencias de la administración pública que generan conflictos cuya solución puede 
ser demandada ante el Poder Judicial a través del proceso contencioso 
administrativo. 
 
Otro de los contenidos del artículo 148° de la Constitución que genera controversia, 
tiene que ver con la exigencia del necesario agotamiento de la vía administrativa 
como requisito para acceder al proceso contencioso administrativo y, 
particularmente, al proceso tributario. 
 
El referido artículo usa la expresión “Las resoluciones administrativas que causan 
estado”, para establecer que solo se puede recurrir al Poder Judicial buscando tutela 
si es que se ha cumplido con agotar la vía administrativa respecto a un determinado 
conflicto. 
 
Dicha exigencia es controversial, en la medida que el acceso a la tutela jurisdiccional 
no puede condicionarse de manera tan inflexible al agotamiento de la vía previa 
como lo hace el referido artículo 148°. El requerimiento del agotamiento previo 
resulta inapropiado si se tiene en cuenta que en muchas ocasiones los tribunales 
administrativos se pronuncian señalando que carecen de competencia para resolver 
los conflictos (por ejemplo los conflictos en los que se requiere efectuar control 
constitucional) y, en otras tantas, resuelven las controversias en un sentido ya 
conocido.   
 
Hemos señalado que el artículo 148° de la Constitución adolece de problemas de 
enfoque. En efecto, el legislador constitucional parece haber entendido que en 
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relación a las controversias entre los administrados y administración, existe un único 
iter procedimental cuya primera parte se tramita en sede administrativa y la segunda 
en sede judicial. 
 
En base a tal concepción, el artículo 148° dispone que “las resoluciones 
administrativas que causan estado son susceptibles de impugnación mediante la 
acción contencioso administrativa”. 
 
Como puede observarse, el texto normativo utiliza la categoría “impugnación”, que 
en el orden procesal se usa para discutir en el curso de un único proceso, pero en una 
instancia superior, lo resuelto por una inferior. 
 
Además de lo descrito, existen otros problemas de fondo en el artículo 148° de la 
Constitución. El análisis de su texto nos lleva a la conclusión que el legislador 
constitucional se ha inspirado en una concepción revisora del proceso contencioso 
administrativo, y lo que en ese sentido persigue es que mediante dicho proceso, el 
Poder Judicial examine la regularidad formal de las resoluciones que en última 
instancia emite la administración pública (entre ellas, evidentemente, las resoluciones 
del Tribunal Fiscal).  
 
Precisamente basado en esa concepción revisora, el artículo 148° de la Constitución 
omite hacer referencia a lo que hoy es la esencia del proceso contencioso 
administrativo, es decir, al control jurídico de las actuaciones de la administración 
pública y la efectiva tutela de los derechos de los administrados. Estas instituciones 
jurídicas que constituyen el fundamento y la finalidad del proceso contencioso 
administrativo deben, sin duda, estar recogidas en la disposición constitucional que 
estructura todo el ordenamiento normativo que regula las disputas de carácter 
administrativo entre los administrados y la administración pública, controversias 
entre las que, evidentemente, están incluidas las que se suscitan entre los deudores 




Finalmente, se advierte que el artículo 148° de la Constitución omite recoger los 
principios más importantes del proceso contencioso administrativo. Considerando las 
particularidades de dicho proceso, resulta necesario que alguno de sus principios se 
incorporen en la disposición constitucional que establece las bases de su regulación, 
de manera que se garantice una adecuada identificación, interpretación y aplicación 




c.  Artículo propuesto 
 
Ante tales deficiencias y problemas, la fórmula que proponemos es la siguiente: 
 
Artículo 148°.- Proceso administrativo 
 
Los conflictos que se suscitan entre los administrados y las 
entidades de la administración pública se resuelven a través 
del proceso administrativo. 
 
Mediante el proceso administrativo se realiza el control 
jurídico por el Poder Judicial de las actuaciones de la 
administración pública sujetas al derecho administrativo y 
se garantiza la tutela jurisdiccional efectiva de los derechos 
e intereses de los administrativos y de la administración 
cuando corresponde. 
 
Además de los principios aplicables a los procesos 
judiciales, en el proceso administrativo se aplican el 
principio de igualdad procesal, el principio de 
favorecimiento del proceso, el principio de integración y el 





d. Fundamentos y justificación 
 
La elaboración del primer párrafo del texto propuesto, parte de la constatación 
material que entre los administrados y la administración pública se producen 
conflictos como consecuencia de su interacción. Considerando que uno de los fines 
primordiales del Estado es garantizar la paz social y el desarrollo, el artículo 
planeado establece el proceso administrativo como medio para resolver las disputas 
entre los administrados y las entidades de la administración pública.   
 
Lo primero que se advierte en la fórmula propuesta es que abandona la idea de 
“acción” e introduce la categoría “proceso”. Ello, en el entendido que considerar 
como “acción” a todo el circuito de actuaciones y diligencias que se realizan para la 
composición de los conflictos entre los administrados y la administración pública, 
evidentemente, no es apropiado.  
 
Esa sucesión sistemáticamente organizado de actuaciones (que van desde la 
interposición de la demanda y pasan por la calificación de la misma, expedición del 
auto admisorio, emplazamiento, contestación de la demanda, saneamiento, actuación 
de medios probatorios, emisión del dictamen fiscal, realización de la audiencia de 
informe oral, presentación de alegatos, elaboración y expedición de la sentencia, 
interposición de recursos impugnatorios, sentencias de vista y casación y la ejecución 
de lo resuelto) constituye un verdadero proceso que no puede reducirse a la idea de 
“acción”. Teniendo en cuenta ello, lo que hace el artículo sugerido en todos los 
preceptos que lo componen, es referirse al proceso administrativo antes que a la idea 
de acción. 
 
Otro de los aportes que recoge el nuevo artículo es la sustitución de la expresión la 





1. La gran mayoría de procesos judiciales suponen una contienda, motivo por el 
cual el calificativo “contencioso” no es idóneo para distinguir, de los otros 
procesos judiciales, el proceso en el que se tramitan las controversias entre los 
administrados y la administración pública. 
 
2. Lo que si permite distinguir el proceso en el que se discuten y resuelve las 
disputas entre los administrados y la administración, es la naturaleza o el tipo 
de conflicto que los enfrenta. Se trata de conflictos generados por actuaciones 
de la administración pública sujetas al derecho administrativo, razón por la cual 
el proceso en el que se ventilan este tipo de conflictos debe denominarse 
proceso administrativo. 
 
Específicamente, en relación a los procesos en los que se tramitan y resuelven 
controversias de índole fiscal, cabe puntualizar lo siguiente: 
 
Teniendo en cuenta que los deudores tributarios están incluidos en la categoría 
general de administrados y las administraciones tributarias forman parte de la 
administración pública, los conflictos entre estos y aquellos se resuelven a través del 
proceso establecido en el artículo 148° de la Constitución.  
 
Considerando la naturaleza de las controversias entre los deudores tributarios  y 
Administración Tributaria (controversias relativas al tributo que se generan en la 
relación jurídico tributaria) el proceso administrativo en el que se tramitan, toma el 
nombre específico de proceso tributario. 
 
De otro lado, respecto a la materia de la que se ocupa el proceso administrativo, el 
artículo propuesto ya no se refiere a “resoluciones administrativas que causan 
estado”, por tratarse de un supuesto restringido. La nueva fórmula se refiere a 
“actuaciones de la administración pública sujetas al derecho administrativo” que, 
evidentemente,  es un enunciado más amplio en la que están incluidos todos los 
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comportamientos, acciones, manifestaciones, resoluciones, omisiones, etc. de las 
entidades públicas, que van a ser analizados en el proceso administrativo. 
 
Sin duda, la categoría “actuaciones” es de mayor alcance que la expresión 
“resoluciones administrativas”; permite discutir todo tipo de comportamientos de la 
administración a través del proceso administrativo. La única exigencia es que se trate 
de actuaciones realizadas en uso de potestades administrativas. 
 
Otro asunto importante que corresponde advertir es que el segundo párrafo del texto 
normativo propuesto hace expresa referencia a uno de los propósitos fundamentales 
del proceso administrativo que es el “control jurídico por el Poder Judicial de las 
actuaciones de la administración pública”. A diferencia del texto vigente, aborda de 
lleno el tema del control del poder, reafirmando que la responsabilidad de garantizar 
su ejercicio racional radica en los órganos jurisdiccionales. 
 
La fórmula propuesta, parte de la idea básica que la administración pública en el 
ejercicio de sus potestades puede incurrir en excesos o arbitrariedades generando 
conflictos con los administrados, razón por la cual resulta imprescindible instaurar 
una infraestructura procesal a través de la cual el Poder Judicial realice un control 
jurídico de las actuaciones de las entidades que componen el Estado y resuelva tales 
conflictos.   
 
No se trata de cualquier tipo de control, sino, de un control jurídico. Ello quiere decir 
que los órganos del Poder Judicial, ejerciendo sus potestades jurisdiccionales, deben 
analizar y determinar si las actuaciones de las entidades públicas son o no conformes 
al ordenamiento jurídico en su conjunto. Se trata de un control que examine el 
comportamiento de las entidades de la administración pública a la luz del 
ordenamiento constitucional y legal y, en atención al derecho a la tutela 
jurisdiccional efectiva, resuelva los conflictos de fondo entre tales entidades y los 




Un tema de trascendental importancia que aborda la nueva disposición es el de la 
tutela jurisdiccional efectiva. 
 
Lo que de inicio habría que anotar al respecto es que por primera vez nuestra carta 
fundamental se ocuparía de manera expresa de la necesidad de “efectividad” de la 
tutela jurisdiccional. El artículo 139°, numeral 3, de la Constitución se refiere solo a 
“La observancia de la tutela jurisdiccional”.  
 
Hoy, que el clamor de los justiciables se centra en que se compongan rápida, 
oportuna y eficazmente sus diferencias, la consagración constitucional de la 
“efectividad” de la protección judicial, es fundamental. 
 
Como no puede ser de otro modo, el proceso administrativo instaurado básicamente 
para supervisar el ejercicio de las potestades públicas, debe servir para otorgar, a 
quienes han sufrido vulneración o amenaza de sus derechos o intereses por la 
actuación arbitraria de las entidades, protección real, concreta y eficaz. 
 
Esta asistencia material o efectiva a los justiciables, se presenta en las distintas etapas 
del proceso e implica diversas situaciones, entre ellas: Acceder sin restricciones a los 
órganos jurisdiccionales, que el proceso en el que se va a tramitar la controversia se 
desarrolle con las garantías correspondientes, obtener una sentencia debidamente 
fundamentada sobre el conflicto y, finalmente, que se adopten todos las medidas 
necesarias para materializar lo decidido en la sentencia. 
 
Con la reivindicación de la “efectividad”, se busca que los involucrados en un 
proceso reciban tutela real, tangible, en las diversas etapas del mismo, pero 
fundamentalmente, ejerciten a plena satisfacción los derechos que le han sido 
reconocidos en una sentencia. 
 
En relación a la protección eficaz, cabe anotar que no se limita a los derechos de los 
administrados. Puede ocurrir también que sean las entidades de la administración 
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pública las que en determinadas ocasiones sean demandantes y soliciten tutela  
jurisdiccional efectiva. Ello sucede por ejemplo cuando los pronunciamientos de los 
tribunales administrativos que favorecen a los administrados, vulneran los derechos o 
intereses de las entidades. Un supuesto específico es el de las administraciones 
tributarias que consideran vulneradas sus facultades o los intereses fiscales del 
Estado cuando el Tribunal Fiscal emite una resolución favorable a un contribuyente. 
Otro caso en el que las entidades públicas invocan tutela se presenta cuando la 
nulidad de un acto administrativo por vulneración del interés público, se tramita ante 
el Poder Judicial por demanda de la propia entidad (procesos de lesividad). 
 
Teniendo en cuenta todas estas situaciones, se ha señalado en el texto modificatorio 
que el proceso administrativo “garantiza la tutela jurisdiccional efectiva de los 
derechos e intereses de los administrados y de la administración cuando 
corresponda”. 
 
Otro de los aspectos en el que el artículo propuesto adopta una posición clara, es en 
relación a la exigencia del obligatorio agotamiento de la vía administrativa para 
acceder al proceso contencioso administrativo. 
 
A diferencia del actual artículo 148°, el proyecto plantea excluir del texto 
constitucional la exigencia del agotamiento obligatorio de la vía administrativa 
previa. La exclusión se fundamenta en que el acceso a la tutela jurisdiccional que 
está llamado a otorgar el Poder Judicial, no debe encontrarse condicionado de 
manera inflexible al agotamiento de la vía administrativa previa. 
 
Asimismo, la exclusión del agotamiento obligatorio de la vía administrativa 
encuentra su fundamento en el enfoque de plena jurisdicción con que se debe llevar 
adelante el proceso administrativo; enfoque que, básicamente, propone que el juez 
examine el conflicto de fondo entre los administrados y la administración y no se 





El acceso a la jurisdicción, a la efectiva tutela de los derechos o intereses de los 
sujetos, no puede verse restringida por la obligación, no del todo razonable, de 
recorrer el dilatado iter del procedimiento administrativo con el propósito de obtener  
finalmente una decisión administrativa que “cause estado”. 
 
Como se ha señalado oportunamente, el procedimiento administrativo es una vía 
inicial, previa, mediante el que se aspira resolver el conflicto entre los administrados 
y las entidades públicas. Además, cabe anotar que se trata de un conjunto de 
actuaciones dirigidas a la solución de un conflicto, realizadas por autoridades 
administrativas, “órganos administrativos resolutores”, que, evidentemente, 
ejercitan potestades administrativas más no jurisdiccionales. 
 
El acceso a la jurisdicción es un derecho constitucional fundante que no puede verse 
limitado por medidas o puntos de vista que consideran que antes de recurrir al Poder 
Judicial es necesario u obligatorio llevar adelante todo un prolongado procedimiento 
administrativo previo y obtener una decisión que “cause estado” o agote la vía 
administrativa. 
 
El acceso a la jurisdicción debe ser libre, como principio. Mientras que el 
agotamiento de la vía administrativa previa debe ser facultativo, conforme a los 
planteamientos que hemos efectuado al desarrollar el tema: Plena jurisdicción y 
agotamiento de la vía administrativa, en el tercer capítulo de la tesis. 
 
Teniendo en cuenta ello, lo que la Constitución debe garantizar es el acceso libre a la 
jurisdicción y así debe constar en su texto, mientras que la regulación de las 
particularidades del agotamiento facultativo de la vía administrativa debe quedar 
reservada a la Ley. 
 
De otro lado, conforme a todo lo desarrollado queda claro que el procedimiento 
administrativo y el proceso administrativo, son dos entidades distintas, con reglas, 
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actuaciones y efectos propios. En ese sentido, se abandona la idea (que parece bien 
afincada  en el texto actual del artículo 148° de la Constitución) que el procedimiento 
administrativo es la primera instancia y que el proceso administrativo es la segunda 
instancia de un único iter procesal destinado a resolver los conflictos entre los 
administrados y la administración pública. 
 
Precisamente por ello, en el artículo propuesto no se hace ninguna referencia a la 
expresión “impugnación” que si se usa en el artículo 148° que se pretende modificar. 
 
Hemos señalado también que la actual redacción del artículo 148° de la Constitución 
se inspira en una concepción revisora del proceso administrativo, que se concreta a 
analizar la regularidad de las decisiones de la administración pública que causan 
estado y, a disponer que tales entidades emitan nuevo pronunciamiento si se declara 
la nulidad de sus resoluciones. 
 
Esta manera de entender el proceso administrativo ha sido dejada de lado. El nuevo 
texto normativo que planteamos adscribe al enfoque de plena jurisdicción. Entiende 
al proceso contencioso administrativo como el conjunto de actuaciones que parten de 
la identificación del conflicto entre los administrados y la administración y se 
organiza para analizarlo y, ulteriormente, resolverlo. La plena jurisdicción, propone 
conocer el conflicto de origen, organizar el proceso para examinarlo íntegramente, 
viabilizar el ejercicio pleno de las potestades y deberes del juez y garantizar la 
solución fundamentada de la controversia sustantiva.  
 
Este enfoque de base es el que inspira la redacción del nuevo artículo 148° de la 
Constitución. En ese sentido, partiendo del reconocimiento de la inexorable 
existencia de discrepancias entre los administrados y las entidades de la 
administración pública, establece que el medio para resolverlas es el proceso 
administrativo. No se señala que el propósito del proceso administrativo es la 
revisión de las resoluciones administrativas que causan estado, sino, que el punto de 
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partida es la controversia material entre los administrados y la administración y que 
el proceso administrativo tiene como objetivo lograr la solución de ese conflicto.  
 
Consecuente con dicho enfoque, el texto propuesto, en su segundo párrafo, consagra: 
 
a. Que a través del proceso administrativo se realiza un control irrestricto, pleno, 
de las actuaciones de la administración pública. 
b. Que, el objeto del proceso administrativo no son las resoluciones 
administrativas de última instancia, sino, las pretensiones vinculadas a las 
actuaciones de la administración generadoras del conflicto. 
c. Que uno de los propósitos centrales del proceso administrativo es garantizar la 
tutela jurisdiccional efectiva de los derechos de los administrados y de la 
administración cuando corresponde. 
 
Como puede observarse, detrás de la redacción de la nueva fórmula constitucional se 
halla el enfoque de plena jurisdicción del proceso administrativo. 
 
Finalmente, el artículo propuesto incorpora algunos principios propios del proceso 
administrativo tales como el principio de igualdad procesal, el principio de 
favorecimiento del proceso, el principio de integración y el principio de suplencia de 
oficio. Teniendo en cuenta que los principios cumplen una función preceptiva y 
orientadora, se ha incorporado dichos principios en el artículo 148° que, 
precisamente, establece las bases de la regulación del proceso administrativo. 
 
En ese sentido, la incorporación de los referidos principios va a garantizar la 
adecuada identificación, interpretación y aplicación de las normas relativas a los 
conflictos entre los administrados y la administración y, consecuentemente, la idónea 






II. MODIFICACIONES E INCORPORACIONES EN EL CÓDIGO  
TRIBUTARIO  
 
1. En relación a la controversia sustantiva y al agotamiento de la vía 
administrativa  
 
a. Artículo vigente: Articulo 157° del Código Tributario   
 
El proceso contencioso administrativo de controversias relativas al tributo está 
regulado por algunas normas del Código Tributario y supletoriamente por 
disposiciones contenidas en la Ley 27584. Lo esencial del proceso contencioso 
tributario está recogido en el artículo 157° del Código Tributario, cuyo texto es el 
siguiente: 
 
“Artículo 157°.- Demanda Contencioso Administrativa  
 
La resolución del Tribunal Fiscal agota la vía 
administrativa. Dicha resolución podrá impugnarse 
mediante el Proceso Contencioso Administrativo, el cual se 
regirá por las normas contenidas en el presente Código y, 
supletoriamente, por la Ley N° 27584, Ley que regula el 
Proceso Contencioso Administrativo. 
 
La demanda podrá ser presentada por el deudor tributario 
ante la autoridad judicial competente, dentro del término de 
tres (3) meses computados a partir del día siguiente de 
efectuada la notificación de la resolución debiendo contener 
peticiones concretas. 
 
La presentación de la demanda no interrumpe la ejecución 




La Administración Tributaria no tiene legitimidad para 
obrar activa. De modo excepcional, la Administración 
Tributaria podrá impugnar la resolución del Tribunal Fiscal 
que agota la vía administrativa mediante el Proceso 
Contencioso Administrativo en los casos en que la 
resolución del Tribunal Fiscal incurra en alguna de las 
causales de nulidad previstas en el artículo 10 de la Ley N° 
27444, Ley del Procedimiento Administrativo General”. 
 
 
b. Análisis y problemática   
 
Lo primero a que se refiere este artículo es a la exigencia de agotamiento de la vía 
administrativa como requisito para presentar una demanda contencioso 
administrativa. El artículo 157° dispone que el agotamiento de la vía administrativa 
se produce con la expedición de la resolución del Tribunal Fiscal. 
 
Esta exigencia de obligatorio agotamiento resulta inapropiada debido a que no se 
puede condicionar el derecho al acceso a la tutela jurisdiccional, a la culminación de 
un procedimiento administrativo previo. El hecho que el Código Tributario exija el 
agotamiento de la vía previa en todos los casos, sin admitir excepción alguna, 
constituye una limitación o condicionamiento absoluto del derecho al acceso a la 
jurisdicción.  
 
Al respecto, cabe preguntarse si es necesario agotar inexorablemente la vía 
administrativa, teniendo en cuenta lo siguiente:  
 
1.  El Tribunal Fiscal en buena parte de las controversias que conoce emite 
resoluciones cuyos fundamentos y decisión son previsibles.  
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2.  No se pronuncia respeto a determinado tipo de controversias, por ejemplo las 
constitucionales en las que se debe efectuar control constitucional 
desconcentrado.  
3.  En muchos casos demora cuatro, cinco y hasta más años para expedir la 
resolución respectiva. 
 
Otra de las observaciones que puede realizarse al artículo 157° del Código Tributario 
tiene que ver con un asunto de enfoque. El dispositivo parece entender que las 
controversias tributarias se tramitan en un único curso procesal y que lo resuelto por 
el Tribunal Fiscal se “impugna” ante una segunda instancia que es el Poder Judicial. 
Se arriba a tal conclusión debido a que el referido artículo 157° usa la expresión 
“podrá impugnarse” y señala expresamente “La resolución del Tribunal Fiscal 
agota la vía administrativa. Dicha resolución podrá impugnarse mediante el 
proceso contencioso administrativo”. Como puede observarse, el dispositivo se 
refiere a una “impugnación”, categoría usada en materia procesal para señalar que lo 
resuelto por una primera instancia puede ser discutida en una instancia superior 
dentro del mismo proceso, situación que no se presenta cuando el Poder Judicial 
examina y resuelve los conflictos en relación al tributo.  
 
Una tercera observación al artículo 157° del Código Tributario tiene que ver con el 
objeto de discusión en el proceso contencioso tributario. Expresa y excluyentemente 
el artículo 157° dispone, “La resolución del Tribunal Fiscal agota la vía 
administrativa. Dicha resolución podrá impugnarse mediante el proceso 
contencioso administrativo”. Como puede advertirse, conforme al Código Tributario, 
lo que se discute y examina en el proceso contencioso tributario es la resolución del 
Tribunal Fiscal.  
 
Ello, sin duda, responde a una concepción revisora del proceso contencioso que, 
como se ha señalado, se concreta a realizar un examen formal, un control de 
legalidad de las resoluciones del Tribunal Fiscal, orientado a declarar finalmente la 
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nulidad de la resolución discutida (sin resolver el conflicto de fondo) y a ordenar al 
Tribunal Fiscal que emita nuevo pronunciamiento. 
 
Como puede observarse, el artículo 157° del Código Tributario ha dejado sentado 
que lo que se impugna y analiza en el proceso contencioso es la resolución del 
Tribunal Fiscal, sin hacer referencia alguna a la controversia de fondo, a la disputa 
real entre deudor tributario y Administración Tributaria. 
 
No obstante lo dispuesto en el referido artículo 157°, lo que verdaderamente da lugar 
al procedimiento contencioso tributario y lo que obliga a los deudores tributarios a 
recurrir al Poder Judicial mediante un proceso contencioso tributario, no es 
propiamente la decisión del Tribunal Fiscal, sino, el conflicto subyacente, la disputa 
latente y concreta en relación al tributo. 
  
Respecto al conflicto de fondo, el artículo 157° no dice nada, cuando lo que 
verdaderamente interesa conocer, examinar y resolver en un proceso contencioso 
tributario tramitado en sede judicial es la controversia específica entre el obligado y 
la Administración Tributaria. 
 
La redacción actual del artículo 157° revela que el legislador parte de entender  que 
el conflicto que se ventila en un proceso contencioso tributario no es entre el deudor 
y la Administración Tributaria, sino, entre aquel y el Tribunal Fiscal. Al disponer que 
lo que se discute en sede judicial es la resolución del Tribunal Fiscal, lo que está 
instaurando el Código Tributario es un conflicto entre el deudor y el órgano 
encargado de resolver las controversias en sede administrativa, como es el Tribunal 
Fiscal que, evidentemente, no genera ni es actor del conflicto de fondo, sino, un 
órgano resolutor encargado de componer las controversias fiscales en sede previa. 
  
Precisamente, el Código Tributario no hace referencia al conflicto de fondo relativo 
al tributo, debido a que no se inspira en una concepción de plena jurisdicción del 
proceso contencioso tributario, que no se limita a examinar  el pronunciamiento del 
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Tribunal Fiscal, sino, rebasando el examen de legalidad de la resolución de este 
Colegiado, procede a conocer, analizar y resolver el conflicto subyacente, la disputa 
real entre deudor y Administración Tributaria. 
 
Sostener, como lo hace el Código Tributario, que en el proceso contencioso tributario 
se discute las resoluciones del Tribunal Fiscal, es insuficiente e inadecuado. Ello 
genera una serie de problemas específicos entre los que se puede mencionar a los 
siguientes: 
 
1. Qué ocurriría por ejemplo si la resolución del Tribunal Fiscal no refleja o 
recoge correctamente el conflicto subyacente entre la persona obligada al 
tributo y la Administración Tributaria. 
 
2.  Igualmente, que ocurrirá si el Tribunal Fiscal omite pronunciarse sobre 
alguno de los puntos discutidos en la apelación del contribuyente. 
 
3.  Que ocurriría si el Tribunal Fiscal se declara eventualmente incompetente 
para pronunciarse sobre la controversia. 
 
4.  Que ocurriría si el Tribunal Fiscal no resuelve el conflicto pese a haber 
transcurrido prolongados períodos de tiempo, cuatro, cinco, seis años, por 
ejemplo.  
 
Todos estos casos se refieren a situaciones en los que, como es evidente, no existe 
resolución del Tribunal Fiscal. 
 
Tal como está estructurado el artículo 157° del Código Tributario, en todos estos 
casos el Poder Judicial no podría emitir pronunciamiento sobre el conflicto de fondo 





En todos estos supuestos, lo que el Poder Judicial, probablemente, expida son  
sentencias anulatorias ordenando que el Tribunal Fiscal vuelva a emitir 
pronunciamiento, dando lugar de este modo a las nefastas consecuencias que ya 




c.   Artículo propuesto 
 
Ante tales deficiencias y problemas de enfoque del artículo 157° del Código 
Tributario, proponemos el siguiente texto: 
 
Artículo 157°.- Proceso tributario 
 
Los conflictos en relación al tributo  se resuelven a través 
del proceso tributario. Los órganos jurisdiccionales deben 
pronunciarse sobre el conflicto de fondo que motiva el 
proceso. 
 
Mediante el proceso tributario, el Poder Judicial realiza un 
control jurídico de las actuaciones administrativas en 
relación al tributo. 
 
La demanda puede ser interpuesta por el contribuyente o la 
Administración Tributaria cuando corresponda, debiendo 
contener, pretensiones concretas y claras relativas al 
conflicto. Se presenta dentro del plazo de tres (3) meses de 
notificada la respectiva resolución. 
 
No es indispensable el agotamiento de la vía administrativa 




La presentación de la demanda no interrumpe la ejecución 
de los actos o resoluciones de la Administración Tributaria. 
 
 
d. Fundamentos y justificación 
 
Lo primero que corresponde dejar sentado es que el texto vigente del artículo 157° 
del Código Tributario se inspira en una concepción revisora o anulatoria del proceso 
tributario, mientras que el texto que proponemos parte del enfoque de plena 
jurisdicción. 
 
Precisamente por ello, el artículo que se pretende sustituir se empeña en señalar que 
lo que se impugna y lo que se discute en el proceso contencioso administrativo es la 
resolución expedida por el Tribunal Fiscal. En esta perspectiva, lo que analiza el juez 
es la resolución del Tribunal Fiscal y emite pronunciamiento sobre su regularidad. 
 
Contrariamente a ello, el enfoque de plena jurisdicción plantea como centro del 
debate las actuaciones administrativas respecto al tributo y se empeña en resolver el 
conflicto de fondo que tales actuaciones han generado. Precisamente por ello, la 
disposición propuesta no considera indispensable el agotamiento de la vía 
administrativa, ni coloca como elemento central del proceso a la resolución del 
Tribunal Fiscal. 
 
Lo que considera fundamental la fórmula planteada, es la controversia de fondo y las 
actuaciones de la Administración Tributaria que generan tal contienda. Por ello, 
proclama de manera clara y sin vacilaciones que el propósito del proceso tributario es 
la solución del conflicto de fondo y que el juez tiene el deber de pronunciarse sobre 
él. Para identificar adecuadamente las pretensiones relativas al conflicto sustantivo, 
los órganos jurisdiccionales deben examinar en todo su contenido la demanda, así 




Como puede observarse, lo que se plantea en el nuevo artículo no es el examen de la 
resolución del Tribunal Fiscal, sino, de las actuaciones de la Administración 
Tributaria que han generado el conflicto. 
 
En ese contexto, el objeto del proceso tributario ya no son las pretensiones 
vinculadas a las resoluciones del Tribunal Fiscal, sino, las pretensiones relativas a las 
actuaciones de la Administración Tributaria que han generado la litis. 
 
En esa línea de ideas, lo que, finalmente, propone el nuevo texto legal es que se 
resuelva efectivamente el conflicto subyacente en relación al tributo.  
 
No obstante lo dicho, corresponde analizar con mayor profundidad el asunto del 
agotamiento de la vía administrativa. Como hemos señalado, el nuevo artículo 157° 
establece que para interponer la demanda no es indispensable haber agotado 
previamente la vía administrativa. En efecto, la disposición sugerida no exige como 
requisito de procedencia de la demanda que se haya agotado la vía administrativa 
previa, mediante resolución del Tribunal Fiscal. Considerando que lo trascendental 
es la solución de la controversia de origen, la nueva fórmula exige que los órganos 
jurisdiccionales se centren en resolver las diferencias entre el deudor y la 
administración tributaria, independientemente de si se ha agotado o no la vía 
administrativa mediante resolución del Tribunal Fiscal. 
 
Ello es así, debido a las siguientes razones: 
 
1. No puede condicionarse el acceso a la jurisdicción tributaria, al cumplimiento 
de un requisito que, finalmente, termina dilatando la solución efectiva de las 
controversias. 
2. Existen controversias tributarias respecto a las cuales el Tribunal Fiscal carece 
de competencia para conocerlas.  
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3. Pueden presentarse casos en los que el pronunciamiento del Tribunal Fiscal no 
refleja la controversia sustantiva entre el obligado y la Administración 
Tributaria. 
4. Existen casos en los que el Tribunal Fiscal omite pronunciarse sobre alguno de 
los puntos discutidos o algún aspecto de la controversia. 
5. Existen muchas controversias respecto a las cuales el Tribunal Fiscal expide 
pronunciamientos cuyo sentido es predecible, es decir, similares en lo 
fundamental a anteriores pronunciamientos. 
6. Las demoras en las que incurre el Tribunal Fiscal en expedir sus resoluciones, 
convierte en poco razonable la exigencia de obligatorio agotamiento de la vía 
administrativa. 
 
Teniendo en cuenta todo lo expuesto, no se justifica que se mantenga como requisito 
para interponer una demanda tributaria, que el contribuyente haya agotado 
obligatoriamente la vía administrativa previa mediante la expedición de una 
resolución del Tribunal Fiscal. Lo que, como hemos propuesto, debe regir en relación 
a ello es el agotamiento facultativo de la vía administrativa previa, para que sea el 
contribuyente quien decida si reclama, apela o interpone directamente su demanda 
tributaria. 
 
De otro lado, cabe anotar que el texto sustitutorio abandona el uso de la categoría 
“impugnación” o de su expresión derivada “podrá impugnarse”. Ello precisamente 
porque parte de la idea que el procedimiento tributario seguido en sede 
administrativa y el proceso tributario tramitado en sede judicial, son institutos 
diferentes que no forman parte de un circuito procesal único. Considerando tal idea, 
resulta inapropiado que en el Código Tributario se siga afirmando que la resolución 
del Tribunal Fiscal que agota la vía administrativa “podrá impugnarse” mediante el 




La impugnación, denota contradicción de actos dentro de un mismo desarrollo 
procesal. Como ello no ocurre cuando se presenta una demanda tributaria, el texto 
propuesto ha abandonado el uso de cualquier referencia a la impugnación. 
 
Otro aspecto que corresponde poner en evidencia es que el nuevo artículo 157° usa la 
denominación proceso tributario en lugar de procedimiento contencioso tributario. 
Ello se debe, como lo hemos señalado al justificar el texto modificatorio de artículo 
148° de la Constitución, a que la denominación de un determinado proceso debe 
derivar de la materia que se ocupa y no de una situación común para la gran mayoría 
de procesos como es la contienda. Considerando que los conflictos que se suscitan 
entre los contribuyentes y la Administración Tributaria son de naturaleza tributaria, 
lo que corresponde es que los procesos en que se tramitan y resuelven dichos 
conflictos tomen el nombre de procesos tributarios y no procesos contencioso 
administrativos. 
 
Un asunto de particular importancia en el que el proyecto modificatorio ha asumido 
una posición clara, es el referido a la legitimidad para obrar activa de la 
Administración Tributaria. Desde que se habilitó la vía judicial para resolver 
controversias fiscales, y aún ahora, se discute si la Administración Tributaria puede 
interponer una demanda contencioso administrativa. Si lo que se busca es darle una 
protección especial a las resoluciones del Tribunal Fiscal, evidentemente, se 
impedirá que las administraciones tributarias puedan discutir su contenido en sede 
judicial. 
 
Al respecto, es necesario tener en cuenta que las administraciones tributarias  son 
también sujetos de derecho y, que en sus relaciones con los deudores tributarios, los 
derechos que les corresponden pueden ser lesionados o amenazados. Puede ocurrir 
también que dichas vulneraciones sean amparadas por el Tribunal Fiscal cuando al 
resolver las apelaciones reconozca derechos  a los deudores apelantes. Ante tales 




1. Las administradoras tributarias frente a los conflictos que se pueden generar en 
sus relaciones con los obligados al tributo, tienen derecho a la tutela 
jurisdiccional para proteger los intereses fiscales o cumplir adecuadamente sus 
funciones.   
2. Por tener la calidad de sujetos de derecho, las administraciones tributarias 
gozan de la facultad de acceder a los tribunales para demandar la protección de 
los intereses fiscales del Estado. 
3. Ante una decisión del Tribunal Fiscal que beneficia a un determinado 
contribuyente en desmedro de los intereses del fisco, las administradoras 
tributarias creadas precisamente  para cautelar dichos intereses, tienen el 
derecho de acceder al Poder Judicial para que éste a través del proceso 
tributario, resuelva el conflicto correspondiente. 
4. Teniendo en cuenta el principio de igualdad, constitucionalmente reconocido, 
si una de las partes de un conflicto (el deudor tributario) tiene derecho al 
acceso a la jurisdicción mediante la presentación de una demanda tributaria, la 
otra parte también debe tener habilitado el mismo derecho. 
 
En relación al derecho de la Administración Tributaria de acceder a los tribunales, 
cabe puntualizar que en el proceso que se inicie como consecuencia de su demanda, 
lo que se analizarán fundamentalmente serán sus actuaciones en relación al tributo, 
teniendo en cuenta, cuando corresponda, lo resuelto por el Tribunal Fiscal. En ese 
sentido, lo que se examina, no es la resolución del Tribunal Fiscal, sino, el conflicto, 
la disputa de fondo, entre deudor y Administración Tributaria. En el proceso 
tributario lo central es la actuación de la Administración Tributaria y la solución del 
conflicto que ha causado. La resolución del Tribunal Fiscal es, por su lado, un 
pronunciamiento administrativo final que pone en evidencia que en sede 
administrativa se desplegaron esfuerzos y se llevó adelante un procedimiento con el 
propósito de resolver el conflicto. 
 
A esta altura,  en relación a las modificatorias propuestas al artículo 157° del Código 
Tributario, es necesario volver sobre un asunto de particular sensibilidad como el 
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agotamiento de la vía administrativa. Hemos señalado que el agotamiento de la vía 
administrativa previa es una exigencia que se encuentra fuertemente arraigada  entre 
los operadores y por ende en nuestra práctica judicial. 
 
Teniendo en cuenta ello, las reformas que se pretendan implementar en relación a él 
deben realizarse de manera progresiva. En ese sentido, lo que corresponde es 
construir un régimen normativo transitorio, que por etapas vaya implementando la 
propuesta de no obligatoriedad del agotamiento de la vía administrativa. 
 
En una primera etapa, dicho régimen  normativo debería disponer la eliminación del 
requisito del agotamiento de la vía administrativa para los conflictos en los cuales el 
tribunal no va a emitir pronunciamiento. Por ejemplo, los conflictos tributarios en los 
que corresponde efectuar control constitucional, respecto a los cuales el Tribunal 
Fiscal no puede emitir pronunciamiento por carecer de potestades. 
 
En una segunda etapa, se debería disponer la eliminación del requisito del obligatorio 
agotamiento de la vía administrativa para controversias respecto a las cuales se puede 
prever el pronunciamiento del Tribunal Fiscal, teniendo en cuenta que en ocasiones 
anteriores a emitido pronunciamiento sobre controversias similares. 
 
En una tercera etapa, evaluando los resultados de las etapas anteriores, podría dejar 
de exigirse el agotamiento de la vía administrativa para todo tipo de controversias. 
Con lo cual el deudor tributario puede, según considere, interponer reclamación ante 
la propia Administración Tributaria, apelación ante el Tribunal Fiscal o, recurrir 









III. MODIFICACIONES E INCORPORACIONES EN LA LEY QUE 
REGULA EL PROCESO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO  
 
1. En relación al enfoque general de plena jurisdicción  
 
a. Artículo vigente: Artículo 1° del TUO de la Ley 27584 
 
Cuando se expide un cuerpo normativo es usual que entre sus primeros artículos se 
establezca la materia que va a regular, su enfoque, las finalidades que persigue, sus 
principios, etc. 
 
Respecto al proceso contencioso administrativo, el artículo 1° del TUO de la Ley 
27584 se ocupa en parte de ello. El texto del referido artículo es el siguiente: 
 
“Artículo 1°.- Finalidad  
 
La acción contencioso administrativa prevista en el artículo 
148° de la Constitución Política tiene por finalidad el 
control jurídico por el Poder Judicial de las actuaciones de 
la administración pública sujetas al derecho administrativo 
y la efectiva tutela de los derechos e intereses de los 
administrados. 
 
Para los efectos de esta ley, la acción contencioso 









b. Análisis y problemática    
 
Lo que, en principio, corresponde destacar es que el artículo sustituye la expresión 
“acción contencioso administrativa” por “proceso contencioso administrativo”, 
atenuando de este modo el error en el que incurrió el artículo 148º de la Constitución 
Política. 
 
A diferencia del ordenamiento legal anterior, el artículo 1° de la Ley 27584 pone en 
evidencia una nueva orientación en relación al proceso contencioso administrativo, 
declarando que su finalidad es el control jurídico de las actuaciones de la 
administración pública y la efectiva protección de los derechos de los  administrados.  
 
No obstante el avance que ello significa, ocurre en la realidad que los operadores no 
logran asimilar cabalmente que el proceso contencioso administrativo es un proceso 
de plena jurisdicción. Basta revisar las pretensiones que plantean los abogados en sus 
demandas para darnos cuenta que la concepción que manejan es la de un proceso 
contencioso revisor. Igualmente, parte significativa de las sentencias expedidas por 
los órganos jurisdiccionales con sub especialidad tributaria y aduanera, se concreta a 
declarar la nulidad de las resoluciones del Tribunal Fiscal y a ordenar a este 
Colegiado que emita nueva resolución. 
 
Ante dicha realidad, es necesario que el marco normativo sea sumamente claro en 
establecer que el proceso contencioso administrativo es un proceso de plena 
jurisdicción. En relación a esta falta de claridad del ordenamiento y las limitaciones 
de la Ley 27584, el profesor Eloy Espinoza-Saldaña, ha señalado: “Con la Ley 
27584, y la adopción de un proceso contencioso administrativo de plena 
jurisdicción, este medio procesal ha tenido cualitativas mejoras en su tratamiento. 
Sin embargo, desafortunadamente, fácilmente se puede apreciar su actual 
regulación todavía tiene una serie de limitaciones, las cuales sin duda conspiran en 
contra de la labor tuitiva que en rigor hoy le corresponde. Si a ello le añadimos la 
poca familiaridad de los jueces y abogados peruanos con estos temas, y la ausencia 
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de juzgadores suficientes en nuestro país para ver este tipo de casos, lo expuesto 
demuestra la necesidad de enfrentar de inmediato una serie de problemas”  
(Espinoza-Saldaña Barrera 2004: 15).   
 
Esta falta de claridad o insuficiencia en relación al nuevo enfoque que ha asumido el 
proceso contencioso administrativo, se presenta debido a que en el artículo 1° de la 
Ley 27584 (ni en ningún otro artículo) se ha declarado expresamente que el proceso 
contencioso administrativo es un proceso de plena jurisdicción.  Considerando ello y 
los problemas que en la práctica se presentan, es necesario que el artículo 1° de la 
Ley 27584 se reformule de modo que expresamente establezca que el proceso 
contencioso es un proceso de plena jurisdicción, con todo lo que ello involucra.  
 
 
c. Artículo propuesto 
 
Ante estas deficiencias de enfoque de la Ley 27584  y los problemas que ello genera 
en la práctica judicial, planteamos el siguiente texto sustitutorio del artículo 1° de la 
referida Ley. 
 
Artículo 1°.- Proceso administrativo 
Los conflictos que se producen entre los administrados y las 
entidades de la administración pública se resuelven a través 
del proceso administrativo. 
 
Mediante el proceso administrativo el Poder Judicial realiza 
un control jurídico de las actuaciones de la administración 
pública sujetas al derecho administrativo y garantiza la 
tutela jurisdiccional efectiva de los derechos e intereses de 





El proceso administrativo es un proceso de plena 
jurisdicción donde los órganos jurisdiccionales, luego de 
organizar adecuadamente el mismo, deben pronunciarse 
sobre el conflicto de fondo que lo motiva. 
 
 
d. Fundamentos y justificación 
 
El primer párrafo del artículo propuesto, a diferencia del texto vigente, centra su 
atención en el conflicto. Reconociendo que en las relaciones entre los administrados 
y la administración pueden generarse controversias, establece que dichas 
divergencias se resuelven a través del proceso administrativo. De este modo, como 
primer artículo del régimen, señala de manera clara que la razón de ser del proceso 
administrativo es dar solución a los conflictos que se presentan entre los 
administrados y las entidades públicas. 
 
En el segundo párrafo, el nuevo texto mantiene con algunos añadidos significativos 
los aportes del artículo vigente. En ese sentido, ya no señala que lo que se discute en 
el proceso administrativo son las resoluciones administrativas que han agotado la vía 
administrativa, sino, las actuaciones de las entidades públicas que han generado el 
conflicto. 
 
El segundo párrafo también se refiere a las otras finalidades sustanciales del proceso 
administrativo, como son el control por el Poder Judicial de las actuaciones de la 
administración pública y la tutela efectiva de los derechos de los administrados y de 
la administración cuando corresponde. 
 
La principal contribución del nuevo artículo radica en declarar de manera clara y 
expresa que el proceso administrativo es un proceso de plena jurisdicción. Indicando 





Frente a la poca claridad e insuficiencia del régimen vigente, el texto propuesto 
establece de manera contundente que el proceso administrativo en el que se tramitan 
las controversias de los administrados con la administración (entre los cuales se 
encuentran las controversias entre los deudores tributarios y la Administración 
Tributaria) es un proceso de plena jurisdicción. Como se ha señalado varias veces en 
el curso de la tesis, la plena jurisdicción es un enfoque opuesto a la concepción 
revisora, que permite entender y desarrollar el proceso con el propósito de lograr la 
composición efectiva de la controversia. Considerar el proceso administrativo como 
uno de plena jurisdicción va a permitir a los órganos jurisdiccionales analizar con 
profundidad todo el contenido de la demanda, identificar el conflicto de origen, 
reconocer las verdaderas pretensiones de las partes más allá de los textos que  se 
colocan en el petitorio de la demanda, establecer de manera correcta los puntos 
controvertidos, desplegar todas las potestades y deberes del juez,  organizar el 
proceso con el propósito de resolver la controversia de fondo, realizar la actividad 
probatoria y otras actuaciones en función de ese propósito central, emitir 
pronunciamiento fundamentado respecto a los puntos controvertidos y al conflicto de 
fondo que se pretende resolver, adoptar todas las medidas que sean necesarias para 
materializar lo decidido en la sentencia y lograr la satisfacción efectiva del derecho 
conculcado, etc. 
 
Dejar sentado de manera expresa en el artículo inicial del régimen que el proceso 
administrativo es de plena jurisdicción, va a influir de manera determinante en la 
interpretación y aplicación de todas las demás disposiciones que regulan el referido 
proceso. De este modo, quedan también  superadas las dudas y limitaciones que la 
Ley 27584 pudo haber generado en los operadores respecto a la tramitación del 
proceso, las facultades del juez, las pretensiones, los puntos controvertidos, el 
principio de congruencia, el contenido de la sentencia y la ejecución de la misma.  
 
Como puede observarse, el reconocimiento expreso del proceso administrativo como 
uno de plena jurisdicción, contribuye significativamente a la identificación del 
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conflicto, al adecuado desarrollo del proceso y a la solución efectiva de las disputas 
entre los administrados y la administración pública. 
 
 
2. En relación al planteamiento de las pretensiones 
 
a. Artículo vigente: Artículo 5° del TUO de la Ley 27584 
 
La pretensión es el objeto del proceso, es precisamente sobre lo que se va ha de 
discutir a lo largo del proceso y se va a decidir en la sentencia. 
 
En relación a los conflictos con la administración pública, el TUO de la Ley 27584, 
Ley que Regula el Proceso Contencioso Administrativo, ha establecido una serie de 
pretensiones que el administrado puede plantear. En este sentido, el artículo 5º del 
indicado texto único establece: 
 
“Artículo 5°.- Pretensiones 
 
En el proceso contencioso administrativo podrán plantearse 
pretensiones con el objeto de obtener lo siguiente: 
 
1. La declaración de nulidad, total o parcial o ineficacia 
de los actos administrativos. 
2. El reconocimiento o restablecimiento del derecho o 
interés jurídicamente tutelado y la adopción de las 
medidas o actos necesarios para tales fines. 
3. La declaración de contraria a derecho y el cese de una 
actuación material que no se sustente en acto 
administrativo. 
4. Se ordene a la administración pública la realización 
de una determinada actuación administrativa a la que 
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se encuentre obligada por mandato de la ley o en 
virtud de acto administrativo firme. 
5. La indemnización por el daño causado con alguna 
actuación impugnable, conforme al artículo 238° de la 
Ley 27444, siempre y cuando se plantee 




b. Análisis y problemática  
 
Del texto reproducido, el numeral que se refiere a la pretensión de plena jurisdicción 
es el numeral 2. No obstante esta incorporación formal, la práctica judicial a lo largo 
de los años ha demostrado que en relación a la pretensión de plena jurisdicción se 
presentan una serie de problemas, entre los que se puede mencionar a los siguientes: 
 
1. No existe entre los operadores una cabal comprensión de lo que en realidad 
significa la plena jurisdicción. 
 
2. La manera en que los abogados estructuran y plantean las pretensiones no es 
adecuada. 
 
3. Por lo general, los abogados plantean pretensiones anulatorias en lugar de 
formular pretensiones de plena jurisdicción. En ese sentido, solicitan que se 
controle la regularidad del acto administrativo emitido en última instancia 
administrativa, antes que se analice la controversia subyacente y se reconozca y 
reivindique de manera efectiva el derecho o interés vulnerado. En efecto, en 
buena parte de las demandas los abogados se centran en discutir las 
resoluciones que agotan la vía administrativa, con el propósito de lograr su 
nulidad, en lugar de poner en conocimiento de la autoridad judicial el conflicto 
de fondo, la vulneración de un derecho específico, con el propósito de lograr su 
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reconocimiento o restablecimiento y de este modo solucionar la disputa real 
entre el administrado y la administración. 
 
4. Esta manera inadecuada de plantear las pretensiones en la demanda, incide a lo 
largo del proceso. Actualmente, si se plantea solo una pretensión de nulidad en 
lugar de una pretensión de plena jurisdicción, el proceso se desarrollará desde 
una perspectiva anulatoria. Precisamente, desde esta perspectiva anulatoria se 
calificará la demanda, se tramitará el proceso, se admitirán, actuarán y 
valorarán los medios probatorios y, finalmente, se expedirá la sentencia. 
 
Uno de los factores de relevancia que dificulta resolver esta problemática tiene que 
ver con las deficiencias de contenido y la inapropiada redacción del numeral 2 del 
artículo 5° de Ley del Proceso Contencioso Administrativo. 
 
En ese sentido, la realidad demuestra que, señalar que “En el proceso contencioso 
administrativo podrán plantearse pretensiones con el objeto de obtener […] El 
reconocimiento o restablecimiento del derecho o interés jurídicamente tutelado y la 
adopción de las medidas o actos necesarios para tales fines”, no ha sido suficiente 
para consolidar la idea de la plena jurisdicción y promover que los demandantes 
planteen, con la debida confianza, pretensiones de plena jurisdicción que posibiliten 
la solución real de los  conflictos con la administración. 
 
 
c. Artículo propuesto  
 
Ante las deficiencias de contenido y la inapropiada redacción del artículo 5° de la 
Ley 27584 referido a las pretensiones que se pueden plantear en el proceso 
administrativo, sugerimos la siguiente fórmula alternativa. 
 




En el proceso administrativo se plantean pretensiones de 
plena jurisdicción con el propósito que el órgano 
jurisdiccional analice y resuelva el conflicto de fondo entre 
los administrados y la administración. 
 
Mediante la pretensión de plena jurisdicción se solicita el 
reconocimiento o restablecimiento del derecho o interés 
jurídicamente tutelado y la adopción de las medidas o actos 
necesarios para tales fines. 
 
Asimismo, se pueden plantear pretensiones con el objeto de 
obtener lo siguiente: 
 
1. La declaración de nulidad, total o parcial o ineficacia 
de los actos administrativos. 
2. La declaración de contraria a derecho y el cese de una 
actuación material que no se sustente en acto 
administrativo. 
3. Se ordene a la administración pública la realización 
de una determinada actuación administrativa a la que 
se encuentre obligada por mandato de la ley o en 
virtud de acto administrativo firme. 
4. La indemnización por el daño causado con alguna 
actuación impugnable, conforme al artículo 238° de la 
Ley 27444, siempre y cuando se plantee 








d. Fundamento y justificación  
 
Lo primero que salta a la vista en el artículo propuesto, es que presenta un nuevo 
orden de las pretensiones que se pueden plantear en el proceso administrativo. El 
artículo sustituido ubicaba como primera pretensión a la pretensión de nulidad. 
Mientras el nuevo texto, construido desde el enfoque de plena jurisdicción, ubica a la 
pretensión de plena jurisdicción como la primera dentro del elenco de pretensiones 
que pueden presentarse en el proceso administrativo. 
 
Ello, evidentemente, tiene que ver con la trascendencia de las pretensiones de plena 
jurisdicción para la identificación de los conflictos reales entre los administrados y la 
administración y, con la adecuada solución de los mismos. 
 
Otra razón por la que corresponde ubicar en primer orden a la pretensión de plena 
jurisdicción, es que en los procesos administrativos siempre hay un conflicto 
subyacente y, si lo que se busca al iniciar un proceso es, precisamente, su adecuada 
composición, lo que corresponde es que preferentemente se planteen pretensiones de 
plena jurisdicción. 
 
Entonces, si tendencialmente deben presentarse pretensiones de plena jurisdicción 
que garantizan la cabal solución del conflicto, queda justificada su ubicación como 
primera pretensión en relación a las otras pretensiones que pueden plantearse en el 
proceso administrativo. 
 
Pero en concreto ¿En qué consiste plantear pretensiones de plena jurisdicción y que 
efectos tiene? 
 
Plantear pretensiones de plena jurisdicción consiste en pedirle al órgano 
jurisdiccional que resuelva el conflicto de fondo, el conflicto real, que se tiene con la 
otra parte del proceso. La pretensión de plena jurisdicción no se limita a solicitar la 
nulidad de la resolución que agota la vía administrativa, sino, requiere al juez que 
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analice la controversia de origen y que efectivamente resuelva la disputa que se tiene 
con la parte demandada. 
 
La pretensión de plena jurisdicción se plantea con el propósito que el juez examine la 
contienda sustantiva, se pronuncie sobre los derechos subjetivos y los intereses 
comprometidos en el conflicto y adopte todas las medidas y acciones necesarias para 
tutelarlos. 
 
Las pretensiones de plena jurisdicción están presentes a lo largo del proceso y lo 
organizan de tal manera que se indague sobre la controversia material y se resuelva 
efectivamente tal contienda. 
 
En ese sentido, la plena jurisdicción, permite la identificación del conflicto de fondo, 
la correcta calificación de la demanda y de la contestación, la adecuada fijación de 
los puntos controvertidos, la realización de actos procesales tendientes a la solución 
de la litis, el ofrecimiento, actuación y valoración de los medios probatorios 
pertinentes, la realización de audiencias eficientes, el análisis de los argumentos de 
las partes y, finalmente, la solución del conflicto de fondo. 
 
Teniendo en cuenta todo lo expuesto, resulta plenamente justificado que en el  
artículo que regula lo relativo a las pretensiones, se incorpore una disposición 
expresa que afirme que en el proceso administrativo se presentan por lo general 
pretensiones de plena jurisdicción. Asimismo, es  necesario que se contemplen otras 
disposiciones que señalen de manera clara cuál es el propósito y en qué consiste la 
pretensión de plena jurisdicción. 
 
Esta manera integral y clara de legislar sobre la pretensión de plena jurisdicción, sin 
duda, permitirá, además de lo expresado, resolver la problemática que actualmente se 




En ese sentido, la afirmación expresa de lo que es la plena jurisdicción, cuáles son 
sus propósitos y, que en el proceso administrativo pueden presentarse este tipo de 
pretensiones, permitirá: 
 
1. Que los operadores tengan una cabal comprensión de lo que en realidad 
significa la plena jurisdicción. 
 
2. Que los abogados planteen adecuadamente las pretensiones. Que en lugar de 
presentar pretensiones anulatorias que se concretan a pedir el examen formal 
de las resoluciones que agotan la vía administrativa, presenten pretensiones de 
plena jurisdicción que ponen en conocimiento de la autoridad judicial el 
conflicto de fondo, la vulneración de un derecho material, de un interés 
jurídicamente protegido y, precisamente, soliciten el reconocimiento o 
restablecimiento de tales derechos o intereses y, de este modo, la solución del 
conflicto real en el que están involucrados. 
 
3. Que el proceso se organice y desarrolle de tal manera que analice la 
controversia de fondo y resuelva la disputa verdadera entre el demandante y el 
demandado. 
 
4. Que los abogados planteen, con la debida confianza y seguridad,  pretensiones 
de plena jurisdicción. 
 
5. Que, el juez despliegue todas sus potestades y cumpla todos sus deberes, de 
modo que puede resolver adecuadamente el conflicto de fondo y efectivizar lo 








3 En relación a la actividad probatoria 
 
a. Artículo vigente: Artículo 30° del TUO de la Ley 27584 
 
La actividad probatoria se refiere al conjunto de actuaciones realizadas por los 
intervinientes en el proceso, con el propósito de acreditar un hecho. El componente 
central de la actividad probatoria son los medios de prueba, que, concretamente, son 
los elementos con los que se pretende acreditar un hecho. La actividad probatoria 
involucra el ofrecimiento de los medios de prueba, su calificación, actuación y, 
finalmente, la valoración efectuada por el juzgador. 
 
En relación al proceso contencioso administrativo, el régimen probatorio está 
contenido sustancialmente del artículo 30° al 34° del TUO de la Ley 27584. El 
artículo 30º se ocupa específicamente de la actividad probatoria, señalando: 
 
“Artículo 30°.- Actividad probatoria  
 
En el proceso contencioso administrativo, la actividad 
probatoria se restringe a las actuaciones recogidas en el 
procedimiento administrativo, salvo que se produzcan 
nuevos hechos o que se trate de hechos que hayan sido 
conocidos con posterioridad al inicio del proceso. En 
cualquiera de estos supuestos, podrá acompañarse los 
respectivos medios probatorios. 
 
En el caso de acumularse la pretensión indemnizatoria, 
podrán alegarse todos los hechos que le sirvan de sustento, 






b. Análisis y problemática   
 
La constatación central que se realiza en este dispositivo es que en el proceso 
contencioso administrativo (y por lo tanto en el proceso contencioso tributario) la 
actividad probatoria no es amplia, sino, está limitada a las actuaciones recogidas en 
el procedimiento administrativo, las que materialmente están contenidas en el 
expediente administrativo. 
 
Restringir el derecho de probar de los contendientes y confinar la actividad 
probatoria a lo recogido en sede administrativa, genera una serie problemas y 
dificultades en el proceso contencioso administrativo. Entre ellos se puede mencionar 
a los siguientes: 
 
1. Circunscribir la actividad probatoria a lo actuado en el procedimiento 
administrativo previo, menoscaba el derecho de defensa de los administrados, 
pues no podrán alegar ni probar hechos que, no habiéndose recogidos en el 
procedimiento previo, sean necesarios para defenderse en el proceso. 
 
2. Impide en términos concretos que hechos o circunstancias, que por diversas 
razones no han sido recogidas en el procedimiento administrativo, sean 
incorporados en el proceso pese a que pueden contribuir a la adecuada solución 
de la controversia. 
 
3. Prohíbe que se incorporen al proceso elementos probatorios que por razones no 
atribuibles al demandante o demandado no pudieron ser presentados en el 
curso del procedimiento administrativo. 
 
4. No tiene en cuenta que en términos reales, no todos los hechos relativos a un 





5. Concretar la actividad probatoria a lo actuado en sede administrativa, implica 
no advertir que en el trámite del procedimiento administrativo previo se pueden 
cometer errores, omitir hechos, o no actuar pruebas pertinentes o necesarias 
para resolver el caso. 
 
6. El mandato de restringir la actividad probatoria a lo contenido en el 
procedimiento administrativo, se inspira en una concepción revisora o 
anulatoria del proceso. 
 
7. Si lo que en los procesos judiciales se pretende es resolver el conflicto real 
entre los contendientes, no se puede reducir la actividad probatoria a lo actuado 
en sede administrativa. 
 
8. La restricción contenida en el artículo 30º del TUO de la Ley 27584 pone en 
evidencia que el legislador no distingue plenamente lo que se busca con el 
procedimiento administrativo, de lo que se realiza y las finalidades últimas que 
se persiguen con los procesos judiciales. 
 
9. Confinar la actividad probatoria a lo actuado en sede administrativa, constituye 
una restricción evidente de las potestades jurisdiccionales que se les reconoce a 
los jueces. 
 
10. En suma, restringir de ese modo la actividad probatoria limita evidentemente la 
tutela jurisdiccional efectiva (Priori 2009: 217). 
 
Como no puede ser de otro modo, todos los problemas y dificultades antes descritos 
ponen claramente en evidencia que la disposición contenida en el artículo 30º del 
TUO de la Ley 27584 constituye una restricción inapropiada del derecho a probar, 
del derecho de defensa y de las potestades jurisdiccionales, que impide el 




La fórmula recogida en el artículo 30º genera una serie de problemas en el 
planteamiento de las pretensiones, la tramitación de los procesos, la actividad 
probatoria y la solución final del conflicto entre la administración y los 
administrados, razón por la cual debe ser sustituida por una fórmula que permita y 
garantice la libre presentación de pruebas, el ejercicio irrestricto del derecho de 
defensa, el conocimiento cabal del caso, el ejercicio pleno de la función 
jurisdiccional, la solución idónea del conflicto y la tutela jurisdiccional efectiva. 
 
 
c. Artículo propuesto 
 
Considerando las graves dificultades que las restricciones de la actividad probatoria 
generan, proponemos una regulación distinta, la misma que está contenida en el 
siguiente texto: 
 
Artículo 30.- Actividad probatoria 
 
En el proceso administrativo la actividad probatoria es 
amplia, no se restringe a las actuaciones recogidas en el 
procedimiento administrativo. 
 
Las partes ofrecen los medios probatorios que consideren 
pertinentes. 
 
El juez puede requerir los medios probatorios que estime 
convenientes. 
 
En el caso de hechos ocurridos o conocidos con 





En el caso de acumularse la pretensión indemnizatoria 
podrán alegarse todos los hechos que le sirven de sustento, 
ofreciendo los medios probatorios pertinentes. 
 
 
d. Fundamentos y justificación 
 
La idea central del régimen probatorio que planteamos es que la actividad probatoria 
no sea restringida como es ahora. Proponemos criterios de amplitud y libertad que 
deben orientar toda actividad de las partes y del juez en relación a los medios o 
elementos de prueba. 
 
Estos criterios de amplitud y libertad impiden que, como ocurre ahora, la actividad 
probatoria se limite a las actuaciones recogidas en el procedimiento administrativo. 
 
Que la actividad probatoria sea amplia y los medios probatorios sean ofrecidos sin 
restricciones por las partes, es fundamental para lograr las finalidades de un proceso. 
Solo teniendo pleno acceso a las pruebas el juez podrá analizar las posturas de las 
partes y resolver adecuadamente el conflicto puesto a su consideración. 
 
Los criterios de amplitud y libertad probatoria encuentran su razón de ser en el 
enfoque de plena jurisdicción con el que se debe desarrollar el proceso 
administrativo. 
 
En efecto, si el propósito del proceso es resolver cabalmente el conflicto sustantivo 
surgido entre los administrados y la administración, lo que debe garantizarse en el 
proceso es amplitud y libertad en la actividad probatoria, de tal modo que las partes 
puedan ofrecer, sin restricción alguna, los medios probatorios que consideran 
pertinentes y el juez pueda requerir los medios probatorios que estime convenientes 




Pero, ¿Qué significa que las partes ofrezcan los medios probatorios que consideren 
pertinentes?  Significa que tanto el demandante como el demandado pueden 
proporcionar todos los elementos probatorios que creen adecuados para acreditar un 
hecho. Significa que las partes, sin restricción alguna, puedan presentar los medios 
probatorios vinculados a la controversia que permitan esclarecer sus diversos 
aspectos. 
 
Por su lado, que el juez pueda requerir los medios probatorios que estime 
convenientes, significa que el conductor del proceso se encuentra facultado para 
incorporar al mismo todos los elementos probatorios útiles, necesarios e idóneos  
para causar convicción sobre un determinado hecho y, de este modo, contribuyan a la 
solución de la controversia que conoce.   
 
A diferencia de la normativa vigente, el régimen que proponemos impide que la 
actividad probatoria se restrinja a las actuaciones recogidas en el procedimiento 
administrativo, en la medida que los múltiples aspectos u hechos que constituyen una 
controversia pueden trascender los límites del procedimiento administrativo. Que la 
actividad no se restringe a las actuaciones recogidas en el procedimiento 
administrativo, significa que las partes sin limitaciones pueden aportar los elementos 
probatorios que consideren adecuados y, que el juez puede exigir de oficio cualquier 
medio probatorio que estime apto para acreditar un hecho y contribuya a la solución 
de la controversia. 
 
De otro lado, la libre incorporación de pruebas tanto por las partes como por el juez 
tiene consecuencias muy positivas. En primer lugar, garantiza el derecho de probar 
de las partes, que consiste en aportar al proceso los elementos de prueba que 
consideren pertinentes. En segundo lugar, garantiza el derecho de defensa de las 
partes en la medida que les permite acreditar sin restricciones los hechos que 
consideren adecuados para fortalecer su postura y su estrategia de defensa. En tercer 
lugar, posibilita el ejercicio pleno de la potestad jurisdiccional en la medida que 
permite al juez requerir e introducir al proceso, sin obstáculos, todos los elementos 
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probatorios que pueden contribuir al esclarecimiento de los hechos y a la solución de 
la contienda. En cuarto lugar, la incorporación de todas las pruebas pertinentes 
facilita el análisis integral de la controversia, posibilita la adecuada solución de la 
discordia y viabiliza la tutela jurisdiccional efectiva. En quinto lugar, resuelve 
situaciones de hecho que podrían resultar perjudiciales para la adecuada composición 
del conflicto. En ese sentido, posibilita que se admitan en el proceso elementos 
probatorios que por diversas razones (deficiencias del procedimiento, desidia de la 
autoridad que condujo el procedimiento, limitaciones del administrado, dificultades 




4.   En relación a la sentencia 
 
a. Artículo vigente: Artículo 41° del TUO de la Ley 27584  
 
La sentencia es uno de los actos más importantes del proceso. A través de la 
sentencia el juez, analizando los argumentos de las partes, evaluando los hechos, 
valorando las pruebas y aplicando el marco normativo correspondiente, resuelve la 
controversia puesta a su conocimiento. La sentencia constituye el acto procesal típico 
del ejercicio de la potestad jurisdiccional. 
 
El régimen normativo de la sentencia en el proceso contencioso administrativo, que 
también es aplicable al proceso tributario, se encuentra recogido del artículo 41º al 
50º del TUO de la Ley 27584. 
 
Específicamente, lo relativo al contenido de la sentencia y a lo que el juez debe 
decidir en dicho acto procesal, se encuentra regulado en el artículo 41º del indicado 
cuerpo normativo, cuyo texto es el siguiente: 
 




La sentencia que declare fundada la demanda podrá decidir 
en función a la pretensión planteada lo siguiente: 
 
1. La nulidad total o parcial, o ineficacia del acto 
administrativo impugnado, de acuerdo a lo 
demandado. 
2. El restablecimiento o reconocimiento de una situación 
jurídica individualizada y la adopción de cuantas 
medidas sean necesarias para el restablecimiento o 
reconocimiento de la situación jurídica lesionada, aun 
cuando no hayan sido pretendidas en la demanda. 
3. La cesación de la actuación material que no se 
sustente en acto administrativo y la adopción de 
cuanta medida sea necesaria para obtener la 
efectividad de la sentencia, sin perjuicio de poner en 
conocimiento del Ministerio Público el incumplimiento 
para el inicio del proceso penal correspondiente y la 
determinación de los daños y perjuicios que resulten 
de dicho incumplimiento. 
4. El plazo en el que la administración debe cumplir con 
realizar una determinada actuación a la que está 
obligada, sin perjuicio de poner en conocimiento del 
Ministerio Público el incumplimiento para el inicio del 
proceso penal correspondiente y la determinación de 
los daños y perjuicios que resulten de dicho 
incumplimiento. 






b. Análisis y problemática  
 
Lo que inicialmente corresponde señalar es que la redacción del reproducido artículo 
41º no es adecuada. Desde la perspectiva de la plena jurisdicción se constatan 
limitaciones, incongruencias y una serie de problemas que se manifiestan en la 
elaboración de la  sentencia y las decisiones específicas que el juez debe adoptar en 
el fallo. 
 
Entre estas dificultades se pueden mencionar a las siguientes: 
 
1. Se observa una evidente limitación a la plena  jurisdicción cuando el primer 
párrafo del artículo 41º dispone: “La sentencia que declare fundada la 
demanda podrá decidir en función de la pretensión planteada lo siguiente: 
[…]” 
 
En la práctica esta fórmula ha llevado a serias confusiones, tanto a los 
abogados que plantean las pretensiones como a los jueces que resuelven las 
controversias. No se distingue adecuadamente entre pretensión y petitorio. Por 
ello, abogados y jueces consideran que, sobre lo que tiene que pronunciarse la 
sentencia, es respecto a lo expresamente consignado como petitorio en la 
demanda. En ese sentido, se piensa que si en el petitorio está claramente 
expresado que lo que se solicita es la nulidad de la resolución administrativa 
que agota la vía administrativa, la sentencia que resuelve el caso a favor del 
demandante tiene que pronunciarse solo sobre lo pedido, es decir, declarando 
la nulidad de la resolución administrativa que agota la vía, pese a que el 
contenido íntegro de la demanda pone en evidencia la existencia de un 
conflicto de fondo.                    
 
Ello, sin duda, es inadecuado si se tiene en cuenta que la finalidad de un 
proceso judicial es  la solución del  conflicto real  que se presenta entre los 
contendientes. En un proceso como el contencioso administrativo, que se 
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precia de brindar tutela jurisdiccional efectiva a los derechos e intereses, el juez 
no puede circunscribirse a los límites del petitorio. 
 
2. Incluso cuando se haya identificado el conflicto de fondo, el juez solo podrá 
pronunciarse al respecto siempre que el demandante lo haya planteado 
expresamente como pretensión en su demanda. En efecto, respecto a la 
denominada pretensión de plena jurisdicción el primer párrafo y el numeral 2 
del artículo 41º disponen: 
 
“La sentencia que declare fundada la demanda podrá decidir en función a la 
pretensión planteada lo siguiente:  
[…] 
2. El restablecimiento o reconocimiento de una situación jurídica 
individualizada y la adopción de cuantas medidas sean necesarias para el 
restablecimiento o reconocimiento de la situación jurídica lesionada, aun 
cuando no hayan sido pretendidas en la demanda”. 
 
Si bien las medidas que pueden adoptarse para la efectivización de lo decidido 
no están sujetas a lo pedido por el demandante, ello no ocurre con la decisión 
que pueda adoptar el juez sobre el conflicto de fondo o el derecho material 
lesionado. En efecto, para que el juez se pronuncie respecto al restablecimiento 
o reconocimiento de una situación jurídica individualizada, el demandante debe 
haberlo planteado como pretensión en la demanda, conforme lo establecen el 
primer párrafo y el numeral 2 del artículo 41º del TUO de la Ley 27584. Ello, 
sin duda, es una limitación a las potestades plenas que el ejercicio de la función 
jurisdiccional implica, pues puede ocurrir que todo o algunos aspectos del 
conflicto de fondo no hayan sido recogidos en las pretensiones que formule el 
demandante.  Tal situación se presenta por ejemplo cuando se plantea expresa 
y excluyentemente la pretensión de nulidad, pese a existir un conflicto 




En un proceso contencioso administrativo en el que existen dificultades para 
plantear adecuadamente las pretensiones y en el que paulatinamente se está 
afirmando el enfoque de plena jurisdicción, que persigue la tutela efectiva de 
los derechos e intereses, no puede restringirse el pronunciamiento del juez (es 
decir, la solución de la controversia) solo a lo expresamente pretendido por el 
demandante. 
 
La forma en que está redactado el artículo 41º del TUO de la Ley 27584, ha 
dado lugar a que en numerosos casos los órganos jurisdiccionales expidan 
sentencias escrupulosamente atadas a las pretensiones textualmente 
consignadas en las demandas, pese a que, de lo actuado en el procedimiento 
administrativo y/o en el curso del proceso, se evidencia la existencia de un 
conflicto subyacente, un conflicto real, o aspectos de éste, que no han sido 
recogidos en las pretensiones. En efecto, si solo se ha pretendido la nulidad, las 
sentencias solo han declarado la nulidad de las resoluciones recurridas. 
Igualmente, si en la demanda se ha pretendido el reconocimiento de un derecho 
o interés, las sentencias se concretan a pronunciarse sobre lo pretendido, sin 
tener en cuenta otros aspectos del conflicto que por alguna circunstancia no 
fueron recogidos en las pretensiones. Como puede observarse, las 
disposiciones contenidas en el artículo 41º del TUO de la Ley 27584, en el 
sentido de limitar el pronunciamiento del juez y, por tanto, la solución de la 
controversia, a lo expresamente pretendido por el demandante, es inadecuada. 
 
Teniendo en cuenta el análisis efectuado, podemos concluir que el referido artículo 
41° del TUO de la Ley 27584 debe ser sustituido por otro, que inspirado en criterios 
de amplitud y flexibilidad, sea verdaderamente coherente con lo que significa el 
enfoque de plena jurisdicción y  permita la solución del  problema real y de los 






c. Artículo propuesto 
 
Ante tales deficiencias y problemas corresponde que el artículo 41° sea sustituido por 
un texto menos rígido y más amplio. Considerando ello, proponemos la siguiente 
fórmula:  
 
Artículo 41°.- Sentencia 
 
La sentencia es el acto procesal mediante el cual el juez 
resuelve el conflicto de fondo. Se pronuncia sobre la postura 
de las partes, sobre el derecho o interés discutido y cuantas 
cuestiones deriven del conflicto. 
 
La sentencia estimatoria dispone, según corresponda: 
 
1. El restablecimiento o reconocimiento del derecho o 
interés vulnerado y la adopción de todas las medidas o 
actos necesarios para efectivizar lo decidido. 
2. La nulidad total o parcial, o ineficacia del acto 
administrativo impugnado.  
3. La cesación de la actuación material que no se 
sustente en acto administrativo y la adopción de 
cuanta medida sea necesaria para obtener la 
efectividad de la sentencia, sin perjuicio de poner en 
conocimiento del Ministerio Público el incumplimiento 
para el inicio del proceso penal correspondiente y la 
determinación de los daños y perjuicios que resulten 
de dicho incumplimiento. 
4. El plazo en el que la administración debe cumplir con 
realizar una determinada actuación a la que está 
obligada, sin perjuicio de poner en conocimiento del 
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Ministerio Público el incumplimiento para el inicio del 
proceso penal correspondiente y la determinación de 
los daños y perjuicios que resulten de dicho 
incumplimiento. 




d. Fundamentos y justificación 
 
Como se ha señalado, el propuesto es un texto más amplio y menos rígido respecto a 
lo que debe pronunciarse la sentencia. La fórmula se enfoca de lleno en el conflicto 
de fondo y establece que la sentencia debe ocuparse de la controversia material entre 
los administrados y la administración. 
 
Considerando que la finalidad del proceso es resolver la litis entre las partes, la 
sentencia que es el instrumento mediante el cual se materializa tal fin, 
ineludiblemente debe pronunciarse sobre los argumentos de los contendientes, los 
derechos e intereses involucrados, el conflicto real entre los administrados y la 
administración, etc. 
 
La exigencia de expedir pronunciamiento sobre el conflicto de fondo, es contraria a 
los pronunciamientos formales respecto a la regularidad de la resolución que agota la 
vía administrativa; en ese sentido, no se restringe a declarar la nulidad de la 
resolución que “causa estado”. El pronunciamiento sobre el fondo identifica la 
conflagración efectiva, la analiza rigurosamente y emite decisión sobre ella. La 
controversia de fondo está constituida por la disputa palpitante entre las partes de un 
proceso; tiene que ver con los derechos materiales e intereses involucrados en dicha 
disputa. Precisamente, sobre dichos aspectos, es que tiene que pronunciarse la 
sentencia de un proceso administrativo que aspira resolver íntegramente el conflicto 




Evidentemente, esta forma de determinar el contenido de la sentencia se inspira en el 
enfoque de plena jurisdicción, que como sabemos propone organizar el proceso de tal 
modo que se indague sobre las discrepancias de fondo y, consecuentemente, la 
sentencia se pronuncie de manera ineludible sobre dicho conflicto y cada uno de sus 
aspectos. 
 
De otro lado, la exigencia de expedir sentencia sobre las diferencias sustantivas, 
permite superar las confusiones o dificultades relativas a que el juez solo debe 
pronunciarse respecto a lo expresamente solicitado en el “petitorio” de las 
demandas. Si en adelante el ordenamiento dispone que la sentencia debe 
pronunciarse sobre el conflicto de fondo, el juez no puede concretarse a resolver solo 
respecto al petitorio expresamente señalado (por ejemplo, si el demandante solicita la 
nulidad de una resolución administrativa la sentencia no puede limitarse a declarar 
solo la nulidad de la referida resolución). En estos casos lo que el juez tiene que 
hacer es hurgar en todo el contenido de la demanda para identificar la disputa 
verdadera y, precisamente, sobre ello tiene que emitir pronunciamiento en la 
sentencia. 
 
En esa línea de ideas, un aporte fundamental que plantea el artículo propuesto, es el 
referido a la posibilidad que el juez pueda pronunciarse respecto a todos las 
cuestiones que deriven del conflicto. Es verdad que la regla general es que el juez en 
la sentencia se pronuncie sobre las pretensiones propuestas, sin embargo, existen 
ocasiones en que el conflicto de fondo o, algunos aspectos de éste, no han sido  
incorporados en las pretensiones (piénsese en el caso anteriormente referido en el 
que se pretende expresa y excluyentemente la nulidad de la resolución que agota la 
vía administrativa previa, pese a existir un conflicto de fondo que resolver). Es 
recomendable que en estas situaciones el juez se pronuncie respecto al conflicto 




Ello implica que el proceso se debe organizar de tal modo que se realicen las 
actuaciones necesarias para que el juez en sentencia se pronuncie sobre los diversos 
aspectos que deriven del conflicto, pese a que el demandante no los haya señalado 
expresamente entre sus pretensiones. 
 
La propuesta encuentra su fundamento en lo siguiente: 
 
1. Los conflictos de carácter administrativos abarcan diversos aspectos, y respecto 
a alguno de ellos puede el demandante no haber formulado pretensiones 
expresas. 
 
2. Las dificultades que en la realidad se evidencian para la correcta formulación 
de pretensiones, puede ocasionar que en relación a algunos aspectos del 
conflicto no se formulen pretensiones. 
 
3. Lo que se espera es que un proceso termine resolviendo cabalmente un litigio. 
Ello, evidentemente, nos lleva a la conclusión que si por alguna razón no se 
formuló pretensiones respecto a algún aspecto de la controversia, el juez pueda 
pronunciarse sobre dichos aspectos, precisamente para lograr la solución 
integral del conflicto y los fines ulteriores del proceso: Paz, justicia, vigencia 
del ordenamiento, bienestar, etc. 
 
4. Los conflictos de índole administrativa tienen otras características respecto a 
las controversias de derecho privado, en los que de manera rígida se aplican el 
principio de congruencia procesal. 
 
Factores como la tendencia a formular pretensiones anulatorias, la omisión de 
determinados aspectos del conflicto, las dificultades para la formulación de 
pretensiones, justifican que en los procesos administrativos se flexibilice el 
principio de congruencia procesal y, consecuentemente, el juez predisponga el 
proceso para analizar los diversos aspectos del conflicto y emitir 
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pronunciamiento sobre ellos, pese a no haberse formulado pretensiones sobre 
dichos aspectos. 
 
5. El enfoque de plena jurisdicción fundamentalmente plantea que el proceso 
sirva para resolver el conflicto entre las partes. Ello, sin duda, implica que en el 
proceso se estudien los diversos aspectos de la controversia y que la sentencia 
se pronuncie sobre dichos aspectos pese a no haber sido invocados por las 
partes. Reconocer este tipo de alcances al proceso administrativo y a la 
actuación del juez, garantizará la expedición de sentencias sólidas, completas e 
idóneas para resolver de manera integral el conflicto entre los administrados y 

























1. Teniendo en cuenta el problema de investigación y el objetivo de la tesis, la 
conclusión central a la que se arriba es, que el enfoque de plena jurisdicción sí 
es aplicable al proceso contencioso tributario e incide de manera trascendental 
y beneficiosa en diversos tópicos del mismo y en la solución efectiva de las 
controversias de fondo.    
   
2. La plena jurisdicción es un enfoque del proceso, de contenido complejo y 
múltiples implicancias. Para estructurarlo, comprenderlo y conocer tales 
implicancias, es necesario recurrir a categorías y conceptos previos como los 
de potestad jurisdiccional, proceso, controversia sustantiva, tutela 
jurisdiccional efectiva, justicia, jurisdicción revisora, pretensiones, medios de 
prueba, agotamiento de la vía administrativa, sentencia, entre otros. 
 
3. La plena jurisdicción encuentra sus fundamentos en los fines del proceso, la 
tutela jurisdiccional efectiva y la idea básica de justicia. 
- Si la plena jurisdicción supone en esencia conocer el conflicto de fondo, 
el ejercicio irrestricto de las potestades y deberes del juez y la 
organización adecuada del proceso para resolver tal conflicto, queda 
demostrado que ella encuentra su razón de ser en la realización de los 
fines del proceso, que son: Solución efectiva del conflicto, vigencia del 
ordenamiento y paz en justicia. 
- La plena jurisdicción constituye un enfoque del proceso que se inspira en 
el libre acceso al mismo, respeto a las garantías necesarias, solución  de 
la controversia sustantiva y la efectividad del derecho material 
reconocido. Siendo ello así, corresponde afirmar que la plena jurisdicción 
se fundamenta en la tutela jurisdiccional efectiva que, precisamente, está 
configurada por tales derechos. 
- La plena jurisdicción organiza el proceso con el propósito de dirimir la 
disputa de fondo entre las partes, es decir, de reconocer, atribuir y hacer 
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efectivo lo que les es debido, lo que es su derecho, lo que por justicia les 
corresponde. Teniendo en cuenta ello, queda acreditado que otro de los 
fundamentos de la plena jurisdicción es la justicia. 
 
4. El estudio de numerosos expedientes pone en evidencia que gran parte de los 
procesos tributarios son planteados, tramitados y resueltos desde un enfoque 
revisor. El enfoque revisor, entiende que a través del proceso tributario se 
controla la regularidad formal de las resoluciones del Tribunal Fiscal y, cuando 
corresponde, se declara su nulidad sin pronunciamiento sobre los derechos 
materiales en conflicto. Como consecuencia de ello, la sentencia anulatoria 
dispone que el Tribunal Fiscal emita nueva resolución sobre la contienda. 
 
Esta forma de entender y tramitar el proceso, genera los siguientes efectos 
negativos: 
- No se logra resolver el conflicto real que se suscita entre los 
contendientes. 
- Se produce un retorno innecesario del conflicto al Tribunal Fiscal. 
- Se extiende desproporcionadamente la solución de la controversia. Al 
tiempo que duró el primer proceso, hay que añadirle el plazo que 
demorará el Tribunal Fiscal en emitir el nuevo pronunciamiento, así 
como todo el tiempo que puede durar un segundo proceso tributario que 
se entable contra el nuevo pronunciamiento del Tribunal Fiscal. 
- Deficiente prestación del servicio de justicia en materia tributaria. 
 
5. Los problemas que pretende resolver la plena jurisdicción se presentan en 
diversos tópicos del proceso. En ese sentido, se presentan problemas en 
relación a las pretensiones, al contenido de las sentencias, al agotamiento de la 
vía administrativa, a la prueba, etc. 
- En relación a las pretensiones, se evidencia un inadecuado planteamiento 
de las mismas. En lugar de plantear pretensiones que permitan examinar 
la controversia sustantiva, se formulan pretensiones anulatorias exigiendo 
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un examen de legalidad de las resoluciones del Tribunal Fiscal y su 
declaración de nulidad. 
- Respecto a las sentencias, la realidad demuestra que los órganos 
jurisdiccionales tienden a expedir decisiones que solo declaran la nulidad 
de las resoluciones del Tribunal Fiscal ordenando que se emita nuevo 
pronunciamiento, en lugar de identificar y analizar el conflicto de fondo. 
Esta manera de sentenciar niega toda posibilidad de resolver el conflicto 
real, la disputa auténtica, entre el deudor tributario y la Administración 
Tributaria y evita que el órgano jurisdiccional se pronuncie sobre los 
derechos materiales  o intereses comprometidos en la controversia. 
- En relación al agotamiento de la vía administrativa previa, se advierte 
que esta exigencia es auspiciada por la concepción revisora del proceso 
tributario, que requiere de una resolución del Tribunal Fiscal para 
examinarla en el proceso judicial. Asimismo, se verifica que el 
agotamiento opera como una condición para el acceso a la jurisdicción o 
el inicio de un proceso tributario. 
- En relación a la prueba, se evidencia una clara restricción de la actividad 
probatoria en la medida que solo se admite en el proceso los medios 
probatorios recogidos en el procedimiento administrativo. Ello, sin duda,  
constituye una evidente limitación del derecho fundamental a probar, de 
los derechos de defensa y debido proceso, así como de las potestades 
jurisdiccionales del juez. 
 
6. En oposición al enfoque revisor surge el enfoque de plena jurisdicción, que 
plantea estudiar integralmente el caso, identificar el conflicto de fondo, tramitar 
adecuadamente el proceso y resolver la disputa real entre los deudores y la 
Administración Tributaria. 
 
Teniendo en cuenta ello, se puede afirmar que el proceso tributario es un 
proceso de plena jurisdicción que se desarrolla con el propósito de logar la 




Entender el proceso tributario como un proceso de plena jurisdicción, posibilita 
que los órganos jurisdiccionales analicen con profundidad todo el contenido de 
la demanda, identifiquen el conflicto sustantivo, reconozcan las verdaderas 
pretensiones de las partes más allá de lo que se consigne en el petitorio de la 
demanda, establezcan de manera correcta los puntos controvertidos, 
desplieguen todas las potestades y deberes del juez, organicen el proceso con el 
propósito de resolver la controversia de fondo, realicen la actividad probatoria 
y todas las actuaciones procesales en función a ese propósito central, emitan 
pronunciamiento respecto a los puntos controvertidos y al conflicto de fondo 
que se pretende resolver, adopten todas las medidas que sean necesarias para 
materializar lo decidido en la sentencia y, de este modo, lograr la satisfacción 
efectiva del derecho conculcado, etc. 
 
Como puede observarse, la plena jurisdicción no se limita al examen formal de 
las resoluciones del Tribunal Fiscal, sino, constituye un enfoque que incide en 
todo el curso del proceso y persigue una respuesta satisfactoria a lo que 
realmente los justiciables vienen a buscar a los órganos jurisdiccionales: 
Solución de sus disputas concretas y protección efectiva de sus derechos. 
 
7. Plantear pretensiones de plena jurisdicción en el proceso tributario posibilita la 
solución efectiva del conflicto. Formular pretensiones de plena jurisdicción 
consiste en pedirle al órgano jurisdiccional a través de la demanda, que 
resuelva el conflicto sustantivo que se tiene con la otra parte del proceso. La 
pretensión de plena jurisdicción no se restringe a solicitar el control de la 
resolución que agota la vía administrativa, sino, exige al juez que analice la 
controversia subyacente y la resuelva efectivamente.  
 
Plantear pretensiones de plena jurisdicción permite identificar y analizar el 
problema de origen, organizar el proceso adecuadamente, actuar los medios 
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probatorios pertinentes, realizar las actuaciones procesales necesarias en 
función al conflicto y decidir sobre la cuestión litigiosa fundamental. 
 
8. La sentencia en un proceso tributario debe pronunciarse sobre el conflicto de 
fondo entre el deudor y la Administración Tributaria, sobre los derechos 
materiales e intereses comprometidos en la controversia y sobre todas las 
medidas que sean necesarias para efectivizar lo decidido. 
 
La sentencia de plena jurisdicción no se limita a emitir pronunciamiento 
respecto a la regularidad formal de la resolución del Tribunal Fiscal que agota 
la vía administrativa. La sentencia de plena jurisdicción analiza y resuelve la 
disputa sustantiva, decide sobre los derechos e intereses en conflicto y 
efectiviza lo decidido. Por ello, se sostiene que la sentencia de plena 
jurisdicción materializa los fines del proceso, la tutela jurisdiccional efectiva y 
la justicia. 
 
9. En los casos en los que el petitorio de la demanda señale expresamente que 
solo se solicita la nulidad de la resolución respectiva del Tribunal Fiscal, el 
juez de plena jurisdicción está habilitado para examinar integralmente todo el 
contenido de la demanda, identificar la pretensión relativa a la disputa de 
fondo, fijar correctamente los puntos controvertidos y resolver, mediante 
sentencia debidamente fundamentada, la controversia subyacente. 
 
10. En relación a las controversias fiscales se plantean pretensiones de diverso 
contenido. Unas solicitan expresamente solo la nulidad de la respectiva 
resolución del Tribunal Fiscal, otras solicitan que el órgano jurisdiccional se 
pronuncie sobre un punto que el Tribunal Fiscal omitió abordar, y unas terceras 
solicitan que el órgano jurisdiccional se pronuncie sobre un aspecto de la 




Una concepción rígida del principio de congruencia procesal y la exigencia del 
agotamiento de la vía administrativa impedirán que, cuando se plantean ese 
tipo de pretensiones, se resuelva el conflicto que se ha producido. Teniendo en 
cuenta ello, lo que corresponde en el proceso tributario es manejar una postura 
razonablemente flexible, tanto del principio de congruencia procesal como del 
requisito del agotamiento de la vía previa, que permita resolver la disputa real 
entre las partes, pese a las deficiencias en el planteamiento de las pretensiones.    
 
11. Si se instaura un proceso tributario de plena jurisdicción, que, 
fundamentalmente, implica resolver el conflicto de fondo observando todas las 
garantías de la tutela jurisdiccional efectiva, no parece razonable, tampoco 
necesario, obligar a los contribuyentes llevar adelante un prolongado 
procedimiento administrativo previo, agotar dicha vía y obtener una resolución 
final del Tribunal Fiscal. 
 
12. Teniendo en cuenta los serios problemas por los que atraviesa el procedimiento 
contencioso tributario, no resulta coherente que para el inicio de un proceso  
ante el Poder Judicial, se exija como requisito de procedencia el agotamiento 
de la vía administrativa previa. Los problemas aludidos son los siguientes: 
- Evidentes retrasos en los que incurren tanto las administraciones 
tributarias como el Tribunal Fiscal en la tramitación y resolución de las 
controversias que conocen. 
- En un número significativo de casos, el Tribunal Fiscal no se pronuncia 
sobre el conflicto puesto a su consideración, argumentando que se trata 
de controversias en las que corresponde realizar control constitucional, 
actuación para la cual carece de potestades. 
- En muchos otros casos, el Tribunal Fiscal está declarando infundadas las 
apelaciones interpuestas por los deudores tributarios debido a que se trata 
de controversias recurrentes respecto a los cuales ha emitido 




13. En el proceso tributario las resoluciones del Tribunal Fiscal concurren como 
tales, es decir, como pronunciamientos de una autoridad administrativa de la 
más alta jerarquía que decide, con todas sus potestades y competencias, el 
conflicto que en relación al tributo se presenta entre los deudores y las 
administraciones tributarias. 
 
Por su lado, en el proceso, el juez ejercita jurisdicción, que evidentemente, es 
una potestad distinta a las potestades de las que está investido el Tribunal 
Fiscal. En ejercicio de la potestad jurisdiccional, el juzgador está en la 
obligación de identificar el conflicto de fondo, analizarlo de manera directa, 
elaborar juicios sobre él, construir argumentos en base a los hechos y el 
ordenamiento en su conjunto, resolverlo definitivamente y ejecutar 
compulsivamente la sentencia.  
 
En este circuito de actuaciones, indudablemente, el juez puede evaluar  el 
pronunciamiento del Tribunal Fiscal. Sin embargo, el deber del enjuiciador de 
plena jurisdicción es estudiar la disputa subyacente y resolverla. Si en dicho 
propósito hay necesidad de examinar al pronunciamiento del Tribunal Fiscal, 
sin duda, puede hacerlo. Puede incluso declarar la nulidad de las resoluciones 
del Tribunal Fiscal, pero no necesariamente como consecuencia del examen de 
su regularidad formal, sino,  del análisis de la contienda de fondo. En tal virtud, 
si el análisis del conflicto sustantivo en el proceso lleva a reconocer al 
contribuyente un derecho que el Tribunal negó con una resolución, ésta 
deviene nula de pleno derecho. 
 
14. Lo que importa, tanto en el procedimiento administrativo previo como en el 
proceso tributario, es la solución efectiva y oportuna de los conflictos que se 
suscitan entre el deudor tributario y la Administración Tributaria. Teniendo en 
cuenta ello, el deudor que considera que una actuación de la Administración 
Tributaria lesiona sus derechos o intereses, tiene que tener habilitado, por un 
principio de razonabilidad y eficacia, el recurso o la vía que juzgue más idónea 
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para el expeditivo reconocimiento de su derecho, la reivindicación de sus 
intereses y el  oportuno otorgamiento de tutela efectiva. Considerando lo 
expuesto, cabe afirmar que la presentación de los recursos y el agotamiento de 
la vía administrativa deben ser facultativos. Es decir, que sea el propio deudor 
quien elija si presenta una reclamación, una apelación o, directamente, una 
demanda contencioso administrativa ante el Poder Judicial. 
 
15. La propuesta del agotamiento facultativo de la vía administrativa que 
planteamos, puede implementarse de manera progresiva en tres etapas: 
- En una primera etapa, puede implementarse la eliminación de la 
exigencia del agotamiento obligatorio para los casos referidos a 
controversias tributarias donde se requiera efectuar control 
constitucional, y otros casos en los que el Tribunal Fiscal no emite 
pronunciamiento. 
- En una segunda etapa, puede implementarse la eliminación de la 
exigencia del agotamiento obligatorio para los casos referidos a 
controversias en los cuales se puede prever la decisión del Tribunal 
Fiscal, teniendo en cuenta la identidad o similitud de tales controversias 
con otros conflictos anteriormente resueltos por la referida autoridad. 
- En una tercera etapa, evaluando los resultados de las dos etapas 
anteriores, podría dejar de exigirse el agotamiento obligatorio de la vía 
administrativa previa, para todo tipo de casos. 
 
16. En el proceso tributario la actividad probatoria debe ser amplia y sin 
restricciones. Si el proceso tributario tiene como finalidad la adecuada 
resolución de los conflictos relativos al tributo, dicha finalidad solo puede 
lograrse si se desarrolla una actividad probatoria sin limitaciones. Si en la 
actividad probatoria rigen criterios de amplitud y libertad, las partes podrán 
ejercitar plenamente su derecho fundamental a probar y, el juez  ejercitar todas 
sus facultades y deberes para identificar, solicitar e incorporar de oficio medios 
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probatorios que, sin estar recogidos en el procedimiento administrativo previo, 
sean útiles para acreditar hechos y resolver adecuadamente las controversias. 
 
El enfoque de plena jurisdicción amplía y libera la actividad probatoria y 
posibilita que en el proceso tributario se puedan incorporar todo tipo de medios 
probatorios, estén o no recogidos en el expediente administrativo. Ello se 
fundamenta, en primer lugar, en el hecho que el expediente administrativo, por 
diversas circunstancias, no siempre contiene todas las pruebas referidas al caso 
objeto de análisis. Y, en segundo lugar, en el hecho que pese a no estar 
acopiados en el expediente administrativo, existen medios probatorios que por 
su contenido, pertinencia y utilidad son necesarios para demostrar  
determinadas situaciones y solucionar cabalmente el conflicto de fondo, razón 
por la cual deben ser ofrecidos o incorporados en el proceso tributario. 
 
La actividad probatoria amplia y sin restricciones, asegura el derecho 
fundamental a probar de las partes, su derecho de defensa, el debido proceso y 
la tutela jurisdiccional efectiva. 
 
17.  El enfoque de plena jurisdicción constituye una forma de entender, llevar 
adelante el proceso y resolver el conflicto que lo motiva. Esta nueva 
perspectiva del proceso tributario, exige del director del proceso determinados 
conocimientos, actitudes, habilidades y responsabilidades. Entre ellos se puede 
señalar a los siguientes:  
- Conocimiento integral de la plena jurisdicción y permanente capacitación 
respecto a sus diversos aspectos e implicancias. 
- Profundo conocimiento de los aspectos técnico tributarios vinculados a la 
controversia. 
- Actitud y responsabilidad para llevar adelante los procesos tributarios 
desde la perspectiva de plena jurisdicción. 
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- Habilidades y técnicas para el manejo, procesamiento y asimilación de la 
información contenida en los expedientes judiciales y los voluminosos 
expedientes administrativos. 
- Capacidades  para identificar el conflicto de fondo, evaluar  pretensiones, 
fijar los puntos controvertidos, incorporar y valorar  pruebas, construir 
argumentos y elaborar la misma sentencia. 
 
18. La plena jurisdicción como nueva forma de entender y organizar el proceso 
tributario, demanda del Poder Judicial lo siguiente: 
- Garantizar la existencia de una jurisdicción especializada en materia 
tributaria y aduanera. 
- Velar por la permanente capacitación de los magistrados y servidores.  
- Garantizar la existencia del suficiente número de órganos jurisdiccionales 
en la jurisdicción. 
- Dotar a los órganos jurisdiccionales de personal idóneo y suficiente. 
- Otorgar los recursos materiales, informáticos y administrativos que 
demanda la gestión de los procesos desde la perspectiva de la plena 
jurisdicción. 
- Fortalecer las unidades de decisión de los juzgados y salas atendiendo a 
la particular complejidad de la elaboración de sentencias tributarias y 
aduaneras. 
 
19.  El artículo 148° de la Constitución Política que contiene las disposiciones 
matrices del proceso contencioso administrativo, debe ser sustituido por un 
texto que recoja los aportes de la doctrina, las experiencias de la práctica, se 
inspire en la plena jurisdicción y aborde apropiadamente los diversos aspectos 
del referido proceso. 
 
En ese sentido, la nueva disposición debe referirse, en principio, a la categoría 
“proceso” antes que a “acción”, a “actuaciones administrativas” antes que a 
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“resoluciones”, a “proceso judicial autónomo” antes que a “impugnación”. A 
“proceso administrativo” antes que ha “proceso contencioso administrativo”.  
 
El nuevo texto debe establecer que el propósito del proceso administrativo es la 
resolución del conflicto, que el control jurídico de las actuaciones de la 
administración pública lo realiza el Poder Judicial y que el proceso 
administrativo garantiza la tutela jurisdiccional efectiva de los derechos e 
intereses de los administrados y de la administración cuando corresponda. 
Asimismo, debe disponer que no sea indispensable el agotamiento de la vía 
administrativa para iniciar un proceso ante el Poder Judicial. Finalmente, debe 
recoger los principios aplicables en el proceso administrativo. 
 
20.  El artículo 157° del TUO del Código Tributario debe ser sustituido por una 
fórmula que abandone la concepción revisora y se inspire en el enfoque de 
plena jurisdicción; que coloque como elemento central del proceso las 
actuaciones de las administraciones tributarias, los derechos en disputa y el 
conflicto de fondo, en lugar de las resoluciones del Tribunal Fiscal. 
 
El nuevo artículo debe establecer: 
- Que el proceso tributario se ha instaurado para resolver los conflictos 
relativos al tributo entre el deudor tributario y la Administración 
Tributaria. 
- Que no es indispensable el agotamiento de la vía administrativa para 
iniciar un proceso tributario. 
- Que el objeto del proceso no es la resolución del Tribunal Fiscal, sino, las 
pretensiones relativas a las actuaciones de la Administración Tributaria 
que han generado la controversia. 
- Que el Poder Judicial mediante el proceso tributario realiza un control 
jurídico de las actuaciones de las administraciones  tributarias. 
- Que, las administraciones tributarias tienen legitimidad activa para obrar 




Finalmente el nuevo dispositivo debe: 
- Abandonar el uso de la categoría “impugnación” y entender que el 
proceso tributario desarrollado en sede judicial es autónomo respecto al 
procedimiento  administrativo previo. 
- Referirse a “Proceso Tributario” antes que a “Proceso Contencioso 
Administrativo”. 
- Referirse a “actuaciones de la administración tributaria” antes que 
“resoluciones del Tribunal Fiscal”. 
 
21. El artículo 1° del TUO de la Ley 27584, Ley que Regula el Proceso 
Contencioso, como artículo inicial del régimen, debe recibir algunas 
incorporaciones que permitan consolidar la aplicación de la plena jurisdicción 
en el proceso administrativo. En ese sentido, debe establecer expresamente: 
- Que el medio para resolver los conflictos entre los administrados y la 
administración pública es el proceso administrativo. 
- Que el proceso administrativo es un proceso de plena jurisdicción donde 
los órganos jurisdiccionales deben pronunciarse sobre el conflicto de 
fondo que lo motiva.  
- Que mediante el proceso administrativo el Poder Judicial realiza un 
control jurídico de las actuaciones de la administración pública sujetas al 
derecho administrativo y garantiza la tutela jurisdiccional efectiva de los 
derechos e intereses de los administrados y de la administración cuando 
corresponda. 
 
Finalmente, el nuevo artículo debe referirse a “proceso administrativo” antes 
que a “proceso contencioso administrativo”. 
 
22. El artículo 5° del TUO de la Ley 27584, que se ocupa del tipo de pretensiones 
que pueden presentarse en el proceso administrativo, debe contemplar de 
manera expresa la pretensión de plena jurisdicción y ubicarla como la primera 
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pretensión que se puede plantear, en lugar de la pretensión de nulidad. 
Teniendo en cuenta ello, el nuevo artículo debe establecer: 
- Que en el proceso administrativo se plantean pretensiones de plena 
jurisdicción. 
- Que el propósito de la pretensión de plena jurisdicción es que los órganos 
jurisdiccionales analicen y resuelvan el conflicto de fondo. 
- Que mediante la pretensión de plena jurisdicción se solicita el 
reconocimiento o restablecimiento del derecho o interés jurídicamente 
tutelado. 
- Que, asimismo, mediante la pretensión de plena jurisdicción se solicita la 
adopción de todas las medidas necesarias para lograr el referido 
reconocimiento o restablecimiento. 
 
23. El artículo 30° del TUO de la Ley 27584, que se ocupa de la actividad 
probatoria, debe ser reemplazado por un dispositivo con mayor perspectiva en 
el que se establezca criterios de amplitud y libertad, que garanticen que la 
actividad probatoria no se restrinja a las actuaciones recogidas en el 
procedimiento administrativo. 
 
En ese sentido, el nuevo artículo debe disponer: 
- Que en el proceso administrativo la actividad probatoria es amplia y no 
se restringe a las actuaciones recogidas en el procedimiento 
administrativo. 
- Que las partes ofrecen los medios probatorios que consideren pertinentes. 
- Que el juez puede requerir los medios probatorios que estime 
convenientes. 
- Que en el caso de hechos ocurridos o conocidos con posterioridad a la 





24. El artículo 41° del TUO de la Ley 27584, que regula lo relativo a la sentencia, 
debe ser sustituido por una fórmula más amplia y menos rígida que se inspire 
en el enfoque de plena jurisdicción, que habilite al juez a pronunciarse sobre el 
conflicto sustantivo, argumentos de las partes, derechos e intereses 
involucrados, e incluso, sobre las cuestiones adicionales que deriven de la 
controversia. 
 
En ese sentido, el nuevo artículo debe establecer: 
- Que la sentencia es el acto procesal mediante el cual el juez resuelve el 
conflicto de fondo, antes que limitarse a declarar la nulidad de la 
resolución que ha agotado la vía administrativa. 
- Que la sentencia se pronuncia sobre las posturas de las partes, la disputa 
real, el derecho o interés discutido y las cuestiones que derivan del 
conflicto. 
- Que la sentencia de plena jurisdicción dispone el reconocimiento o 
restablecimiento del derecho o interés vulnerado. 
- Que la sentencia de plena jurisdicción dispone la adopción de todas las 
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